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PRESENTACION 
 
El presente documento ha sido elaborado por solicitud de COPECO al Programa de las 
Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD), y fue realizado con fondos de la Agencia 
Suiza para el Desarrollo y la Cooperación (COSUDE), en el marco del proyecto 
Técnicos, Instituciones Públicas, Alcaldías y Comunidades Altamente Vulnerables al 
Cambio Climático han Incrementado y Fortalecido sus Herramientas y Capacidades de 
Adaptación. 
 
El diagnóstico se inició en el año 2010, en el marco del proyecto de implementación de la 
política de recuperación temprana y se tuvo una primera versión de las enmiendas 
requeridas a la LEY. En forma posterior en el año 2012 se continuó en el marco del 
programa COSUDE con la revisión del diagnóstico y la socialización de las enmiendas y se 
conformó un equipo técnico entre COPECO y el PNUD, con el cual se elaboró una segunda 
propuesta de enmiendas a la ley.  
 
El presente documento contiene el informe final del asesor jurídico el cual explica en una 
primera parte la fase metodológica adelantada, el diagnóstico de lo encontrado a nivel 
técnico y legal, y las propuestas normativa elaborada por el consultor en los años 2010  y  
2012, la cual fue socializada ante la Comisión de Desastres del Congreso, y fue entregada a 
COPECO para continuar trabajando en ella y así obtener una versión final durante el año 
2013. 
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1. ANÁLISIS DE LA LEY DEL SINAGER Y 
FUNDAMENTACIÓN DE LA NECESIDAD DE SU 
REFORMA 
  
 
Antecedentes 
 
La Ley del SINAGER, Decreto No. 151-2009 publicado en el Diario Oficial La Gaceta 
del 26 de diciembre de 2009, fue producto de un largo y complejo proceso de discusión.  
Su principal fortaleza consiste en la creación del Sistema Nacional de Gestión de 
Riesgos, la organización e integración de sus principales órganos, aprovechando la 
existencia de COPECO y su Comisionado y dándole a éste funciones de Secretario 
Ejecutivo del nuevo Sistema creado por la Ley.  
Este último aspecto, la subsistencia de la COPECO y la ampliación de sus funciones 
como entidad de coordinación permanente del Sistema Nacional de Gestión de Riesgos, 
fue la fórmula finalmente adoptada con el fin principal de preservar la tradición y dar 
continuidad a las actividades de la Comisión Permanente de Contingencias. La nueva 
Ley del SINAGER optó por derogar gran parte de las disposiciones contenidas en el 
Decreto No. 9-90-E de fecha 12 de diciembre de 1990, Ley de Contingencias 
Nacionales, dejando a la vez vigentes una parte de ellas. 
Esta solución a la disyuntiva planteada, consistente en crear una nueva entidad con 
forma de Sistema, con una Secretaría Ejecutiva, sin que ello a la vez eliminase la vieja 
COPECO, ya conocida por la población y con una larga tradición en la respuesta a 
situaciones de desastre, representó una fórmula híbrida, por la que las funciones de la 
vieja entidad se traslaparon con las de la nueva. Ciertamente la solución encontrada no 
fue la solución ideal. 
Un primer análisis de la Ley del SINAGER se llevó a cabo durante el proceso de 
elaboración de su Reglamento general, aprobado a través del Acuerdo Ejecutivo 
Número 032-2010. Es importante destacar en este sentido el Informe Final de la 
Consultoría “Elaboración de documento de análisis y de borrador de Reglamento del 
SINAGER”, en el que se advertía que “las aparentes facultades reglamentarias que la 
Ley otorga al Consejo Directivo del SINAGER deben ser examinadas más 
cuidadosamente”. Así mismo se advertía que las funciones reglamentarias o legislativas 
dadas al Consejo Directivo del SINAGER estaban “íntimamente relacionadas con las 
disposiciones que otorgan funciones de supervisión, fiscalización e instrucción a los 
Oficiales de Prevención y el Sistema Sancionatorio Administrativo”. Se recomendó en 
ese Informe que estos aspectos fuesen revisados a fondo y de forma cuidadosa, a la hora 
de preparar y discutir el proyecto de Reglamento especial de Multas y Sanciones 
previsto en la Ley, y se recomendó así mismo dilucidar si se deseaba y consideraba 
práctico y conveniente convertir al SINAGER en una especie de policía o inspectoría de 
riesgos.1 
                                                 
1 Ver Informe Final de la Consultoría “Elaboración de documento de análisis y de borrador de 
Reglamento del SINAGER”, páginas 7 y 8. 
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En esa oportunidad se detectaron una serie de errores de forma y otros problemas de 
fondo, de carácter técnico jurídico, los primeros subsanables a través de la aprobación 
de una Fe de Erratas y los segundos subsanables únicamente a través de una reforma a 
la Ley recientemente aprobada.  
 
PROPUESTA DE FE DE ERRATAS  
LEY CREADORA DEL SINAGER 
 
 
1. En relación al Artículo 6: 
 
Eliminar el Numeral 21, por ser redundante con lo que se determina en el Numeral 17. 
 
2. En relación al Artículo 13: El Numeral 6 debe leerse de la siguiente manera: 
 
“6. Sugerir de acuerdo a lo establecido en el reglamento de esta Ley a un máximo de 
cinco (5) miembros temporales para formar parte del Consejo Directivo del Sistema 
Nacional de Gestión de Riesgo (SINAGER)”. 
 
3. En relación al Artículo 58, deberá leerse como sigue:  
 
“ARTÍCULO 58. ASEGURAMIENTO DE BIENES. Todas las instituciones públicas 
estarán obligadas a asegurar sus bienes contra todo riesgo generado por desastres o 
catástrofes, naturales o antropogénicas, que provoquen un daño público directo y los 
daños que se deriven de los mismos.  Previo a la obtención del seguro, las 
instituciones deberán solicitar al SINAGER una evaluación de riesgos de los bienes a 
su cargo, para posteriormente lograr una negociación efectiva con las compañías 
aseguradoras, de acuerdo a lo establecido en la Ley de Contratación del Estado y en 
la Ley General de Administración Pública”. 
 
4. En relación al Artículo 5, Párrafo Segundo: deberá leerse como sigue: 
 
“El SINAGER tendrá como ente coordinador a la Comisión Permanente de 
Contingencias (COPECO), cumpliendo con su objetivo fundamental y sus funciones 
de adopción de medidas preventivas y de coordinación que le manda la Ley”. 
 
5. En relación al Artículo 15, deberá leerse como sigue: 
 
“ARTÍCULO 15. OBLIGATORIEDAD DE LA PARTICIPACIÓN EN EL SISTEMA 
NACIONAL DE GESTIÓN DE RIESGOS (SINAGER). La participación de los 
órganos e instancias de coordinación nacionales y territoriales, de las instituciones 
públicas y privadas, en el Consejo Directivo, Comités de Consulta, Comisiones y 
Mesas de Trabajo, será obligatoria. La falta de participación de manera parcial o 
total generará la responsabilidad señalada en la presente ley y su Reglamento”. 
 
6. En relación al Artículo 23, Párrafo Primero: donde dice Consejo Consultivo deberá 
leerse “Consejo Directivo”. 
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7. En relación al Artículo 24, Párrafo segundo: donde dice Consejo Consultivo deberá 
leerse “Consejo Directivo”. 
 
8. En relación al Artículo 25, Párrafo Cuarto: donde dice Consejo Consultivo deberá 
leerse “Consejo Directivo”. 
 
9. En relación al Artículo 33, deberá leerse como sigue: 
 
“ARTÍCULO  33. DEDUCCIÓN DE RESPONSABILIDADES. Las faltas por 
incumplimiento a las disposiciones de carácter obligatorio formalizadas por el 
Consejo Directivo del SINAGER, y de ejecución por el Comisionado Nacional de 
COPECO, referidas en esta Ley y en el Reglamento de Multas y Sanciones, de 
acuerdo a la materia que trata la Ley, estarán sujetas a sanciones administrativas y 
multas, indistintamente de las responsabilidades sujetas en otras leyes de la 
República”. 
 
10. En relación con el Artículo 46, deberá leerse como sigue: 
 
“ARTÍCULO 46. DECLARATORIA DE ESTADO DE EMERGENCIA FORESTAL. 
El Comité Nacional de Protección Forestal, Áreas Protegidas y Vida Silvestre 
(CONOPRAFOR) contemplado en el Decreto Número 98-2007 del 13 de Septiembre 
de 2007, en coordinación con el Secretario Ejecutivo del Sistema Nacional de Gestión 
de Riesgos (SINAGER) será el encargado de solicitar la declaratoria de emergencia 
forestal”. 
 
11. En relación al Artículo 56, Párrafo Primero, donde dice Centro de Prevención de 
Emergencias de Centroamérica, deberá decir "Centro de Coordinación para la 
Prevención de Desastres Naturales en América Central" 
 
 
Tegucigalpa, 13 de mayo de 2010 
 
La segunda categoría de problemas antes mencionados tienen su origen en la falta de 
claridad en cuanto a la naturaleza y funciones del Sistema y su forma de inserción en la 
estructura del Estado y el sistema jurídico hondureño, es decir, en el marco de los 
principios y normativas que regulan el funcionamiento de la Administración del Estado 
hondureño recogidos en la Constitución y otras de leyes preexistentes. Los problemas 
jurídicos de fondo pueden agruparse, por un lado, en las facultades normativas 
reglamentarias que en materia de función de riesgos se otorgan al Consejo Directivo y, 
por otro, en la estructuración de un sistema sancionatorio administrativo incompleto y 
defectuoso. Ambos problemas se reflejan en las funciones que se otorgan a los oficiales 
de prevención, los cuales finalmente adquieren las características de una policía especial 
en materia de riesgos, con todas las dificultades políticas, jurídicas y logísticas que de 
esta figura se derivan. Esta segunda categoría de problemas de fondo, o materiales, 
solamente podría ser subsanada a través de una reforma a la Ley del SINAGER. 
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DIAGNOSTICO  
EL SISTEMA SANCIONATORIO CONTENIDO EN LA LEY DEL SINAGER 
1. Consideraciones previas sobre la potestad reglamentaria. 
a) Materias que pueden ser reglamentadas.  
Existen materias expresamente reservadas a la Ley por la Constitución, es decir, materias que no 
pueden ser reguladas por la vía del Reglamento. Estas materias tienen que ver principalmente 
con las libertades individuales y el derecho de propiedad, en las cuales el Reglamento solamente 
podría regular su ejercicio sobre la base de una Ley y en aspectos meramente procedimentales. 
Esta reserva de Ley está claramente establecida, en materia de libertad,  en el Artículo 69 de la 
Constitución hondureña, que reza: “La libertad personal es inviolable y sólo con arreglo a las 
leyes podrá ser restringida o suspendida temporalmente”. En materia de propiedad, el Artículo 
103 dice que “El Estado reconoce, fomenta y garantiza la existencia de la propiedad privada en 
su más amplio concepto de función social y sin más limitaciones que aquellas que por motivos 
de necesidad o de interés público establezca la Ley”. Y el Artículo 106, por su parte,  establece 
que “Nadie puede ser privado de su propiedad sino por causa de necesidad o interés público 
calificados por la ley o por resolución fundada en Ley, y sin que medie previa indemnización 
justipreciada”.  
En todo caso debe tenerse en cuenta también lo establecido en  el Artículo 64 Constitucional: 
“No se aplicarán leyes y disposiciones gubernativas o de cualquier otro orden, que regulen el 
ejercicio de las declaraciones, derechos y garantías establecidos en esta Constitución, si los 
disminuyen, restringen o tergiversan”.  
En virtud de la doctrina del Reglamento Ejecutivo como complemento indispensable de la Ley, 
por la cual éste debe contener “todo lo indispensable y sólo lo indispensable”: 
i) El Reglamento ejecutivo no puede agravar cargas u obligaciones contenidas en la Ley que 
desarrolla, ni ampliar el ámbito preceptivo, sino simplemente establecer las normas precisas 
para asegurar la plena efectividad de la Ley: no puede limitar los derechos, las facultades ni las 
posibilidades de actuación contenidas en la Ley, no puede contener mandatos normativos 
nuevos y más restrictivos de los contenidos en el texto legal. 
ii) El Reglamento ejecutivo puede incluir normas de organización y procedimiento que no 
afecten el contenido normativo sustancial de la Ley que desarrolla, precisar los conceptos de 
ésta en lo que tengan de vago e incompleto, explicitar las reglas enunciadas en la Ley  sólo a 
nivel de principios e, incluso, paliar las deficiencias eventuales de la propia ley (García de 
Enterría, Curso de Derecho Administrativo, Tomo I, página 272).  
En materia de sanciones, que afecta directamente la libertad y la propiedad, solamente pueden 
prohibirse o exigirse aquellas conductas previamente tipificadas por la ley. Es decir, las 
determinación de faltas administrativas está sujeta al principio de legalidad y, por tanto, no 
puede hacerse por la vía reglamentaria. Este principio está reconocido en la Ley General de la 
Administración Pública, cuando en su Artículo 8 establece que los órganos y entidades de la 
Administración Pública no podrán “3) Reconocer, declarar o limitar derechos de los 
particulares, si no tienen atribuidas por Ley tales potestades; y, 4) Ejecutar actos que 
disminuyan, restrinjan o tergiversen los derechos y garantías reconocidas por la Constitución de 
la República”. 
El principio de legalidad en materia penal, que es aplicable también al derecho sancionatorio 
administrativo, se aplica tanto a la determinación de las faltas como a las sanciones derivadas. 
Por consiguiente, tanto las faltas administrativas como las multas y sanciones derivadas de la 
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comisión de las mismas, debe hacerse por Ley. El Reglamento no puede crear nuevos tipos de 
faltas ni nuevos tipos de sanciones, aunque sí especificar las sanciones establecidas de manera 
general y regular los procedimientos que deben seguirse para la sustanciación y determinación 
de la culpabilidad así como los recursos de revisión y alzada. 
 b) Quién ejerce la potestad reglamentaria.  
La potestad reglamentaria, de conformidad con el Artículo 245, Numeral 11, de la Constitución 
Política de Honduras, corresponde al Presidente, quien tiene la Administración general del 
Estado y tiene además entre sus atribuciones “11. Emitir acuerdos y decretos y expedir 
reglamentos y resoluciones conforme a la ley.” El Artículo 11 de la Ley General de la 
Administración Pública reitera que el Presidente de la República tiene a su cargo la suprema 
dirección y coordinación de la Administración Pública centralizada y descentralizada y que éste, 
en el ejercicio de sus funciones, podrá actuar por sí o en Consejo de Ministros. El Artículo 16 de 
la misma Ley posibilita la delegación de estas funciones en los Secretarios de Estado: “El 
Presidente de la República, podrá delegar en los Secretarios de Estado el ejercicio de la potestad 
de decidir en determinadas materias o en casos concretos. El Acuerdo de Delegación emitido 
por el Presidente de la República, podrá ser revocado por este en cualquier momento”. 
El Presidente puede actuar por sí solo, delegar y, también, actuar en Consejo de Ministros. El 
Artículo 246 de la Constitución establece que “Las Secretarías de Estado son órganos de la 
administración general del país, y dependen directamente del Presidente de la República. La 
Ley determinará su número, organización, competencia y funcionamiento, así como también la 
organización, competencia y funcionamiento del Consejo de Ministros”. De conformidad con el 
Artículo 252 de la Constitución, “El Consejo (de Ministros) se reunirá por iniciativa del 
Presidente para tomar resolución en todos los asuntos que juzgue de importancia nacional y para 
conocer de los casos que señale la ley”. Por “tomar resolución” no necesariamente debemos 
entender “reglamentar”, lo que tampoco puede ser igual a “conocer de los casos que señale la 
ley”. Está claro que el Presidente puede ejercer la potestad reglamentaria que le otorga la 
Constitución por sí solo o en Consejo de Ministros. El Artículo 117 de la Ley General de la 
Administración del Estado dice que “se emitirán por Decreto los actos que de conformidad con 
la ley sean privativos del Presidente de la república o deban ser dictados en Consejo de 
Ministros”. Los decretos que emite el Presidente en Consejo de Ministros son firmados por el 
Presidente y por los Secretarios de Estado que asisten a la reunión. 
Entre las atribuciones que el Artículo 22 de la Ley General de la Administración del Estado da 
al Consejo de Ministros no aparece la facultad de emitir reglamentaciones, la que corresponde 
únicamente al Presidente. El Artículo 13 del Reglamento de la Ley General, sin embargo, dice 
que “Los Decretos que emita (el Consejo de Ministros) en cuanto constituyan actos de carácter 
general, entrarán en vigencia  a partir de su publicación en el Diario oficial La Gaceta…” 
Debemos entender que quien emite el Decreto es el Presidente “en Consejo de Ministros”, no el 
Consejo de Ministros, de conformidad con lo dispuesto en el Artículo 17 de la Ley, que tiene 
una jerarquía superior al reglamento.  
Ahora bien, ¿qué son actos de carácter general? El reglamento es un acto administrativo general 
y abstracto, pero no todo acto general y abstracto es un Reglamento. “Hay actos generales que 
se dirigen a una pluralidad indeterminada de destinatarios, que no tienen función normativa, no 
son fuente de Derecho” –dice José Antonio García-Trevijano, en su Tratado de Derecho 
Administrativo (Tomo I, página 294). El acto general se dirige a todos pero no norma, sino que 
aplica o concreta para todos una norma previamente establecida. Por ejemplo, un Reglamento 
norma que determinada plaza debe ser llenada por concurso público; la Administración puede 
hacer el llamado a concurso público para llenar la plaza, lo que es un acto general, pero no un 
reglamento. Lo mismo puede decirse de una movilización general o un bloqueo de precios, 
autorizados por un reglamento previo. 
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El acto general no está regido por los principios a que se somete el Reglamento: 1) no requiere 
habilitación legal, es decir, una ley que le de sustento; 2) no tiene efectos erga omnes; 3) 
requieren publicación pero no exigen vacatio; 4) están subordinados al Reglamento y no pueden 
derogarlo o modificarlo (García-Trevijano, ob.cit. pág. 295). 
El Artículo 118 de la Ley General de la Administración Pública habla de “los actos de carácter 
general que se dictaren en el ejercicio de la potestad reglamentaria”, lo que abre la posibilidad 
de actos generales que no son reglamentos, de conformidad con la diferenciación hecha por la 
doctrina. 
La potestad reglamentaria también la ejercen los Secretarios de Estado, en materias internas de 
su despacho o cuando una norma superior les delega tal potestad. Se trata de una potestad 
reglamentaria específica, no general, y limitada a las materias de su ramo, no genérica. A este 
respecto, el Artículo 36 de la LGAP establece que son atribuciones y deberes comunes a los 
Secretarios de Estado: “5) Formular respecto de los asuntos de su competencia, los proyectos de 
leyes, reglamentos y demás actos del Presidente de la República; 6) Emitir los reglamentos de 
organización interna de sus respectivos despachos”. 
Los órganos inferiores a las Secretarías, cuando expresamente se les otorga tal potestad, por 
ejemplo Gobernadores, Alcaldes, Jefes de Delegaciones de Secretarías de Estado. 
Los entes públicos, territoriales o no, tienen potestad reglamentaria en materias de su 
competencia. Los municipios aprueban ordenanzas, reglamentos de funcionarios, internos, de 
policía local, etc. El Artículo 54 de la LGAP a este respecto dice: “Las instituciones autónomas 
gozan de independencia funcional y administrativa, y a este efecto, podrán emitir los 
reglamentos que sean necesarios”. 
2. Principales debilidades de la Ley del SINAGER. 
Las principales debilidades de la Ley se resumen en las facultades normativas que en materia de 
función de riesgos se le otorgan al Consejo Directivo y la estructuración de un sistema 
sancionatorio incompleto y redundante. Analizaremos por separado ambos aspectos, que ya 
habían sido destacados cuando se trabajó en la preparación del ante proyecto de Reglamento de 
la Ley del SINAGER. 
a) Facultades normativas que se otorgan al Consejo Directivo en materia de Gestión 
de Riesgos. 
Es fundamental saber exactamente a qué se refiere la Ley cuando utiliza el término 
“disposiciones de cumplimiento obligatorio”. Las referencias existentes en la Ley del 
SINAGER a este concepto presentan diferencias en cuanto a su contenido y amplitud. En 
algunos casos se refiere a disposiciones de cumplimiento obligatorio en materia de reducción de 
riesgos emitidas por el Gobierno Central y los Gobiernos locales (Artículo 4.2), lo cual no 
presenta problemas por cuanto las facultades reglamentarias de ambos están respaldadas 
legalmente. En otros casos se refiere a las disposiciones de cumplimiento obligatorio emanadas 
del Gabinete de Manejo de Crisis en casos de emergencia (Artículo 29), casos en los que se trata 
de actos de carácter general y no propiamente de reglamentos como ya hemos visto al 
diferenciar ambos conceptos., o bien de ejercicio de la potestad reglamentaria del Presidente en 
Consejo de Ministros. 
El caso más complicado es el referente a la potestad para “formalizar” disposiciones de 
cumplimiento obligatorio que la Ley da al Consejo Directivo. El Artículo 8 de la Ley otorga al 
Consejo Directivo del SINAGER la función de “5) Formalizar las disposiciones obligatorias 
elaboradas y presentadas por la Comisión Permanente de Contingencias (COPECO) destinadas 
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a reducir el riesgo en el quehacer nacional, de acuerdo a lo establecido en el Reglamento de esta 
Ley.”  
El Artículo 9 también da a la Secretaría Ejecutiva del SINAGER la función de “17) Elevar al 
Consejo Directivo para su formalización, el establecimiento de las disposiciones de acatamiento 
obligatorio que deben ser establecidas para regular la construcción del riesgo en el país”. 
El Artículo 24 igualmente establece que “La Dirección de Prevención a través del Comisionado 
de la Comisión Permanente de Contingencias (COPECO), elevará al Consejo Consultivo 
(¿Directivo?) del Sistema Nacional de Gestión de Riesgos (SINAGER) la redacción  de las 
Disposiciones Obligatorias, para su formalización. Dichas disposiciones deben estar sustentadas 
en dictamen técnico científicos, que se convertirán en las directrices del trabajo de los “Oficiales 
de Prevención”.  Los Oficiales de Prevención, utilizarán fichas técnicas para realizar las tareas 
de “Evaluación de Riesgo”.  
La terminología utilizada es sumamente deficiente y arroja muy poca claridad. No se entiende 
qué quiere decir la ley con “formalizar”, si este término equivale a aprobar o a ratificar. Al 
tratarse de disposiciones elaboradas y presentadas por COPECO y por la Dirección de 
Prevención pareciera que se trata unas veces de órdenes, es decir, de aplicaciones a casos 
concretos de obligaciones contenidas en la Ley y en los reglamentos, y otras de verdaderos 
reglamentos, es decir, disposiciones normativas de carácter general, que restringen los derechos 
de uso de propiedad y la libertad ciudadanas. 
El Artículo 18 parece bastante claro al hablar de disposiciones obligatorias a reglamentarse y de 
normativa que asegure la prevención y reducción de riesgos. Dice al respecto que “Sin perjuicio 
de las funciones establecidas en otras leyes de la República, el Sistema Nacional de Gestión de 
Riesgos (SINAGER) establecerá, con el apoyo técnico de la Comisión Permanente de 
Contingencias (COPECO) y otras instituciones técnicas y científicas, la normativa que asegure 
la prevención y reducción de riesgos en el país”. 
“Las disposiciones obligatorias a reglamentarse –agrega el Artículo- estarán destinadas a 
educar, organizar, regular y vigilar la adecuada aplicación de las disposiciones en materia de 
Gestión de Riesgos, las cuales deben ser aplicadas, en forma irrestricta, por toda la población. El 
no cumplimiento de las mismas permitirá deducir responsabilidades administrativas y 
fiduciarias a todo aquel o aquellos, sean personas naturales o jurídicas, que por sus acciones u 
omisiones las desatiendan u obstaculicen total o parcialmente”. 
Cabría algún tipo de discusión si se tratara de simples facultades reglamentarias otorgadas por la 
Ley al Consejo Directivo del SINAGER, es decir, del desarrollo de limitaciones, prohibiciones 
y obligaciones de hacer establecidas en la Ley, que afectan los derechos de libertad y propiedad. 
Pero esas limitaciones o afectaciones a derechos constitucionales no aparecen en la Ley y por 
tanto podemos afirmar que estamos ante un caso claro de otorgamiento al Consejo Directivo del 
SINAGER de facultades no solamente reglamentarias sino legislativas en materia de riesgo. 
Estamos ante una deslegalización, claramente inconstitucional, porque se trata de materias 
reservadas a la ley por los Artículos 69 y 106 de la Constitución. 
Del análisis de esas referencias podemos concluir que con esa expresión la Ley del SINAGER 
se refiere a normas de aplicación general en materia de gestión del riesgo, es decir, a imposición 
de deberes permanentes, que afectan la libertad y propiedad de los particulares. 
La imposición de deberes por parte de la Administración puede darse de tres formas: 
1) A través de una imposición reglamentaria. 
2) A través de una decisión administrativa: orden.  
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3) A través de la fiscalización y sancionamiento de deberes normativos previos. 
En el primer caso, por un lado existen las reservas de ley establecidas en la Constitución en 
materia de libertad y propiedad (Artículo 69 de la Constitución: “La libertad personal es 
inviolable y sólo con arreglo a las leyes podrá ser restringida o suspendida temporalmente”. 
Artículo 103 de la Constitución: “El Estado reconoce, fomenta y garantiza la existencia de la 
propiedad privada en su más amplio concepto de función social y sin más limitaciones que 
aquellas que por motivos de necesidad o de interés público establezca la Ley”). Las 
delegaciones al Reglamento que haga la Ley en estas materias no pueden ser genéricas, pues de 
lo contrario estaríamos ante un proceso de “deslegalización”, violatorio de la Constitución. Por 
otra parte, el concepto de “gestión de riesgo” es lo suficientemente amplio e impreciso como 
para abarcar múltiples modalidades de restricción a la libertad y la propiedad. La capacidad para 
emitir “disposiciones de cumplimiento obligatorio” de parte del Consejo Directivo únicamente 
cabría en situaciones de necesidad y con carácter temporal. Pero un análisis de las referencias 
hechas por la Ley a estas disposiciones indica que no se trata simplemente de disposiciones 
obligatorias temporales en caso de necesidad, sino del ejercicio de una facultad en todo tiempo 
para emitir disposiciones obligatorias permanentes en gestión de riesgo. Tampoco se trata de 
disposiciones de orden disciplinario, internas a la Administración pública, sino de disposiciones 
que afectan a los particulares.    
La otra forma de imponer deberes de parte de la Administración a los particulares es la orden. 
La orden concreta en un caso particular un deber cuyo título es la Ley. Antes de concretarse no 
existía la obligación y, por tanto, la orden es técnicamente un acto constitutivo. La orden puede 
ser general y particular, y la primera no debe confundirse con el reglamento, porque la orden 
está siempre referida a situaciones concretas y no permanentes. Cabría entonces pensar que con 
el término de “disposiciones de cumplimiento obligatorio” la Ley se refiera a órdenes, pero 
existen referencias que hablan de disposiciones permanentes, cuando la orden es temporal y se 
agota con su cumplimiento. Por otra parte, no tiene sentido que esas órdenes sean emitidas por 
el Consejo Directivo y no por los órganos de la Administración especializados, autorizados por 
la Ley, como seria por ejemplo el caso de una orden en materia de mantenimiento del orden 
público, que le correspondería emitir a la Secretaría de Gobernación o a la Policía, o en materia 
de construcción, que le correspondería a la Secretaría de Obras Públicas, Transporte y Vivienda. 
Por último, cabría entender que lo que hace la Ley es dar al Consejo Directivo una potestad 
fiscalizadora, respecto de “disposiciones de obligatorio cumplimiento” existentes en otras leyes. 
En este caso, sin embargo, sería altamente cuestionable la centralización en un solo órgano de 
esa facultad fiscalizadora, en una materia como la gestión de riesgo tan amplia y que abarca 
diferentes disciplinas y especialidades. Por último, representaría esta función fiscalizadora una 
injerencia en áreas de competencia dadas por las leyes especiales bien a determinada Secretaría 
bien a los Gobiernos locales, lo que sería una interminable fuente de conflictos.  
b) Estructuración de un sistema sancionatorio incompleto. 
 Como ya se ha expresado, la doctrina comúnmente aceptada exige que el sistema sancionatorio 
administrativo se rija por los mismos principios del sistema sancionatorio penal. Estos 
principios son: 
-Principio de Legalidad: por el cual las conductas y las sanciones deben estar predeterminadas 
en una norma legal. 
-Principio de tipicidad: es la descripción legal de una conducta específica a la que se conecta 
una sanción respectiva. 
-Culpabilidad: supone imputación y dolo o culpa en la acción sancionable. 
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-Proporcionalidad: correspondencia entre infracción y sanción, eliminando medidas innecesarias 
o excesivas. 
-Derecho a la presunción de inocencia: se refiere al proceso pero extensible a la materia 
sancionatoria administrativa 
-Prescripción: tanto de las infracciones como de las sanciones. 
El sistema sancionatorio de la Ley del SINAGER viene descrito en su CAPÍTULO VI: DE LAS 
FALTAS ADMINISTRATIVAS Y MULTAS EN MATERIA DE GESTIÓN DE RIESGOS. 
Pero ya hemos visto las múltiples referencias hechas a las disposiciones de cumplimiento 
obligatorio y la necesidad de sancionarlas existentes en otros artículos de la Ley. El sistema 
sancionatorio no solamente se refiere a las faltas administrativas tipificadas en este Capítulo 
sino también a esas disposiciones que no se han formulado pero que el Consejo Directivo podría 
formular, lo que constituye una violación del principio de legalidad. 
No se tipifican los hechos constitutivos de faltas en la Ley. El Artículo 36, por el contrario, 
expresa que “El incumplimiento de las disposiciones obligatorias establecidas por el Consejo 
Directivo del SINAGER y debidamente documentadas por los Oficiales de Prevención de las 
instituciones miembros del SINAGER” podrán ser sancionados con las diferentes tipos de 
sanciones que establece: llamado de atención, suspensión de obra, multa, reparación parcial o 
total del daño. La tipificación se refiere a futuro, a las disposiciones de cumplimiento 
obligatorio que “formalice” el Consejo Directivo. 
Por otra parte, el Artículo 34, ÁMBITO DE COMPETENCIA, dice que “Para el conocimiento y 
substanciación de los hechos que se tipifiquen como faltas en esta Ley, serán competentes los 
funcionarios encargados de COPECO, las municipalidades u otras instituciones miembros del 
SINAGER debidamente certificadas por el Comisionado de COPECO. Las conductas 
tipificadas como faltas en este Capítulo son de orden público; por lo tanto perseguibles de 
oficio. La Fiscalía General de la República a través de sus funcionarios competentes, puede 
solicitar a los Oficiales de Prevención copia de los expedientes de las investigaciones de quejas 
y acciones contra las personas naturales y jurídicas que hayan incurrido en faltas”.   
Del análisis del Artículo 34 se deduce que, a pesar de aparentemente restringirse el Capítulo a 
faltas administrativas, como su nombre lo indica, al caracterizarlas como faltas de orden público 
y perseguibles de oficio éstas podrían ser constitutivas también de faltas penales, con la 
consecuente intervención de la Fiscalía, lo que arroja una enorme confusión.   
La prescripción de las faltas, en el Artículo 36 penúltimo párrafo, está regulada de forma 
inadecuada: “Las Faltas en materia de Gestión de Riesgos prescriben después de cinco (5)  años 
de realizada la acción que genera riesgo. A menos que los Oficiales de Prevención determinen 
que el riesgo que generan se encuentre latente.  Lo anterior deberá determinarse mediante 
peritaje, a costa del infractor, sea persona natural o jurídica”. Esta deficiencia se genera por la 
confusión entre la acción que genera el riesgo y el riesgo mismo generado, al no haberse 
tipificado con toda claridad la conducta o el hecho sancionable. Existe una limitante objetiva en 
la tipificación del riesgo, ya que hay un factor probabilístico inherente al concepto, que hace 
difícil su cuantificación. El riesgo se entiende como el producto de la combinación de amenaza 
y vulnerabilidad, siendo la amenaza un factor externo probable. Para una correcta tipificación 
del riesgo como algo sancionable es necesario antes determinar con claridad los factores de 
cuantificación objetiva del mismo. Sin esta objetivación, se atentaría contra el principio de 
tipificación, que exige claridad y objetividad en la descripción de la conducta o los hechos 
sancionables.  
En términos generales se tiende a confundir entre la acción que genera el riesgo y el riesgo 
mismo generado, al no haberse tipificado con toda claridad la conducta o el hecho sancionable. 
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Como ya hemos expresado, existe una limitante objetiva en la tipificación del riesgo, ya que hay 
un factor probabilístico inherente al concepto, que hace difícil su cuantificación. El riesgo se 
entiende como el producto de la combinación de amenaza y vulnerabilidad, siendo la amenaza 
un factor externo probable. Para una correcta tipificación del riesgo como algo sancionable es 
necesario antes determinar con claridad los factores de cuantificación objetiva del mismo. Sin 
esta objetivación, se atentaría contra el principio de tipificación, que exige claridad y 
objetividad en la descripción de la conducta o los hechos sancionables. La Ley puede sancionar 
una conducta que presume generadora de riesgo; lo que no puede hacer es castigar el riesgo en 
sí, pues este no tiene carácter objetivo sino que consiste en una probabilidad.   
Estos aspectos problemáticos de la Ley del SINAGER tienen que ver con posibles afectaciones 
a los particulares y, por ende, están expuestos a ser recurridos por la vía del amparo o la 
inconstitucionalidad de la ley.  
Por otra parte, como ya se ha destacado, las faltas reguladas en la Ley del SINAGER ya están 
tipificadas bien como delitos bien como faltas penales en el Código Penal hondureño, o bien se 
trata de conductas cuya represión está a cargo de los Municipios y la Policía municipal.  
 
b. Faltas administrativas tipificadas por la Ley del SINAGER.  
Vamos ahora a examinar cada una de las conductas que la Ley del SINAGER tipifica como 
faltas, descritas en el Artículo 37. Se consideran faltas: 
“1) Los que impidan o eviten que otros se pongan a resguardo o actúen desacatando las 
recomendaciones de las autoridades. Esto será más grave sí la persona es responsable de la 
protección y cuidado de los que se encuentren en peligro;” 
En realidad se trata de la tipificación de dos conductas diferentes: a) Impedir o evitar que otros 
se pongan a resguardo; y, b) desacatar las recomendaciones de las autoridades. En cuanto al 
primer tipo de conducta, es una variante de un tipo mucho más amplio, que es el de faltar al 
deber de socorro. El deber de socorro puede adquirir múltiples formas y dar resguardo a 
personas o cosas en una situación de catástrofe es solamente una variante.  
El faltar al deber de socorro a las personas en general se encuentra tipificado como falta en el 
Código Penal, Artículo 397, que establece: “Incurrirán en la pena señalada en el artículo 
anterior, si el hecho no estuviere comprendido en el Libro Segundo de este Código: 1) Quien no 
socorriere o auxiliare a una persona que encontrare en despoblado, herida o en peligro de 
perecer, cuando pudiere hacerlo sin riesgo o detrimento propio”.   
También el Artículo 399 establece como falta que “Será penado con prisión de diez a treinta 
días: 4) Quien requerido por otro u otros para evitar un mal, dejare de prestar el auxilio 
reclamado, si no hubiere de resultar perjuicio alguno”. 
El Artículo 418 del Código Penal hondureño, tipifica también como falta y la sanciona con 
prisión de sesenta (60) a noventa (90) días y multa de ochocientos (L.800.00) a mil (L.1,000.00) 
Lempiras, a quien no preste a la autoridad pública el auxilio que reclame en caso de delito, 
incendio, naufragio, accidente, inundación u otra calamidad, pudiendo hacerlo sin daño ni riesgo 
personal. Se trata de tipificar como una falta la omisión del deber de socorro no a otras personas 
sino a la autoridad. 
En cuanto al segundo tipo de conducta, se trata de desobediencia, no de órdenes, sino de 
“recomendaciones”. En primer lugar, es altamente cuestionable considerar como falta 
administrativa algo que se presenta no como un deber jurídico sino como una simple 
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“recomendación”. En segundo lugar, ya el Código Penal tipifica como delito la desobediencia, 
en su Artículo 346: “Quien desobedezca a una autoridad negándose abiertamente a dar el debido 
cumplimiento a sentencias, resoluciones u órdenes dictadas dentro de los límites de su 
competencia y revestidas de las formalidades legales, será penado con reclusión de uno (1) a 
tres (3) años”. 
En cuanto al tercer elemento contenido en el numeral de este Artículo, se trata de una agravante, 
en caso de que la persona sea “responsable de la protección y cuidado de los que se encuentren 
en peligro” , referida al deber de socorro. El Artículo 411 tipifica esta conducta no como 
agravante sino como falta en sí, al decir que “Será sancionado con prisión de diez a treinta días: 
1) Quien omitiere cumplir con la responsabilidad sobre las personas que la ley haya sometido a 
su vigilancia”. 
2) Cualquier persona que teniendo la autoridad suficiente actúe con negligencia, aún teniendo la 
obligación de ejecutar acciones, supervisar, monitorear o de hacer cumplir las disposiciones 
obligatorias y no las hubiere realizado y por ello los daños provocados sean mayores. 
La redacción es deficiente, por cuanto  se habla en primer lugar de negligencia y después de la 
no realización de obligaciones de hacer por parte de la autoridad. Si existe omisión estamos no 
ante una actuación negligente sino ante una omisión de deberes, tipificada por el Código Penal 
como delito. En efecto, en relación con los delitos de violación de deberes de los funcionarios, 
el Artículo 349 del CP dice: “Será castigado con reclusión de tres (3) a seis (6) años e 
inhabilitación especial por el doble del tiempo que dure la reclusión, el funcionario o empleado 
público que:  
1) Se niegue a dar el debido cumplimiento a órdenes, sentencias, providencias, resoluciones, 
acuerdos o decretos dictados por las autoridades judiciales o administrativas dentro de los 
límites de sus respectivas competencias y con las formalidades legales; 
3) Omita, rehúse o retarde algún acto que deba ejecutar de conformidad con los deberes de su 
cargo;  
4) Requerido por autoridad competente no preste la debida cooperación para la eficaz 
administración de la justicia o de otro servicio público. Cuando la falta de cooperación consista 
en no dar cumplimiento por malicia o por negligencia a una orden de captura dictada por 
autoridades competentes, la pena se aumentará en un tercio”. 
La negligencia actúa como agravante del no cumplimiento en caso de una orden de captura. Es 
difícil tipificar como agravante la negligencia, que en sí misma consiste en la omisión de un 
deber y que el CP tipifica como delito. La negligencia es faltar al deber sin dolo y 
premeditación, de forma culposa. 
Los que usurpen la autoridad de un funcionario de la Comisión Permanente de Contingencias 
(COPECO) o de un Oficial de Prevención del Sistema Nacional de Gestión de Riesgos 
(SINAGER); 
Respecto de esta otra tipificación como falta administrativa, el Código Penal ya regula los 
delitos de usurpación de funciones públicas y abuso de autoridad. El Artículo 292 del Código 
Penal establece: “Quien sin título o causa legítima ejerciere actos propios de una autoridad o 
funcionario atribuyéndose carácter oficial, será sancionado con dos a tres años de reclusión”. 
Por su parte, el Artículo 294 del CP establece: “Incurrirá en multa de diez mil (L.10,000.00) a 
cincuenta mil Lempiras (L.50,000.00): 
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2) El funcionario público que abusando de su cargo le atribuye a cualquier persona título, rango 
o nombre que no le pertenece;  
3) Quien use pública o indebidamente uniforme propio de un cargo público que no ejerza o 
insignias o condecoraciones que no le hayan sido otorgadas legalmente”. 
No vemos el sentido de tipificar de manera especial como falta administrativa la usurpación de 
funciones de los oficiales de prevención, cuando ya existe como delito referido a los 
funcionarios públicos en general.  
3) Las personas que acaten las disposiciones obligatorias parcialmente de manera displicente y 
aún cuando no pongan en peligro las personas, si lo hacen con animales, medios de vida de 
otros o del medio ambiente; y, 
La falta tipificada aquí es el “acatamiento parcial de manera displicente”, que además pone en 
peligro la vida de animales, medios de vida o el medio ambiente. Se pretende tipificar el riesgo 
de daño material, lo que es sumamente difícil de precisar. Como ya hemos expresado el riesgo 
es un concepto probabilístico, que escapa a la objetividad que debe presidir a todo el derecho 
sancionatorio, penal y administrativo.  
Otra imprecisión o vaguedad la añade el término “acatamiento parcial y displicente”, aplicable 
solamente en caso de obligaciones complejas que encierran una pluralidad de acciones, pero no 
en el caso de obligaciones simples, de hacer o no hacer, en donde el acatamiento parcial es 
imposible. ¿Qué deberíamos entender por “displicente”? El Diccionario de la Lengua española 
define el adjetivo displicente con dos sentidos: 1. Que desplace, desagrada y disgusta; 2. 
Desdeñoso, descontentadizo, desabrido o de mal humor. Es decir, estaríamos sancionando el 
cumplimiento no sólo parcial sino “de mala gana” de un deber, lo que deja un margen de 
apreciación subjetiva nada recomendable desde el punto de vista del principio de tipicidad que 
debe presidir todo el derecho sancionatorio. 
4) Las personas que actúan contraviniendo disposiciones temporales o permanentes destinadas a 
favorecer las condiciones de asistencia a los afectados y retrasen o impidan con ello las 
operaciones de rescate, primeros auxilios, evacuación o de asistencia humanitaria de los 
afectados. 
Se trata de tipificar como falta administrativa lo que ya es tipificado por el Código penal como 
delito. El Artículo 346 del Código Penal establece: “Quien desobedezca a una autoridad 
negándose abiertamente a dar el debido cumplimiento a sentencias, resoluciones u órdenes 
dictadas dentro de los límites de su competencia y revestidas de las formalidades legales, será 
penado con reclusión de uno (1) a tres (3) años.” 
La desobediencia también está tipificada como falta en el Código Penal en su Artículo 418 que 
establece: “Será sancionado con prisión de sesenta (60) a noventa (90) días y multa de 
ochocientos (L.800.00) a mil (L.1,000.00) Lempiras, quien: 
2) Falte al respeto y consideración debidos a una autoridad pública o deje de observar una 
providencia legalmente emitida por razones de justicia, seguridad pública, orden público o de 
higiene;  
3) Ofende o desobedece a los agentes de la autoridad cuando actúen en el ejercicio de sus 
funciones;  
4) No preste a la autoridad pública el auxilio que reclame en caso de delito, incendio, naufragio, 
accidente, inundación u otra calamidad, pudiendo hacerlo sin daño ni riesgo personal”.  
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Las personas que pudiendo hacer y teniendo las condiciones para hacerlo no actuaren 
solidariamente con los afectados o las autoridades aún cuando éstos se lo hayan solicitado. 
Ya hicimos referencia al deber de auxilio, colaboración y socorro a las autoridades públicas, 
tipificado como falta por el Código Penal en el Artículo 418, así como el deber de socorro a 
todas las personas, también tipificado como falta en el Artículo 399. 
Las anteriores consideraciones de faltas deben ser reglamentadas apropiadamente y se 
establecerán las multas correspondientes. 
Debemos entender que lo que podría reglamentarse no son los tipos sino las sanciones, de 
acuerdo con las circunstancias agravantes o atenuantes o la clasificación de las faltas como 
leves, graves o menos graves, atendiendo al dolo o la culpa y negligencia. El problema es que 
las multas o sanciones para estas conductas tipificadas como faltas administrativas no están 
definidas en la Ley, ni siquiera de forma general. Las sanciones a que se refiere el Artículo 36, 
que examinaremos a continuación, se refieren a las disposiciones obligatorias establecidas por el 
Consejo Directivo. 
Examinemos ahora otro tipo de faltas administrativas que, de manera dispersa, se encuentran en 
la Ley del SINAGER, que no están recogidas en el Artículo 37. Estas son las siguientes:  
a) El Artículo 30 de la Ley del SINAGER que dice: “Las denuncias que sean corroboradas y 
que contengan un incumplimiento total o parcial de una disposición de carácter obligatorio del 
SINAGER o de COPECO, tendrán como resultado una sanción administrativa y una multa, 
establecidas de acuerdo con el reglamento de esta Ley, indistintamente de otras acciones civiles 
o penales que la ley establezca”. El Artículo 33, por su parte, también establece que “Las faltas 
por incumplimiento a las disposiciones de carácter obligatorio formalizadas por el Consejo 
Directivo del SINAGER, y de ejecución por el Comisionado Nacional de COPECO, referidas 
en esta Ley y en el Reglamento de Multas y Sanciones, de acuerdo a la materia que trata la Ley, 
estarán sujetas a sanciones administrativas y multas, indistintamente de las responsabilidades 
sujetas en otras leyes de la República”. 
Aquí el aspecto clave se refiere a las “disposiciones de carácter obligatorio formalizadas por el 
Consejo Directivo del SINAGER y de ejecución por el Comisionado de COPECO”. Ya hemos 
visto que esta atribución al Consejo Directivo implica una deslegalización de materias 
reservadas por la Constitución a la Ley, relacionadas con la libertad y la propiedad. Este 
principio del Estado de Derecho se recoge en la Ley General de la Administración Pública, 
Artículo 8, Numerales 3 y 4 que dice: “Los órganos y entidades de la Administración Pública, 
no podrán: 3) Reconocer, declarar o limitar derechos de los particulares, si no tienen atribuidas 
por Ley tales potestades; y, 4) Ejecutar actos que disminuyan, restrinjan o tergiversen los 
derechos y garantías reconocidas por la Constitución de la República”. Ya hemos explicado 
también que la atribución por Ley de potestades para restringir derechos de libertad y propiedad 
no puede ser genérica, sino que debe ser específica. 
Está reconocido además en la Ley de Policía y de Convivencia Social, que en su Artículo 6 
expresa: “Ninguna disposición de esta Ley puede aplicarse analógicamente en perjuicio de la 
persona imputada ni aplicarse sanción alguna que no esté tipificada por ley dictada con 
anterioridad al hecho”. Este es un principio capital de la actividad de policía y de la actuación en 
su conjunto de la Administración del Estado. 
De esta manera podemos afirmar categóricamente que solamente las conductas tipificadas como 
faltas en la Ley pueden ser reglamentadas y que las facultades dadas por la Ley al Consejo 
Directivo para formalizar disposiciones de carácter obligatorio son inconstitucionales. 
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Además se habla de sanciones administrativas y multas como si se tratara de cosas diferentes, 
cuando la multa no es más que una especie, la más importante ciertamente pero una especie, del 
género que son las sanciones administrativas. 
b) El Artículo 52 establece que “Todos los miembros del SINAGER y en general todas las 
instituciones y organizaciones del país deberán tener dispuestos los recursos a su alcance para 
apoyar las tareas de atención a los evacuados o afectados. Por su seriedad y delicadeza, se 
prohíbe a cualquier grupo o individuo hacer uso de los bienes materiales o monetarios que done 
o disponga para hacerse publicidad o sacar provecho impropio. Las contravenciones a esta 
disposición serán sancionadas según lo establezca el reglamento de esta Ley”. 
Se trata de sancionar dos conductas diferentes, una que afecta a las instituciones y 
organizaciones del país y otra a los particulares. En primer lugar la falta de disposición de los 
recursos para atender emergencias por parte de las instituciones y organizaciones del país y que, 
de la forma en que está redactado, afecta a todas, es decir, no solamente las de carácter público 
sino también privadas. Se trata de un deber de planificación y disposición para atender 
emergencias.  
Un primer problema se refiere a la necesidad de contar primeramente con directrices claras para 
la elaboración de planes de emergencia, así como capacitación del personal encargado de 
elaborarlos. Un segundo aspecto tiene que ver con la validación de esos planes, es decir, la 
realización de simulaciones y simulacros y la debida actualización cada cierto tiempo. 
Sancionar de la noche a la mañana la ausencia de estos planes pareciera irreal, sobre todo si se 
toma en cuenta que la sanción sería aplicable también a las instituciones y organizaciones 
privadas, muchas de las cuales pueden dedicarse a actividades que no generan riesgos en 
absoluto o que no requieren planes de emergencia o contingencia. Por último está la dificultad 
de supervisar el cumplimiento con esta disposición, es decir, evaluar el grado de “disposición de 
los recursos”, no solamente la existencia de los planes de emergencia o contingencia sino 
también si nivel de apropiación y puesta en práctica a la hora de una emergencia real.  
El Reglamento podría modular la obligación establecida en la Ley, empezando con las 
instituciones públicas y limitando las privadas a centros de trabajo con  un número determinado 
de personas. La Ley de Policía, por ejemplo, establece en su Artículo 152 que el “Departamento 
Municipal de Justicia ordenará la construcción de obras a costa del propietario sin perjuicio de 
la multa que tuviere lugar: 4) A los propietarios de edificios que no coloquen avisos de salida o 
emergencias o gráficos que faciliten la evacuación y a quien no habilite lugares de evacuación y 
extintores”. Habría que revisar qué disponen ya, por otra parte, las normas de higiene y 
seguridad laboral emitidas por el Ministerio del Trabajo, de obligatorio cumplimiento por los 
centros de trabajo.  
Otro problema es que la Ley deja la determinación de la sanción completamente en manos del 
Reglamento, lo que transgrede el principio de legalidad doble, al que debe ceñirse tanto el delito 
o la falta como la pena o sanción administrativa. 
Por último, está el problema no menos importante de determinar si es posible derivar sanciones 
administrativas contra un ente público, es decir, parte de la misma Administración del Estado. 
Lo que existe en las relaciones entre órganos de la administración, es un sistema regido por los 
principios de competencia y jerarquía, que anula los actos que los contravienen. Por otra parte, 
existe también un sistema disciplinario, aplicable a los funcionarios y no a los órganos. Así, el 
Artículo 8 de la Ley General de la Administración Pública establece que los órganos y entidades 
de la Administración pública no podrán: “1) Vulnerar, mediante actos de carácter general o 
particular, las disposiciones dictadas por un órgano de grado superior; 2) Dictar providencias o 
resoluciones que desconozcan lo que el mismo órgano o entidad haya dispuesto mediante actos 
de carácter general”. En la cúspide de la jerarquía está el Presidente de la República, a cargo de 
“la suprema dirección y coordinación de la Administración Pública centralizada y 
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descentralizada”, como establece el Artículo 11 de la LGAP. Para resolver las cuestiones de 
competencia entre las Secretarías de Estado tiene atribuciones el Consejo de Ministros (Artículo 
22, Numeral 6). Las Secretarías de Estado, según el Artículo 22 de la LGAP, tienen igual rango 
y “entre ellas no habrá preeminencia alguna”, aunque existe un orden de precedencia, que 
evidentemente no implica preeminencia. Son atribuciones y deberes comunes a los Secretarios 
de Estado, de conformidad con el Artículo 36 de la LGAP, “2) Cumplir y hacer cumplir lo 
prescrito en la Constitución de la república, las leyes y los reglamentos generales y especiales y 
las órdenes que legalmente les imparta el Presidente de la república, a quien deberán dar cuenta 
de su actuación”. Otra de las atribuciones de los Secretario s de Estado es la de “ejercer la 
superior administración, dirección, inspección y resguardo de los bienes muebles e inmuebles y 
valores asignados a la Secretaría de Estado”, algo que está directamente relacionado con los 
planes de contingencia y emergencia, destinados no solamente a apoyar a otras instituciones y 
proteger a los particulares sino también a proteger los bienes propios de la Secretaría.  
Existe un deber general de colaboración entre las dependencias de la Administración, que están 
obligadas a responder dentro de los límites de sus atribuciones (Art. 36, Numeral 24). 
Por último, existe lo que se conoce como potestad disciplinaria, que la Administración ejerce 
sobre los agentes integrados en su organización. Las sanciones disciplinarias recaen sobre los 
funcionarios y no sobre las instituciones y se diferencian de las sanciones administrativas que 
recaen sobre los administrados o particulares en que aquéllas no están sujetas al principio non 
bis in idem, es decir, son compatibles con las penas judiciales. Más adelante explicaremos la 
trascendencia de este principio para el objeto de nuestro análisis. 
El régimen disciplinario de los funcionarios se encuentra regulado en Honduras por la Ley de 
Servicio Civil y su Reglamento (Acuerdo Ejecutivo Número A-018-2009), cuyo Capítulo XIV, 
Artículos 157 a 186, regula las medidas disciplinarias y el régimen de despido.  
En conclusión, no cabe imponer sanciones administrativas a un órgano del Estado por otro 
órgano del Estado. 
En cuanto al segundo tipo de conducta tipificada, la prohibición “a cualquier grupo o individuo 
(de) hacer uso de los bienes materiales o monetarios que done o disponga para hacerse 
publicidad o sacar provecho impropio”, habría que sopesar con mayor profundidad si se trata de 
lo más acertado como política para lograr el apoyo de la iniciativa privada a las actividades de 
atención en casos de desastre. Como en el caso anterior, tampoco se tipifica la sanción.   
c) Artículo 52, en su última parte, establece que “El Comisionado de COPECO o sus 
representantes autorizados, en momentos de alerta o emergencia hará saber a cualquier persona 
o grupo el entorpecimiento de las labores vitales de protección que pudiere estar sufriendo 
cualquier miembro del SINAGER, y si no se obedece, estará autorizado para proceder 
ordenando a la autoridad respectiva para que controle dicha situación y establecerá las sanciones 
administrativas y multas a los ofensores. El Reglamento de Ley establecerá los montos y las 
calidades de las sanciones que se interpongan”.  
A esta disposición son aplicables los comentarios hechos al Numeral 4 del Artículo 37 de la Ley 
del SINAGER, relacionados con el delito y la falta de desobediencia ya regulados en el Código 
Penal.  
 
Además, el Artículo 24 de la Ley de Policía y Convivencia Social, da a la Policía “en casos de 
emergencia, desastre o calamidad grave, perturbación del orden, declarados por el Poder 
Ejecutivo o autoridad competente” la posibilidad de tomar una serie de medidas en coordinación 
con la Municipalidad, “para conjurar la calamidad o remediar las consecuencias do evitar un 
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mal mayor”. Entre esas medidas están las de “2) Ordenar la construcción de obras y la 
realización de tareas indispensables para impedir, disminuir o detener los daños ocasionados o 
que puedan ocasionarse”; “7) Mantener el orden y colaborar en el aprovisionamiento y 
distribución de víveres, medicinas y otros servicios humanitarios y de emergencia, así como 
médicos, clínicos y hospitalarios”; “9) Organizar campamentos para la población que carezca de 
techo en coordinación con los organismos de socorro”; “10) Cooperar con las disposiciones de 
organismos de contingencia, y recomendar las acciones pertinentes en materia de seguridad, 
protección y salubridad; y 11) Cualquiera otra que sea necesaria para preservar la vida y 
seguridad de las personas, el orden público y la convivencia social pacífica”. 
Entre las contravenciones generales reguladas por la Ley de Policía está la de irrespetar, 
amenazar o provocar a los funcionarios de policía en el desempeño de sus funciones (Artículo 
142, Numeral 10). 
Existiendo todas estas disposiciones no vemos mucho sentido añadir sanciones administrativas, 
sobre todo en situaciones donde la policía está autorizada claramente para actuar por la fuerza e 
imponer las medidas necesarias para preservar el orden y la seguridad de las personas. 
d) El Artículo 15 se refiere a la obligatoriedad de la participación en los órganos e instancias de 
coordinación, nacionales y territoriales, de las instituciones públicas y privadas en el Consejo 
Directivo, Comisiones y Mesas de trabajo, agregando que “La falta de participación, de manera 
parcial o total, generará las responsabilidades señaladas en la presente ley y su Reglamento.”  
Respecto de la falta de participación en el Consejo Directivo y otros órganos del Sistema, es 
importante tomar en cuenta lo que establece el Artículo 59 de la Ley General de Administración 
Pública, respecto de los representantes del sector privado en las Juntas Directivas de las 
instituciones autónomas. Dispone esta Artículo que “Serán sustituidos definitivamente por sus 
respectivos suplentes, los miembros propietarios de las Juntas Directivas, representantes del 
sector privado que dejaren de concurrir por tres veces consecutivas, sin causa justificada, a las 
reuniones de Junta Directiva. Cuando los suplentes se ausenten en las mismas circunstancias 
señaladas en el párrafo anterior, vacarán en sus cargos y el Presidente de la Junta Directiva 
comunicará a la organización u organizaciones respectivas que acrediten nuevos 
representantes”. Difícilmente se podrá sancionar a un particular por no asistir a las reuniones de 
un órgano público; el único remedio práctico es el establecido en el Artículo 59 de la LGAP ya 
citado, es decir, su sustitución.  
En cuanto a los representantes de instituciones públicas, ya hemos visto que no cabe establecer 
sanciones a las instituciones y, por el principio de no preeminencia, no cabe que una institución 
imponga sanciones disciplinarias a funcionarios de otra. Lo que procede es una solicitud de 
colaboración, en el sentido de que la institución representada garantice la participación de su 
representante en la Junta o Consejo Directivo. Será la institución representada la encargada de 
aplicar la sanción disciplinaria, de conformidad con la Ley de Servicio Civil y su Reglamento.  
b. 2. Sanciones administrativas tipificadas por la Ley del SINAGER. 
Examinemos ahora las sanciones, descritas en el Artículo 36 de la Ley del SINAGER.  
“El incumplimiento de las disposiciones obligatorias establecidas por el Consejo Directivo del 
Sistema Nacional de Gestión de Riesgos (SINAGER) y debidamente documentadas por los 
Oficiales de Prevención de las instituciones miembros del Sistema Nacional de Gestión de 
Riesgos (SINAGER), podrán ser sancionados de la forma siguiente: 
El problema que se presenta en este  encabezado del Artículo 36 es que las sanciones que regula 
a continuación se refieren al incumplimiento de las disposiciones obligatorias establecidas por 
el Consejo Directivo del SINAGER. Ya hemos visto como estas facultades legislativas 
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contrarían la reserva de ley que en materia de derechos de libertad y propiedad establece la 
Constitución política. Al restringirse la aplicación de las sanciones descritas al incumplimiento 
de este tipo de disposiciones, el resto de conductas tipificadas como faltas administrativas 
quedan sin sanciones.  
1) Por un llamado de atención al infractor que obliga a cumplir con la disposición en un término 
perentorio;  
Esta sanción pareciera ser lo que se conoce como amonestación. La amonestación está regulada 
como sanción en la Ley de Policía y de Convivencia Social, cuyo Artículo 128 la prevé en sus 
formas escrita y verbal y cuyo Artículo 129 la conceptúa como aquella que “se efectúa de modo 
que el infractor recapacite sobre la falta cometida y acepte la conveniencia de no reincidir en 
ella”. En este Artículo se prevé también que la amonestación pueda ser pública y privada. 
Cabe hacer notar que el objeto o finalidad de la amonestación no es obligar “a cumplir con la 
disposición en término perentorio”, como expresa el Numeral 1) de este Artículo, sino evitar o 
prevenir la reincidencia en la falta ya cometida. Aquí se confunde la amonestación con la orden, 
que sí es un llamado a hacer o dejar de hacer algo, en base a un deber establecido por Ley. La 
orden NO es una sanción; por el contrario, la sanción es una consecuencia del no cumplimiento 
con la orden.  
2) Por la obligación de suspensión inmediata de la obra u acción, hasta tanto no exista 
constancia y compromiso del cumplimiento de las disposiciones establecidas; 
La suspensión de obra está prevista también como sanción en el Artículo 137 de la Ley de 
Policía y Convivencia Social. Esta, dice el Artículo, “se prolongará hasta cuando se acredite que 
han cesado las causas que las motivaron, la demolición, construcción o reparación de obras, se 
efectuarán dentro del plazo fijado en la orden. En caso de incumplimiento, la demolición, 
construcción o reparación se efectuará por empleados municipales a costa del infractor. Si este 
no pagara se demandará el reembolso por la via ejecutiva una vez agotado el proceso de 
apremio”. 
Es difícil saber qué quiso decirse con suspensión de acción. Podríamos entender que se trata de 
la realización de actividades que requieren autorización o el cumplimiento de ciertos requisitos. 
En estos casos, las sanciones previstas por la Ley de Policía son las de cierre del establecimiento 
(Artículo 134) y suspensión temporal de permiso o licencia (Artículo 135). 
3) Una multa que puede comprenderse entre medio y mil salarios mínimos urbanos, que debe 
ser cancelada en un tiempo perentorio en la Tesorería Nacional de la República; y  
La multa, como ya hemos dicho, es la sanción administrativa más común. El problema que 
presenta esta disposición es que la conducta que generaría la multa no está tipificada sino de 
forma genérica, como “disposiciones de obligatorio cumplimiento” a ser formalizadas en un 
futuro por el Consejo Directivo, lo que atenta contra el principio de legalidad y el principio de 
reserva de ley constitucional. 
4) Con la reparación parcial o total del daño a los terceros afectados. 
Habría que diferenciar, respecto del problema de la responsabilidad civil por los daños y 
perjuicios derivados de la infracción, entre los daños y perjuicios ocasionados a la 
Administración misma y los daños y perjuicios ocasionados a terceros. 
En cuanto a lo primero, generalmente se admite la competencia de la Administración para 
imponer al infractor y concretar el deber de reparación. Lo que sucede es que generalmente esta 
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reparación se incluye en la multa o bien se manda a determinarla por medio de procedimiento 
ulterior. 
Problema diferente es el de los daños y perjuicios ocasionados a terceros y derivados de la 
infracción, lo cual es fundamentalmente una cuestión entre privados, propia de un litigio civil, 
que corresponde dirimir ante la jurisdicción civil.  
La Ley de Policía y de Convivencia Social, en su Artículo 141, contempla como sanción los 
daños y perjuicios en materia de policía, que “serán aquellos que se causan a terceros y de poca 
monta tales como: rotura de cristales, lámparas, láminas de techo, repintar paredes rayadas y 
otros similares”. Pero estos no son daños y perjuicios derivados de una infracción sino infligidos 
directamente por una persona a otra, es decir, delitos o faltas propiamente dichos. Por ejemplo, 
el delito de daños, regulado en el Artículo 254 del Código Penal establece que “se impondrá 
reclusión de tres (3) a cinco (5) años a quien destruya, inutilice, haga desaparecer o de cualquier 
modo, deteriore cosas muebles o inmuebles o animales de ajena pertenencia, siempre que el 
hecho no constituya un delito de los previstos en el capítulo siguiente”. Así mismo, el Artículo 
400 del CP, relativo a las faltas contra la propiedad, establece que “Será sancionado con prisión 
de treinta a noventa días: 7) Quien destruyere, menoscabare o perjudicare una cosa ajena 
causándole daño que no exceda de diez lempiras”. Igualmente, el Artículo 401: “Será 
sancionado con prisión de uno a veinte días: 8) Quien destruyere o destrozare choza, albergue, 
setos, cercas, vallados u otros defensas de las propiedades, si el hecho no mereciere mayor 
pena”. Se trata del delito o falta propios de daños a la propiedad ajena.  
Lo que no tiene sentido es regular la indemnización por daños y perjuicios a terceros derivados 
de la infracción, materia en la que la Administración no entra y que queda en manos de los 
particulares, el supuesto o real infractor y el tercero lesionado en su propiedad, y que dirime no 
la Administración sino la jurisdicción civil. 
Las sanciones pueden interponerse en conjunto o individualmente.  La reincidencia en la misma 
falta dará lugar a la calificación del delito de desobediencia. 
Aquí se confunde lo que es la reincidencia, una agravante, y la desobediencia, un delito o falta. 
La reincidencia no lleva necesariamente a la desobediencia; pero la desobediencia reiterada si 
constituye una reincidencia, que agrava la pena o sanción. Véase lo que ya dijimos en relación a 
la desobediencia.  
Las Faltas en materia de Gestión de Riesgos prescriben después de cinco (5)  años de realizada 
la acción que genera riesgo, o menos que los Oficiales de Prevención determinen que el riesgo 
que generan se encuentre latente.  Lo anterior debe determinarse mediante peritaje a costa del 
infractor, sea persona natural o jurídica. 
Todo lo relacionado con las responsabilidades establecidas en esta Ley, será regulado en su 
Reglamento. 
El problema fundamental de esta disposición tiene que ver con la tipificación de la “acción que 
genera riesgo”. Debe haber una objetivación, de manera que se cumpla con la exigencia de 
seguridad jurídica y los principios de legalidad y tipicidad. La descripción de la conducta que se 
considera falta administrativa, como en el caso de los delitos y faltas penales, debe ser precisa y 
objetiva o consistir en un hecho perfectamente determinable: por ejemplo, construir sin la 
debida autorización o infringiendo los reglamentos de construcción. En teoría, cualquier acción 
podría generar un riesgo: precisar los niveles de riesgo exige una operación de tipo 
probabilístico, que generalmente lleva a la prescripción de ciertas fórmulas o normativas que 
deben ser cumplidas, por ejemplo en el campo de la construcción de viviendas y de la 
regulación de los drenajes y escorrentías. Pero muchas de estas materias ya se encuentran 
ordenadas en reglamentaciones especializadas y no es del caso que la Ley del SINAGER venga 
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ahora a imponer otra sanción por la misma infracción, como veremos en la próxima Sección al 
hablar del principio non bis in idem. 
Por si fuera poco, la prescripción se interrumpe si el riesgo generado persiste, con lo que se 
confunde la acción o causa con la consecuencia o riesgo.  No se explica cómo, por el simple 
paso del tiempo podría desaparecer el riesgo generado y con ello consumarse la prescripción.  
Tampoco dice nada la ley respecto de la prescripción de las sanciones ya impuestas, cosa 
diferente. Tampoco dice nada la Ley respecto de la interrupción de los plazos de prescripción, 
que por regla general se produce por la iniciación de los procedimientos de investigación de 
oficio o por denuncia con conocimiento del interesado (en el caso de la infracción) y por 
iniciación del procedimiento de ejecución de la sanción también con conocimiento del 
sancionado (en el caso de la sanción). 
b. 3. Incompatibilidad y principio non bis in idem.  
Originalmente se consideraba que el ordenamiento administrativo y el penal eran diferentes y 
que por tanto las sanciones administrativas eran compatibles e independientes respecto a las 
penales, frente a unos mismos hechos. En la actualidad en el derecho administrativo moderno 
rige el principio contrario non bis in idem, es decir, que no cabe repetir la sanción sobre una 
misma infracción. La excepción son las sanciones disciplinarias, que ya hemos mencionado, 
derivadas de la relación especial existente entre la administración y el funcionario. 
A este principio se añade el de la primacía del juez penal sobre la autoridad administrativa, 
según el viejo principio le criminel tient le civil en état.   
Se nos plantea entonces la utilidad de la mayor parte de las faltas tipificadas en la Ley del 
SINAGER como administrativas, si ya están tipificadas como faltas penales en el Código penal 
o como faltas de policía en la Ley de Policía y de Convivencia Social. 
A este problema eminentemente jurídico debemos sumar uno de carácter práctico, relacionado 
con las dificultades de organizar una policía administrativa especialmente dedicada a perseguir 
estas faltas, a través supuestamente de la creación, organización y capacitación de un cuerpo de 
oficiales de prevención que ordena la Ley del SINAGER, así como los problemas derivados del 
control y supervisión de estos agentes u oficiales. Se requiere una discusión a fondo sobre la 
conveniencia de seguir este curso de acción o política, como lo más conveniente para el 
desarrollo de la gestión del riesgo en Honduras, en el presente estadio de desarrollo histórico de 
la temática.   
Como conclusión, se recomendó que “en vista de las incoherencias y el alto riesgo de 
inconstitucionalidad de las facultades legislativas (deslegalización) otorgadas por la Ley del 
SINAGER al Consejo Directivo, así como de las deficiencias del sistema sancionatorio, 
íntimamente ligado al incumplimiento con las disposiciones reglamentarias que a futuro pueda 
emitir el Consejo Directivo… no desarrollar estos aspectos en el Reglamento General de la 
Ley”. Y en efecto, estas materias fueron obviadas en el Reglamento de la Ley del SINAGER, 
finalmente aprobado, contenido en el Acuerdo Ejecutivo Número 032-2010. 
Se advertía, por último, que los aspectos más problemáticos de la Ley del SINAGER eran los 
que tenían que ver con posibles afectaciones a los particulares y, por ende, eran  los que más 
expuestos estaban a ser recurridos por la vía del amparo o la inconstitucionalidad de la ley y que 
“la intromisión de recursos de este tipo pondría en entredicho la Ley y sería un golpe para al 
nuevo Sistema”. 2  
                                                 
2 Idem, página 75. 
 25 
Es importante traer aquí y destacar algunas de las más importantes recomendaciones contenidas 
en la parte conclusiva de este análisis pormenorizado de las faltas y sanciones y de las funciones 
de los Oficiales de Prevención contenidas en la Ley del SINAGER. Estas son: 
“1) Debemos rechazar, por inconstitucional, la posibilidad de que el Consejo Directivo del 
SINAGER o COPECO puedan legislar, aprobando o formalizando disposiciones de 
cumplimiento obligatorio en materia de riesgo, que restringen o limitan los derechos de 
libertad y propiedad consagrados en la Constitución y reservados expresamente a la Ley”. 
 
“2) Ninguna de las funciones asignadas por la Ley del SINAGER a los Oficiales de Prevención 
relacionadas con la aplicación y sanción de estas disposiciones de cumplimiento obligatorio 
pueden ser desarrolladas reglamentariamente, pues estarían desarrollando funciones 
relacionadas con disposiciones inconstitucionales”. 
“3) El sistema sancionatorio contenido en la Ley es sumamente defectuoso y redundante. A los 
defectos e imprecisiones, que vulneran principios fundamentales del derecho penal y 
sancionatorio, debemos añadir el hecho de que no añaden nada a lo ya previsto y sancionado 
por la Ley de Policía y el Código Penal, que señalan sanciones y penas suficientemente 
estrictas”. 
“4) Es importante reglamentar las funciones de los oficiales de Prevención, dejando a un lado 
lo relacionado con las faltas administrativas y sanciones, es decir, las funciones de policía que 
les asigna la ley”.  
“5) Se debe trabajar en una reforma de la Ley del SINAGER, que elimine los errores y 
deficiencias señaladas. Esa reforma podría también terminar de integrar la COPECO en el 
SINAGER y revisar las disposiciones aún vigentes de la vieja Ley de Contingencias”.3   
Una reforma a la Ley del SINAGER, o una nueva Ley, no sólo debería resolver los problemas 
formales y materiales señalados, sino también la dualidad de textos legales actualmente 
existente: uno, el Decreto 9-90-E, que regula a la COPECO; y otro, el Decreto 151-2009, que 
regula al SINAGER. Ambos se refieren a la misma materia, englobada en el moderno concepto 
de gestión de riesgo y, en consecuencia, desde un punto de vista técnico metodológico, deberían 
estar fusionados en un solo texto jurídico. Razones de fondo abonan también la necesidad de 
integrar la organización y funciones propias de la COPECO, vinculadas principalmente a la 
respuesta frente a contingencias provocadas por fenómenos naturales, a la visión más amplia y 
actualizada que pretende desarrollar la Ley del SINAGER, con un énfasis en los aspectos 
relativos a la prevención, la mitigación y la recuperación temprana. 
Una reforma de la Ley del SINAGER debería ser aprovechada también para desarrollar con 
mayor claridad el instrumento fundamental de la evaluación de riesgo, así como las funciones 
de los oficiales de prevención. Por último, podría ser una oportunidad para revisar la 
composición de los órganos o instancias de coordinación, excesivamente cargadas de 
representantes no gubernamentales, así como para revisar la necesidad de capítulos que, como el 
dedicado a la aplicación de los principios, añaden poco a la normativa y, por el contrario, 
contribuyen a generar confusión en la ley. 
Estos antecedentes constituyen un riguroso análisis de la Ley del SINAGER, que proporciona 
una sólida base para justificar y recomendar su reforma. Sin ánimo de ser repetitivos, y con un 
fin esencialmente didáctico, resumimos a continuación las tres categorías de problemas 
                                                 
3 Informe Final Consultoría “Marco Legal e Institucional de los Reasentamientos en Honduras y 
Propuesta Marco de Políticas”. Anexo Seis. Cuarto Informe, “Análisis de la Ley del SINAGER sobre 
faltas y sanciones administrativas y funciones de los Oficiales de Prevención y su reglamentación”, 
Conclusiones, Página 31.   
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principales que presenta la Ley en cuestión. Por último, señalaremos los principales  aspectos 
ausentes en la Ley y que podrían ser llenados con ocasión de una reforma a la misma.  
 
Facultades normativas reglamentarias que se otorgan al Consejo Directivo en 
materia de Gestión de Riesgos 
 
El primer problema que se nos presenta tras un análisis es saber exactamente a qué se refiere la 
Ley del SINAGER cuando utiliza el término “disposiciones de cumplimiento obligatorio”. Las 
referencias a este concepto son abundantes y no siempre está clara su naturaleza y alcance, las 
cuales varían de manera constante. En el Anexo II del Informe Final de la Consultoría 
“Elaboración de documento de análisis y de borrador de Reglamento del SINAGER”, hay un 
sub Anexo titulado “REFERENCIAS AL CONTENIDO DE LAS DISPOSICIONES 
OBLIGATORIAS EN LA LEY DEL SINAGER”.4 Del análisis de esas referencias podemos 
concluir que con esa expresión la Ley del SINAGER se refiere a normas reglamentarias en 
materia de gestión del riesgo, es decir, a imposición de deberes permanentes, que afectan la 
libertad y propiedad de los particulares. De esta manera, la Ley del SINAGER pretende dotar al 
Consejo Directivo de unas facultades reglamentarias y, por la materia de que se trata, cuasi 
legislativas, que están reñidas con los principios y reservas de ley establecidos en la 
Constitución de la República de Honduras. 
Existen las reservas de ley establecidas en la Constitución en materia de libertad y propiedad, 
contenidas en el Artículo 69 : “La libertad personal es inviolable y sólo con arreglo a las leyes 
podrá ser restringida o suspendida temporalmente”, así como en el Artículo 103: “El Estado 
reconoce, fomenta y garantiza la existencia de la propiedad privada en su más amplio concepto 
de función social y sin más limitaciones que aquellas que por motivos de necesidad o de interés 
público establezca la Ley”). Las limitaciones a la libertad y la propiedad solamente pueden ser 
impuestas por ley y las delegaciones al Reglamento que haga la Ley en estas materias no pueden 
ser genéricas, sino que deben ser específicas. De lo contrario estaríamos ante un proceso de 
“deslegalización”, violatorio de la Constitución.  
Por otra parte, el concepto de “gestión de riesgo” es lo suficientemente amplio e impreciso 
como para abarcar múltiples modalidades de restricción a la libertad y la propiedad. Un último 
aspecto tiene que ver con la estructura misma del Consejo Directivo que, de estar realmente 
dotado de facultades reglamentarias en materia de riesgos, pasaría a constituirse en una especie 
de super Secretaría de Estado, que invadiría múltiples áreas y funciones de otras Secretarías. 
Una super Secretaría o super ministerio, integrado no sólo por Secretarios de Estado sino por 
representantes de la sociedad civil, con capacidad para imponer deberes no sólo a los 
particulares sino también a otras entidades descentralizadas como es el caso de los Municipios. 
Perdería de esta manera el carácter sistémico que la misma Ley pretende dar a su máximo 
órgano de coordinación, con capacidad para invadir y sustituir las competencias asignadas a los 
órganos del Estado cuando éstas se relacionen con los riesgos de desastre, materia que, como 
sabemos, atraviesa transversalmente todas las funciones del Estado.  
Pareciera, por tanto, que la Ley pierde de vista la naturaleza propia de todo sistema, que es 
eminentemente coordinatoria. Cuando un sistema va más allá de la coordinación se corre el 
riesgo de estar creando una estructura paralela al Estado o una supra entidad que chocará con las 
atribuciones dadas por otras leyes a las entidades y órganos con que normalmente opera el 
Estado, generando múltiples conflictos de competencia y jurisdicción.    
                                                 
4 Página 76 del citado Informe Final. 
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Cabría pensar que con el término de “disposiciones de cumplimiento obligatorio” la Ley se 
refiera a órdenes, pero existen referencias que hablan de disposiciones permanentes, cuando la 
orden es temporal y se agota con su cumplimiento. Por otra parte, no tiene sentido que esas 
órdenes sean emitidas por el Consejo Directivo y no por los órganos de la Administración 
especializados, autorizados por la Ley, como seria por ejemplo el caso de una orden en materia 
de mantenimiento del orden público, que le correspondería emitir a la Secretaría de 
Gobernación o a la Policía, o en materia de construcción, que le correspondería a la Secretaría 
de Obras Públicas, Transporte y Vivienda. 
Por último, cabría entender que lo que hace la Ley es dar al Consejo Directivo una potestad 
fiscalizadora, respecto de “disposiciones de obligatorio cumplimiento” existentes en otras leyes. 
En este caso, sería altamente cuestionable la centralización en un solo órgano de esa facultad 
fiscalizadora, en una materia como la gestión de riesgo tan amplia y que abarca diferentes 
disciplinas y especialidades. Por último, representaría esta función fiscalizadora una ingerencia 
en áreas de competencia dadas por las leyes especiales bien a determinada Secretaría bien a los 
Gobiernos locales, lo que sería una interminable fuente de conflictos.  
En todo caso, la única posibilidad aceptable para la validez desde un punto de vista jurídico del 
concepto de “disposiciones de cumplimiento obligatorio” es interpretar que la Ley se refiere con 
ello a un conjunto de medidas u órdenes que para una situación determinada acuerdan tomar de 
manera coordinada diferentes Secretarías, cada una en el ejercicio de su propia jurisdicción y 
competencias y en aplicación de su marco legal correspondiente. Pero, en todo caso, esta 
interpretación posible y jurídicamente aceptable habría que precisarla y aclararla en una reforma 
a la Ley. 
Los oficiales de prevención como policía especializada en materia de riesgos. 
 
En vista de los problemas derivados de otorgar al Consejo Directivo facultades prácticamente 
legislativas en materia de riesgos, las funciones que la Ley del SINAGER asigna a los Oficiales 
de Prevención relacionadas con aplicación de sanciones por infracción de disposiciones 
obligatorias creadas por el Consejo Directivo del SINAGER o COPECO no pudieron ser 
desarrolladas, pues partirían de preceptos inconstitucionales. 
 
COPECO, a través de los oficiales de prevención, puede recibir y canalizar denuncias de 
infracciones de normativas especiales o de policía relacionadas con los riesgos. Esas denuncias 
en todo caso deberían ser canalizadas y dirigidas a la Policía Nacional o al Departamento 
Municipal de Justicia, de acuerdo con las competencias que les asigna la Ley de Policía, o a la 
Secretaría de Recursos Naturales y Ambiente si se trata de delitos contra el medio ambiente, etc.  
 
Pensamos que tampoco es función de los oficiales de prevención “sustanciar técnica y 
documentadamente los casos de responsabilidades civiles y penales”. Esta es función de la 
autoridad competente y con jurisdicción, es decir, el Juez de Policía, el Juez Civil o el Juez 
Penal, quienes son los responsables de instruir el caso, con el auxilio policial correspondiente. 
 
Los Oficiales de Prevención no deberían ejercer funciones de policía; esto es un error grave, que 
complicaría enormemente las funciones de la Policía Nacional y de la Policía Municipal. Lo 
único en que los Oficiales de Prevención podrían auxiliar es en la elaboración de dictámenes 
técnicos científicos, para ayudar a determinar si el particular cumple o no con determinada 
normativa. 
 
Es importante que todas las instituciones públicas cuenten con un Oficial de Prevención, pero su 
función no debería estar centrada en el conocimiento y sustanciación de las faltas. Esto implica 
la creación de una jurisdicción especial, que centraliza y complica innecesariamente las cosas.  
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Otros aspectos 
  
Una reforma de la Ley del SINAGER debería ser aprovechada para mejorar otros aspectos que 
aparecen mencionados pero están insuficientemente regulados. Nos referimos concretamente a 
la evaluación de riesgos y a las funciones institucionales y sectoriales de los oficiales de 
prevención, que no están suficientemente desarrolladas. 
 
Existen otros aspectos que complican innecesariamente el Sistema Nacional de Gestión de 
Riesgos. Uno de ellos tiene que ver con la excesiva cantidad de representantes no 
gubernamentales en sus órganos o instancias, dejando muchas veces a los representantes del 
Estado en minoría, a pesar que el mayor peso de la responsabilidad en el manejo del riesgo 
recae en ellos. Es importante la participación de la sociedad civil y, en general, de la ciudadanía. 
Las instancias más apropiadas para lograr esta participación efectiva y necesaria son las 
comunitarias y local municipales. En el nivel nacional no pareciera de mucha utilidad contar 
con tantos representantes no gubernamentales y, muy al contrario, podrían complicar 
innecesariamente la toma de decisiones, sobre todo en situaciones de emergencia. Una revisión 
general de los órganos o instancias del Sistema y su composición o integración es 
recomendable, con vistas a su simplificación, preservando el principio de participación 
ciudadana en los niveles adecuados. 
 
Existen también un conjunto de disposiciones en la Ley cuya necesidad puede ponerse en duda 
y que únicamente añaden confusión y complejidad innecesaria. Nos referimos a las normas 
contenidas en el Capítulo V, “De la aplicación de los principios”, los cuales se supone deberían 
aplicarse en todo el texto de la Ley y orientar todas y cada una de sus disposiciones, de manera 
de garantizar la coherencia interna de la Ley. Los principios sirven, así mismo, para el 
desarrollo subsecuente de la Ley a través de los reglamentos y, por último, para la interpretación 
adecuada de aquellas disposiciones oscuras o para dar respuesta a situaciones no previstas en la 
Ley, es decir, para llenar las llamadas “lagunas del derecho”. No vemos ninguna utilidad de este 
Capítulo, del cual podría prescindirse. 
 
Otro aspecto que podría mejorarse es el relativo al Fondo Nacional de Prevención y Respuesta 
(FONAPRE) y todo aquello relacionado con garantizar financieramente el funcionamiento del 
SINAGER, ampliando las fuentes y mecanismos para ello. El Fondo Nacional para la 
Prevención y Respuesta a Emergencias (FONAPRE) fue estructurado con objetivos demasiado 
amplios (rehabilitación y reconstrucción de líneas vitales, agua y saneamiento, etc.) y dando 
además acceso a muchas instituciones que cuentan con su propio presupuesto. La asignación 
presupuestaria anual exigida por la actual Ley del SINAGER es de sólo 10 millones de 
lempiras, es decir, unos US$50,000.00 (Cincuenta Mil dólares), lo que a todas luces es 
insuficiente. También está la necesidad de obligar a todas las instituciones del Estado a 
presupuestar las emergencias y la prevención. 
 
En términos generales, debería buscarse a través de la reforma, contar con una Ley sencilla y 
clara, que garantice la coordinación de las instituciones del Estado y las organizaciones sociales 
en la gestión del riesgo ante desastres, dejando a los reglamentos, el general y los especiales, el 
desarrollo más detallado de aquellos aspectos que lo requieran y que puedan estar  más sujetos a 
mudanza.  
 
A continuación, de manera sucinta, el listado de materias nuevas que deberían estar normadas 
en la Ley del SINAGER, al menos en sus aspectos medulares, dejando para el Reglamento su 
regulación pormenorizada:  
 
– La evaluación de riesgo 
– Funciones de los oficiales de prevención 
– Obligaciones de los miembros del SINAGER 
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– Reasentamiento de poblaciones vulnerables en caso de declaratoria de alto 
riesgo no mitigable 
– Recuperación temprana 
– Mejoramiento de las fuentes de financiamiento del SINAGER 
– Elementos del Plan Nacional de Gestión de Riesgo 
– Reconocimiento del CEPREDENAC y creación de la Comisión Nacional 
Necesidad de contar con una sola Ley sobre gestión de riesgo de desastres. 
 
Por último, y no menos importante, está la necesidad de contar con un solo texto legal, que 
integre las disposiciones que quedaron vigentes del Decreto 9-90 E que creó la Comisión 
Permanente de Contingencias (COPECO). El abordaje de este aspecto requiere una revisión de 
la actual estructura institucional del SINAGER, soportada en la fusión de la COPECO y la 
Secretaría Ejecutiva del SINAGER. 
De conformidad con Ley del SINAGER vigente, la COPECO realiza las funciones de Secretaría 
Ejecutiva del Sistema y el Consejo Directivo del SINAGER realiza las funciones de la 
Comisión; esta fue la solución encontrada para no desaparecer a la COPECO. Se trata de una 
estructura confusa, muy poco funcional y por su bajo rango con dificultades para coordinar a las 
Secretarías de Estado. 
Es importante destacar que la subsistencia de la COPECO, durante los años que lleva de 
vigencia la Ley del SINAGER, no ha contribuido a desarrollar e interiorizar institucionalmente 
el enfoque sistémico, intersectorial e interdisciplinario en las funciones de preparación y 
respuesta propias de la COPECO. La COPECO ha seguido enfrentando dificultades a la hora de 
integrar a las instituciones del Sistema en las labores de preparación y respuesta. La tendencia 
ha sido contraria a los objetivos de la Ley, viéndose a la COPECO cada vez más como un 
cuerpo de protección civil, desligado del resto del aparato del Estado. 
Ya se explicó el origen de este problema y la solución híbrida adoptada. Si de conservar la 
“marca” de COPECO se trata, por el grado de reconocimiento de esta institución de parte de la 
población, bien puede hacerse en el nivel de organización interna de la Secretaría Ejecutiva. La 
propuesta concreta que debe hacerse es la de eliminar la dualidad de funciones actualmente 
existente, derogando por completo el Decreto 9-90 E, es decir las dos figuras de la Comisión 
Permanente de Contingencias (COPECO) y del Comisionado de la COPECO. En su lugar 
habría una Secretaría Ejecutiva del SINAGER, cuyas funciones estarían divididas en dos 
Direcciones sustantivas: una para la Coordinación Permanente de Contingencias (COPECO) y 
otra para la Coordinación Permanente de la Gestión de Riesgos (COPEGER). Las funciones 
básicas en el campo de la atención, la preparación, la recuperación temprana y la reconstrucción 
que tenía asignadas la COPECO, pasarían a ser las funciones de esta Dirección denominada 
también COPECO. De esta manera estaríamos conservando la “marca” reconocida por la 
población, pero como una Dirección General de una Secretaría Ejecutiva única, en el marco 
claro de un único Sistema de Gestión de Riesgos. 
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2. PRIMERA PROPUESTA DE REFORMAS A LA LEY 
DEL  SINAGER 
 
  
POR TANTO,  
DECRETA: 
 
La siguiente:  
 
LEY DEL SISTEMA NACIONAL DE GESTIÓN DE RIESGOS (SINAGER) 
 
 
CAPÍTULO I 
DEL OBJETO Y MARCO INSTITUCIONAL DE LA PRESENTE LEY 
 
ARTÍCULO 1.-OBJETO DE LA LEY. La presente Ley tiene por objeto crear el Sistema 
Nacional de Gestión de Riesgos, el cual también será conocido con las siglas de “SINAGER”, 
con el propósito de promover y ejecutar los lineamientos de política pública que permitan tanto 
al Estado hondureño como a los distintos sectores de la sociedad, incorporar el concepto de 
gestión de riesgo como eje transversal de la planificación y las prácticas de desarrollo.  
 
La presente Ley constituye el marco legal hondureño orientado a que el país cuente y desarrolle 
la capacidad de prevenir y disminuir los riesgos de potenciales desastres, así como de  
prepararse, responder y recuperarse de los daños provocados por los fenómenos naturales que lo 
impacten o por aquellos generados por las actividades humanas.  
 
ARTÍCULO 2.- MARCO INSTITUCIONAL. El marco institucional del Sistema Nacional de 
Gestión de Riesgos (SINAGER) comprende a todos los sectores de la sociedad hondureña, tanto 
las instituciones existentes como a las que lleguen a existir, y tanto del sector público como del 
privado. Comprende en este sentido al Gobierno Central, los órganos desconcentrados y 
descentralizados, así como las entidades autónomas, las empresas privadas, las organizaciones 
obreras y campesinas, las diferentes organizaciones de desarrollo reconocidas en el país y todas 
aquellas organizaciones aglutinadas en la denominada sociedad civil, las de género y de grupos 
étnicos.  
 
En dicho marco interinstitucional se definirán, planificarán y ejecutarán todas las acciones 
relacionadas con la prevención, adaptación al cambio climático y a otro tipo de eventos, manejo 
financiero del riesgo de desastres, preparación permanente y efectiva, la asistencia de ayuda 
humanitaria en caso de desastres y emergencia, la rehabilitación y reconstrucción de las zonas 
afectadas por desastres, todo lo cual se encuentra comprendido dentro del concepto de “Gestión 
de Riesgos” referido en esta Ley. 
  
CAPITULO II 
CONCEPTO, PRINCIPIOS Y PROPÓSITOS DEL SISTEMA NACIONAL DE GESTIÓN 
DE RIESGOS (SINAGER). 
 
ARTÌCULO 3.- CONCEPTO DEL SISTEMA NACIONAL DE GESTIÓN DE RIESGOS 
(SINAGER). El SINAGER es el conjunto articulado e integral, organizado, coordinado y 
armónico de los órganos, las estructuras, las relaciones funcionales, los métodos, los 
procedimientos y los recursos de todas las instituciones del Estado, con la participación de todo 
el sector privado y la sociedad civil organizada, con el fin de proteger la vida y los medios de 
vida de los habitantes de la República, prevenir, reducir o controlar los niveles de riesgo en el 
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territorio nacional, así como contribuir a la sostenibilidad del medio ambiente y la protección 
del patrimonio ecológico nacional.  
 
Todas las instituciones públicas y privadas que forman parte del Sistema Nacional de Gestión 
de Riesgos (SINAGER) están sujetas a ser llamadas a integrar obligatoriamente los órganos  e 
instancias del sistema, para ejecutar las acciones que, en el ámbito de sus leyes, jurisdicción y 
competencias, planes y capacidades, deban realizar en materia de gestión de riesgos. 
 
ARTÍCULO 4.- PRINCIPIOS ORIENTADORES DEL SISTEMA NACIONAL DE 
GESTIÓN DE RIESGOS (SINAGER) Y SU APLICACIÓN. El Sistema Nacional de 
Gestión de Riesgos se regirá por los principios siguientes:  
 
1) SEGURIDAD Y RESPONSABILIDAD. Todas las personas naturales y jurídicas 
nacionales y extranjeras, tienen el derecho a la protección de su integridad física y psíquica, a la 
de su estructura productiva, de sus bienes y de su entorno ambiental frente a la construcción de 
escenarios de riesgos, buscando asegurar su supervivencia en condiciones compatibles con los 
derechos humanos.  
 
Todo aquel que por acción u omisión, ponga en peligro, amenace o provoque daños a las 
personas y/o a sus bienes, construyendo, autorizando o permitiendo escenarios de riesgo, sea en 
forma culpable o negligente, quedará sujeto a las sanciones y penalidades establecidas en las 
leyes de la República y a resarcir a los afectados por el daño causado. Se exigirá también la 
responsabilidad administrativa respecto de las infracciones y sanciones contenidas en la 
presente Ley.  
 
2) GRADUALIDAD.  Aún cuando sean determinadas las condiciones de riesgo, éstas pueden 
variar en el nivel, de acuerdo con la vulnerabilidad de la población y los elementos expuestos, 
por lo cual es necesario establecer prioridades para su intervención en forma progresiva. La 
gestión de riesgo se basa en un proceso secuencial en tiempos y alcances de implementación 
eficaz y eficiente, de acuerdo a las realidades políticas, históricas y socioeconómicas. 
 
3) SUBSIDIARIEDAD. Busca que las decisiones se tomen lo más cerca posible de la 
ciudadanía. El Municipio es la unidad primaria del Sistema Nacional de Gestión de Riesgo, en 
el marco de respeto a la autonomía reconocida en la Ley de Municipalidades, y el primer 
responsable de la gestión de riesgo en el término de su jurisdicción y competencias. Los niveles 
superiores del SINAGER, hasta el nivel nacional, salvo en sus ámbitos de competencia 
exclusiva, sólo intervienen cuando la atención del desastre supera las capacidades del nivel 
regional, departamental y municipal, sucesivamente. 
 
4) GESTIÓN DESCENTRALIZADA Y DESCONCENTRADA. El Sistema Nacional de 
Gestión de Riesgos (SINAGER) actúa en el marco de las políticas de descentralización y 
desconcentración del Estado. La Administración Pública, los órganos o entidades 
desconcentradas funcional o territorialmente, así como la Administración Pública 
Descentralizada, tales como las instituciones autónomas y las municipalidades, en el ámbito de 
sus respectivas competencias, deben asumir y ejecutar las tareas y acciones concretas en el 
territorio para cumplir, adecuada y oportunamente, con su responsabilidad de prevenir y reducir 
los riesgos, adaptarse al cambio climático, dar respuesta a las emergencias y rehabilitar y 
reconstruir áreas afectadas.  
 
5) COORDINACIÓN. La coordinación es el principio y función fundamental del Sistema 
Nacional de Gestión de Riesgos (SINAGER) y se pone en práctica a partir del reconocimiento 
de las competencias, jurisdicción y autonomía de sus miembros, pero a la vez, dirigiendo las 
acciones de cada una de ellos en forma sistémica, articulada, concertada y armónica, hacia 
propósitos y objetivos comunes.  
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Todas las instituciones nacionales, públicas y privadas pueden ser llamadas a ser parte activa de 
cualquier estructura del Sistema Nacional de Gestión de Riesgos (SINAGER), de tal manera 
que se facilite el logro de los resultados y metas específicas que se requieren; las cuales se 
entenderán como necesidades del más alto interés nacional. Todas las personas naturales y 
jurídicas que reciban este llamamiento están obligadas a atenderlo e integrarse activamente a los 
planes y programas del Sistema Nacional de Gestión de Riesgos (SINAGER). Los llamamientos 
de dichas instancias pueden estar relacionados con cualquier aspecto de la Gestión de Riesgos, 
tales como el manejo financiero de los riesgos, la prevención de riesgos, la mitigación de 
riesgos, la adaptación y mitigación del cambio climático, la preparación para las emergencias, la 
respuesta a emergencias y desastres y los procesos de rehabilitación y reconstrucción.  
 
Dado el carácter multisectorial y la pluralidad de las instituciones que conforman el Sistema 
Nacional de Gestión de Riesgos (SINAGER), su estructura, funciones y organización jerárquica 
corresponden a las del Estado. El Sistema Nacional de Gestión de Riesgos (SINAGER) no 
sustituye las funciones y responsabilidades establecidas por las leyes y reglamentos 
constitutivos de las instituciones u organizaciones, sino que las refuerza, coordina, complementa 
y dirige hacia la reducción de riesgos.  
 
6) PARTICIPACIÓN CIUDADANA. El Sistema Nacional de Gestión de Riesgos 
(SINAGER) respeta la igualdad de oportunidades de las personas para la adopción, ejecución y 
evaluación de las políticas públicas y acepta que el fundamento de una gestión pública 
socialmente responsable debe comprender las opiniones de quienes participan en el accionar 
civil. Una gestión de riesgo efectiva y oportuna requiere de la más amplia participación 
ciudadana, tanto en la definición y planificación, como en la ejecución de las acciones 
multidisciplinarias y multisectoriales.  
 
Los ciudadanos organizados pueden practicar auditorías sociales, necesarias para verificar el 
cumplimiento de las disposiciones establecidas en materia de Gestión de Riesgos, participar 
dentro del voluntariado de la Comisión Permanente de Contingencias (COPECO) o dentro de 
las Mesas Nacionales o Regionales y Comisiones de trabajo, según su capacidad o preferencia.  
 
7) ÈTICA Y TRANSPARENCIA.  Todas las disposiciones emitidas en función de la 
protección de la vida, el ambiente y los medios de vida de los habitantes, deben ser tomadas con 
el más alto sentido ético, de responsabilidad y de manera transparente, primando el interés 
social y comunitario ante los intereses particulares ó de grupos. Estas disposiciones serán 
estudiadas y analizadas dentro del sistema educativo nacional en todos los niveles y difundidas 
por los medios de comunicación en forma permanente.  
 
8)  DESARROLLO DE ESTRATEGIAS PARA EL FOMENTO DE LA SOLIDARIDAD. 
Todo habitante del territorio nacional tiene la obligación de auxiliar conformé sus capacidades a 
otros que estén en situación de calamidad o emergencia. Todas las instituciones públicas y 
privadas están obligadas a destinar los recursos a su disposición para apoyar las acciones de 
preparación y respuesta a emergencias, en función de proteger sus propios recursos y de apoyar 
a las autoridades municipales, departamentales o nacionales. El Gobierno y el pueblo hondureño 
tienen la obligación de apoyar solidariamente, hasta donde lo permitan sus recursos, a otros 
pueblos y gobiernos, cuando éstos se encuentren en situación de desastres, en caso de que esta 
ayuda sea solicitada por ellos o que sea de interés nacional. Todos los miembros del Sistema 
Nacional de Gestión de Riesgos (SINAGER), sobre todo los territoriales, tienen la potestad de 
solicitar apoyo para sí mismos, en caso de necesidad.  
 
El Sistema Nacional de Gestión de Riesgos (SINAGER) defiende la solidaridad 
centroamericana y extra regional como posición de una profunda solidaridad entre todos los 
seres humanos, aceptando que el planeta tierra es el hogar de todos los seres vivos. La 
solidaridad reconoce el principio de independencia de los pueblos y el destino común de 
quienes habitamos en el planeta.  
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9) INCORPORACIÓN DEL COMPONENTE DE GESTIÓN DE RIESGO COMO 
PARTE DEL DESARROLLO NACIONAL. La Gestión de Riesgos es una política de Estado 
de carácter permanente. Todas las entidades miembros del Sistema Nacional de Gestión de 
Riesgos (SINAGER), del Sector Gubernamental y No Gubernamental deben incorporar en sus 
planes, programas y estrategias institucionales y territoriales, acciones concretas de Gestión de 
Riesgos. Los planes de reconstrucción deben contemplar obligatoriamente las medidas de 
reducción de riesgo, tomando en cuenta las nuevas experiencias, con la idea central de evitar en 
el futuro nuevos daños por similares causas.  
 
Los planes y programas de desarrollo del país deben lograr que este tema sea vinculante y esté 
integrado con los planes y programas de Desarrollo Humano sostenible a nivel local regional y 
nacional en todas las instancias públicas y privadas.  Todas las entidades Miembros del Sistema 
Nacional de Gestión de Riesgos (SINAGER), del sector gubernamental y no gubernamental, 
deben incorporar a sus estrategias, programas y proyectos institucionales en sus demarcaciones 
territoriales, las acciones concretas de Gestión de Riesgos.  
 
10) NO DISCRIMINACIÓN, ENFOQUE DE GÉNERO Y ACCIONES AFIRMATIVAS. 
Las acciones del Sistema Nacional de Gestión de Riesgos (SINAGER) no están condicionadas 
por la edad, el credo, la raza o etnia, el género, la opción sexual, la condición de salud, 
económica, ideológica, política o la nacionalidad de las personas. Sin embargo por sus 
condiciones de vulnerabilidad del Sistema Nacional de Gestión de Riesgos (SINAGER) debe 
priorizar la atención de los niños, niñas y adolescentes, velando porque prevalezca el interés 
superior de éstos en todas las actividades que se realizan en pro de la prevención y atención de 
desastres. De igual manera priorizar la atención a las mujeres embarazadas, a las madres, los 
adultos mayores y de las personas con necesidades especiales debido a cualquier tipo de 
discapacidad; lo mismo hacia los grupos étnicos y personas que pertenecen a grupos de mayores 
limitaciones de recursos y de grupos en riesgo inminente. El Sistema Nacional de Gestión de 
Riesgos (SINAGER) trata a dichos grupos de manera privilegiada y prioritaria, mediante 
acciones afirmativas en la gestión de riesgo.  
 
Todos los anteriores principios orientarán las actuaciones de los órganos del Sistema Nacional 
de Gestión de Riesgos (SINAGER) y por ende de sus miembros, en la aplicación de las 
disposiciones contenidas en la presente Ley.  
 
ARTÍCULO 5.- PROPÓSITO DEL SISTEMA NACIONAL DE GESTIÓN DE RIESGOS 
(SINAGER). EL Sistema Nacional de Gestión de Riesgo (SINAGER) debe cumplir con el 
propósito fundamental de proteger la vida, los recursos materiales de existencia y el ambiente de 
todas las personas que habitan en el país; debiendo asegurarse que la sociedad entera trabaje 
coordinadamente para lograr una existencia digna, frente a los fenómenos naturales, socio 
naturales o de origen humano, capaces de generar situaciones de emergencia o desastres dentro 
del territorio.  
 
La efectiva Gestión del Riesgo es el propósito esencial del SINAGER y su Ley  creadora, lo que 
comprende la definición, planificación y ejecución de todas las acciones relacionadas con la 
prevención, adaptación al cambio climático, manejo financiero y transferencia del riesgo de 
desastres, preparación permanente y efectiva,  asistencia y ayuda humanitaria en caso de 
desastre y emergencia, rehabilitación, recuperación y reconstrucción de las zonas afectadas por 
desastres. Todos estos aspectos forman parte integral de la efectiva “Gestión de Riesgos” en 
tanto que propósito esencial del SINAGER. 
 
El Sistema Nacional de Gestión de Riesgos (SINAGER) debe garantizar que la Administración 
Pública, centralizada, descentralizada, desconcentrada y autónoma, así como el sector privado y 
la sociedad civil organizada, con la coordinación de la Comisión Permanente de Contingencias 
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(COPECO), en cumplimiento de su mandato legal, se integren y trabajen de forma armónica y 
articulada en las diferentes instancias nacionales y territoriales del Sistema.  
 
 
CAPÍTULO III 
ÓRGANOS E INSTANCIAS DE INTEGRACIÓN DEL SISTEMA 
NACIONAL DE GESTIÓN DE RIESGOS (SINAGER) 
 
SECCIÓN I 
DEL CONSEJO DIRECTIVO 
 
ARTÍCULO 6.- CONSEJO DIRECTIVO DEL SISTEMA NACIONAL DE GESTIÓN DE 
RIESGOS (SINAGER). El Consejo Directivo del Sistema Nacional de Gestión de Riesgos 
(SINAGER), el cual será presidido por el titular del Poder Ejecutivo o, por delegación temporal 
o permanente, por quien él designe, estará constituido por los miembros permanentes que se 
señalan a continuación:  
 
1) El titular del Poder Ejecutivo o su representante;  
2) El Comisionado Nacional de la Comisión Permanente de Contingencias (COPECO);  
3) Él o la titular de la Secretaría de Estado en el Despacho de la Presidencia o su representante;  
4) El o la titular de la Secretaría de Estado en los Despachos de Obras Públicas, Transporte y 
Vivienda (SOPTRAVI) o su representante;  
5) El o la Titular de la Secretaría de Estado en los Despachos del Interior y Población o su 
representante;  
6) El o la Titular de la Secretaría de Estado en los Despachos de Recursos Naturales y Ambiente 
o su representante;  
7) El o la Titular de la Secretaría de Estado en los Despachos de Agricultura y Ganadería o su 
representante;  
8) El o la Titular de la Secretaría de Estado en el Despacho de Salud o su representante;  
9) El o la Titular de la Secretaría de Estado en el Despacho de Finanzas o su representante;  
10) El o la titular de la Secretaría Técnica de Planificación y Cooperación Externa o su 
representante;  
11) El o la Titular de la Secretaría de Estado en el Despacho de Relaciones Exteriores o su 
representante;  
12) El o la Titular de la Secretaría de Estado en el Despacho de Educación o su representante;  
13) El o la Titular de la Secretaría de Estado en el Despacho de las Etnias o su representante;  
14) El o la Titular de la Secretaría de Estado en el Despacho de Desarrollo Social o su 
representante;  
15) El o la Titular de la Secretaría de Estado en los Despachos de Justicia y Derechos Humanos 
o su representante;  
16) El o la Titular de la Secretaría de Estado en el Despacho de Defensa o su representante; 
17) El o la titular o un representante de la Asociación de Municipios de Honduras (AMHON);  
18) Un o una representante del Consejo Hondureño de la Empresa Privada (COHEP);  
19) Un o una representante de las organizaciones de trabajadores;  
20) Un o una representante de las organizaciones campesinas;  
21) Un o una representante de la Mesa Nacional de Incidencia para la Gestión de Riesgos.  
22) Un o una representante de las universidades  
23) Un o una representante de las instituciones de Primera Respuesta, escogido en una reunión 
que realizarán las mismas para tal efecto;  
24) Un o una representa de la Comisión del Congreso Nacional de la República que trate sobre 
la materia de Gestión de Riesgos;  
 
También pueden participar como miembros en calidad de temporales del Consejo Directivo, 
cualquier otra organización pública o privada del país, que para tal efecto se determine al 
interior del Consejo Directivo. El número total de miembros del Consejo Directivo del Sistema 
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Nacional de Gestión de Riesgos (SINAGER) en ningún momento excederá de veinticinco (25), 
de manera que dicho Consejo Puede estar conformado por un máximo de veinte (20) miembros 
permanentes y cinco (5) temporales.  
 
El Consejo Directivo del Sistema Nacional de Gestión de Riesgos (SINAGER) debe reunirse 
ordinariamente al menos tres (3) veces por año; una vez cada cuatrimestre y 
extraordinariamente todas las veces que sean necesarias, por convocatoria que les haga la 
Secretaria Ejecutiva. 
  
El Sistema Nacional de Gestión de Riesgos (SINAGER) para cualquier efecto, tiene como sede 
y domicilio oficial la Capital de la República. En circunstancias especiales puede reunirse en 
cualquier lugar del territorio nacional que acuerden sus miembros. 
  
Con la creación del Sistema Nacional de Gestión de Riesgos (SINAGER) y con el fin de 
eliminar la duplicidad de funciones, el Consejo Directivo del Sistema Nacional de Gestión de 
Riesgos (SINAGER) asumirá, para todos los efectos, las funciones del Consejo Directivo de la 
Comisión Permanente de Contingencias (COPECO).  
 
ARTÍCULO 7. COMISIÓN PERMANENTE DE CONTINGENCIAS (COPECO). La 
COPECO seguirá siendo la entidad encargada de enfrentar las situaciones de contingencia 
nacional, regional o local, provocadas por la alteración de los fenómenos naturales en el país, 
que se califiquen como emergencias, desastres o calamidades. 
 
La COPECO tendrá su sede en la capital de la República, con jurisdicción en el territorio 
nacional y mantendrá en el país representaciones regionales y departamentales. 
 
La COPECO tendrá como objetivo fundamental la adopción de políticas y medidas orientadas a 
atender la población, rehabilitación y reconstrucción de las áreas dañadas por la incidencia de 
fenómenos naturales, que afecten la actividad económica y el bienestar de la población, así 
como programar y desarrollar diferentes actividades, a fin de prevenir consecuencias negativas 
en las zonas de más incidencias de tales fenómenos. 
 
Entre sus funciones, además de las que le asigna la presente Ley como Secretaría Ejecutiva del 
SINAGER, estarán las de organizar y capacitar grupos y brigadas de voluntarios, en labores de 
salvamento, asistencia y rehabilitación de zonas afectadas; integrar y coordinar las comisiones y 
grupos de trabajo que se consideren apropiados para atender en forma eficiente las necesidad de 
emergencia; y elaborar al final de cada situación de emergencia, desastre o calamidad que 
hubiere sido declarada, la evaluación de los daños ocurridos y la determinación de sus orígenes 
y las acciones y medidas de prevención para futuras situaciones, a partir de la información que 
le brinden las entidades rectoras sectoriales integrantes del SINAGER. 
La Administración Permanente de actividades y asuntos relacionados con el funcionamiento y 
operación de la Comisión, estará a cargo de un Comisionado Nacional, quien ejercerá el cargo 
de Director de la COPECO, será nombrado por el Presidente de la República y devengará el 
sueldo que se le asigne en el Presupuesto de la COPECO. 
 
El Patrimonio de la COPECO estará constituido por. 
 
a) Los aportes anuales del Gobierno Central; 
b) Las donaciones y ayudas nacionales e internacionales; 
c) Los recursos provenientes de préstamos que se adquieren, y; 
d)) Otros recursos y valores proporcionados por otras fuentes. 
 
ARTÌCULO 8.- CONFORMACIÒN INTERNA DEL CONSEJO DIRECTIVO DEL 
SISTEMA NACIONAL DE GESTIÒN DE RIESGOS (SINAGER). El Sistema será 
presidido por el Titular del Poder Ejecutivo o por su representante. El Comisionado de la 
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Comisión Permanente de Contingencias (COPECO) actuará como el Secretario Ejecutivo del 
Sistema Nacional de Gestión de Riesgos (SINAGER). Los demás integrantes en su calidad de 
directivos tienen voz y voto para decidir sobre los asuntos que se traten al interior del Consejo 
Directivo. El Presidente del Consejo tendrá el poder de decidir por su calidad de voto.  
 
ARTÍCULO 9.- RESPONSABILIDADES Y FUNCIONES DEL CONDEJO DIRECTIVO 
DEL SISTEMA NACIONAL DE GESTIÒN DE RIESGOS (SINAGER). El Consejo 
Directivo del Sistema tiene las funciones siguientes:  
 
1) Orientar las políticas públicas, los planes estratégicos, los instrumentos legales necesarios 
para lograr la transversalización de la Gestión de Riesgos dentro de los planes de desarrollo y la 
cultura nacional, los que serán elaborados participativamente bajo las coordinación de la 
Comisión Permanente de Contingencias (COPECO). 
2) Recibir, analizar y ejecutar las propuestas de los Comités de Consulta, relacionadas con las 
políticas, estrategias normativas y acciones concretas vinculadas con la Gestión de Riesgos en el 
país. A través de la Secretaría Ejecutiva del Sistema Nacional de Gestión de Riesgos 
(SINAGER).  
3) Apoyar las acciones de la Comisión Permanente de Contingencias (COPECO) y asegurarse 
que dicha Comisión vele por la aplicación de las leyes, políticas, estrategias nacionales y planes 
operativos relacionados con la Gestión de Riesgos.  
4) Promover al interior del Sistema Nacional de Gestión de Riesgos (SINAGER) las normativas 
requeridas para la instrumentación de las políticas y estrategias nacionales relacionadas con la 
Gestión de Riesgos.  
6) Recomendar a la Comisión Permanente de Contingencias (COPECO) el desarrollo de 
estrategias y acciones concretas para el fortalecimiento institucional de los entes públicos y 
privados miembros del sistema de Gestión de Riesgos (SINAGER).  
7) Presentar a los Comités de Consulta del Sistema de Gestión de Riesgos (SINAGER) el Plan 
Nacional de Gestión de Riesgos elaborado por la Comisión Permanente de Contingencias 
(COPECO) para obtener sus recomendaciones y gestionar los recursos financieros, materiales y 
humanos para el adecuado funcionamiento del Sistema Nacional de Gestión de Riesgos 
(SINAGER).  
8) Aprobar los mecanismos y sistemas de indicadores que evalúen y monitoreen los avances en 
la ejecución del Plan Nacional de Gestión de Riesgos elaborando en forma coordinada entre los 
miembros del Sistema Nacional de Gestión de Riesgos (SINAGER).  
9) Analizar, evaluar y recomendar a la Comisión Permanente de Contingencias (COPECO), la 
inclusión en el Plan Nacional de Gestión de Riesgos cualquier aspecto derivado del cambio 
climático que haya sido omitido y desarrollar las estrategias correspondientes para la reducción 
de sus efectos negativos.  
10) Orientar las actividades destinadas a organizar, coordinar y dirigir las acciones que sean 
necesarias ejecutar en casos de emergencia, desastres y calamidades que surjan en el país.  
12) Aprobar y orientar los Planes de Trabajo Anual de la Comisión Permanente de 
Contingencias (COPECO): y.  
13) Todas las demás que le establezca la Ley. 
  
 
SECCION II 
DE LA SECRETARÌA EJECUTIVA DEL SISTEMA NACIONAL DE GESTIÒN DE 
RIESGOS (SINAGER) 
 
ARTÌCULO 10.- FUNCIÒN COORDINADORA DE LA SECRETARÌA EJECUTIVA 
DEL SISTEMA NACIONAL DE GESTIÒN DE RIESGOS (SINAGER). La Comisión 
Permanente de Contingencias (COPECO) es la Institución del Estado de Honduras redestinada 
para la coordinación y el fortalecimiento del Sistema Nacional de Gestión de Riesgos 
(SINAGER), siendo originalmente creada funcionalmente para organizar, dirigir, adoptar 
medidas preventivas y de coordinación de todas las actividades de apoyo, de integración 
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participativa, destinadas a proteger la vida, los bienes y el entorno de los habitantes del territorio 
nacional.  
 
Las funciones de la Comisión Permanente de Contingencias (COPECO) dentro del Sistema 
Nacional de Gestión de Riesgos (SINAGER), son las siguientes:  
 
1) Su Comisionado fungirá como Secretario Ejecutivo del Sistema y todos sus funcionarios 
trabajarán para el fortalecimiento del Sistema Nacional de Gestión de Riesgos (SINAGER) y el 
mejor alcance de su propósito:  
2) Aplicar las políticas públicas, elaborar, revisar y actualizar el Plan Nacional de Gestión de 
Riesgos y ejecutar coordinadamente los objetivos estratégicos del Sistema; promover junto con 
los miembros del Sistema Nacional de Gestión de Riesgos (SINAGER) los instrumentos  
legales, recursos y capacidades técnicas necesarias para lograr la transversalización de la 
Gestión de Riesgos entre todos los miembros del Sistema, así como dentro de los procesos de 
desarrollo y cultura nacional de acuerdo con las orientaciones del Consejo Directivo y 
recomendaciones de los Comités de Consulta del Sistema Nacional de Gestión de Riesgos 
(SINAGER):  
3) Organizar y ejecutar la Agenda del Consejo Directivo;  
4) Velar porque se cumplan las disposiciones obligatorias necesarias para la instrumentación 
operativa de las políticas y estrategias nacionales relacionadas con la Gestión de Riesgos. 
5) Aprobar y actualizar las normativas técnicas de seguridad que deben cumplir los centros de 
trabajo, establecimientos comerciales e instituciones de servicio público y velar por su estricto 
cumplimiento. 
7) Presentar para su aprobación por el Consejo Directivo del Sistema Nacional de Gestión de 
Riesgos (SINAGER), el Plan Nacional de Gestión de Riesgos y de los Planes y Programas 
especiales nacionales; regionales, departamentales, municipales y sectoriales, destinados a 
consolidar las actividades relacionadas con la Gestión de Riesgos en el desarrollo. Coordinar la 
ejecución de dichos planes y programas:  
9) Coordinar la ejecución de las acciones directas relacionadas con la operatividad de las 
estrategias para el fortalecimiento institucional de todos los entes públicos y privados miembros 
del Sistema Nacional de Gestión de Riesgos (SINAGER);  
10) Ejecutar, administrar, fortalecer y dirigir eficientemente los recursos financieros, materiales 
y humanos que le sean asignados, destinados a garantizar el adecuado funcionamiento del 
Sistema Nacional de Gestión de Riesgos:  
11) Dar seguimiento a los mecanismos e indicadores creados dentro del Plan Nacional de 
Desarrollo, destinados a evaluar los avances institucionales en la Gestión de Riesgos en el país, 
y establecer coordinadamente las acciones correctivas que deben seguirse dentro del Sistema, 
para su efectiva aplicación. Apoyar y reforzar las capacidades de los miembros del Sistema 
Nacional de Gestión de Riesgos (SINAGER), para alcanzar los resultados previos:  
12) Analizar, evaluar, prever y coordinar la atención de los riesgos derivados del cambio 
climático y proponer al Consejo Directivo del Sistema Nacional de Gestión de Riesgos 
(SINAGER) la ejecución de nuevas estrategias para la reducción de sus efectos negativos:  
13) Coordinar las acciones necesarias para prevenir los desastres. Actuar en respuesta a las 
emergencias y calamidades que surjan en el país y procurar coordinadamente a la recuperación 
más segura de las personas y de los territorios afectados.  
14) Gestionar ante la comunidad nacional e internacional la obtención de recursos financieros y 
materiales en calidad de donaciones, sin detrimento de los recursos asignados en el Presupuesto 
Nacional de Ingresos y Egresos de la República, que se le aprueben anualmente para sus 
operaciones ordinarias, ni del Fondo Nacional para la Atención de Emergencia, exclusivos para 
responder a eventos de catástrofe que se presenten eventualmente:  
15) Sugerir dentro del Sistema la formación de Comisiones de Trabajo de cualquier naturaleza 
para el logro de objetivos específicos establecidos en el Plan Nacional de la Gestión de Riesgos;  
16) Dictaminar coordinadamente sobre las zonas de riesgo y las acciones necesarias para 
disminuir su vulnerabilidad;  
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18) Organizar las unidades técnicas, con la estructura necesaria para cumplir con los objetivos 
generales y específicos que se establezcan en el Plan Nacional de Desarrollo y el Plan Nacional 
de Gestión de Riesgos del país;  
19) El Secretario Ejecutivo del Sistema Nacional de Gestión de Riesgos (SINAGER), con su 
firma autorizará los actos, contratos y todo lo relacionado con los asuntos propios del sistema;  
20) Crear, fortalecer y apoyar la conformación de Comisiones y Mesas de Trabajo de cualquier 
naturaleza destinada a la ejecución de acciones ad-hoc o permanentes, relacionadas con la 
Gestión de Riesgos en el país;  
21) Coordinar toda la ayuda y asistencia nacional e internacional destinada a las personas y 
comunidades afectadas por desastres y emergencias;  
23) Preparar el informe a la Presidencia del Consejo, entes internacionales y otras instituciones 
que provean ayuda; y,  
24) Las demás que se señalen en esta ley y su ley de creación y que no entren en conflicto; 
debiendo haber preeminencia de las que aquí se han dispuesto.  
 
La Comisión Permanente de Contingencias (COPECO) establecerá alianzas dentro de los 
procesos de licenciamiento, a ser otorgados por otros entes estatales, para que de manera 
obligatoria se incluya el análisis de riesgos siguiendo metodologías científicas, antes de que se 
concedan las licencias respectivas.  
 
Debido a la naturaleza de sus funciones dentro del Sistema Nacional de Gestión de Riesgos 
(SINAGER), que obligan a la respuesta inmediata ante amenazas de eventos o desastres, la 
Comisión Permanente de Contingencias (COPECO) en el ejercicio de sus atribuciones legales y 
reglamentarias gozará de autonomía funcional, administrativa, técnica y financiera. Estará bajo 
la rectoría sectorial de la Presidencia de la República. 
 
La Comisión Permanente de Contingencias (COPECO), por su condición de institución técnica 
del Estado de alto interés público, creada para coordinar todas las acciones nacionales 
destinadas a proteger la vida, los bienes y el ambiente de los que viven en el territorio nacional, 
gozará de la exención del pago del impuesto Sobre la Renta, así como del pago del Impuesto al 
Activo Neto y a la Aportación Solidaria Temporal. Los bienes y servicios adquiridos por la 
Comisión Permanente de Contingencias (COPECO) en el mercado nacional, estarán exonerados 
del pago del Impuesto Sobre Ventas.  
 
Los recursos financieros necesarios para el fortalecimiento del Sistema Nacional de Gestión de 
Riesgos (SINAGER) y de su Secretaría Ejecutiva, no implicarán una nueva línea presupuestaria 
para el Gobierno de La República, sino que dependerán de los presupuestos de las instituciones 
miembros, los cuales pueden verse reforzados por programas y proyectos financiados de la 
cooperación internacional.  
 
Al no requerir patrimonio propio a nivel fiscal, el Sistema Nacional de Gestión de Riesgos 
(SINAGER) tiene el beneficio de exoneración del pago de tasas por Matrícula de Vehículos y 
de los Servicios Turísticos del país.  
 
ARTÌCULO 11.- PETICIONES EN MATERIA DE GESTIÒN DE RIESGO. La Secretaría 
General podrá dirigirse y solicitar en forma directa a los organismos e instituciones públicas en 
general, sin mediar formalidad ni jerarquía alguna, lo mismo que a los organismos o 
instituciones de carácter privado, igualmente a cualquier persona natural, cualquier información 
sobre actividades realizadas o proyectadas, relacionadas con la gestión de riesgos.  Las 
peticiones serán dirigidas a los titulares de las instituciones o directamente a las personas que 
deban contestar tales peticiones y deberán responderse en un plazo máximo de quince días 
hábiles, excepto que se trate de situaciones de peligro inminente, en cuyo caso la Secretaría 
podrá abreviar los plazos.  
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La falta de respuesta a estas peticiones de información podrá dar origen a una acusación por 
delito de desobediencia, de acuerdo con el Artículo 346 del Código Penal.   
 
La Secretaría Ejecutiva podrá hacer también peticiones o  requerimientos de hacer o no hacer y 
de auxilio en caso de incendio, naufragio, accidente, inundación u otra calamidad. La negativa 
injustificada a estos requerimientos podrá ser considerada como delito de desobediencia y como 
falta contra el orden público, según el caso, de acuerdo al Artículo 418, Numeral 4, del Código 
Penal. 
 
ARTÌCULO 12.- LIBERTAD DE ACCESO Y SUS LIMITACIONES. La Secretaría 
Ejecutiva con su personal debidamente autorizado y en el cumplimiento de sus funciones dentro 
del Sistema, ante el inminente estado de necesidad, siempre que su acción esté relacionada con 
la Gestión de Riesgo, tendrá acceso a las dependencias civiles y militares, así como a las 
instituciones públicas y privadas, en el marco de estricto respeto a las disposiciones 
constitucionales y lo establecido en las leyes generales y especiales. 
 
En situaciones de incendio, naufragio, accidente, inundación u otra calamidad, desastre o 
emergencia, el acceso podrá darse para evitar males graves a los moradores o a un tercero o a la 
propiedad, de acuerdo al Artículo 99 de la Constitución Política. 
 
En circunstancias normales, el acceso podrá darse al no haberse obtenido respuesta a las 
solicitudes o requerimientos reiterados de información a que se refiere el Artículo anterior, con 
lo que se procederá a la acusación formal por desobediencia y a solicitar del juez competente la 
orden de allanamiento correspondiente. 
 
De acuerdo con el Artículo 205 del Código Penal, el acceso del personal debidamente 
autorizado del SINAGER con fines de prevención, será irrestricto respecto de los cafés, cantinas 
y demás establecimientos del servicio al público, mientras estuvieren abiertos. 
 
ARTÌCULO 13.- DISPOSICIÓN DE BIENES PÚBLICOS Y PRIVADOS Y SUS 
LIMITACIONES.  La Secretaría Ejecutiva, en situaciones de alerta y respuesta por emergencias 
COPECO, para minimizar los daños que pueda causar un evento, podrá utilizar o disponer de 
los bienes públicos o privados necesarios, que estén más a su alcance; priorizando más el interés 
y protección de la vida de los seres humanos, sobre el interés económico de un bien mueble o 
inmueble.  El Estado deberá reponer, reparar o cancelar el valor comercial de los bienes 
utilizados para proteger la vida y la salud de los hondureños durante un evento catastrófico o 
una amenaza, en un plazo prudencial que no deberá exceder de seis meses, resarciendo el valor 
de los mismos a su o sus legítimos dueños, quienes deberán reclamar en debida forma y como 
en derecho corresponda. 
 
La orden de requisa de un bien privado procederá cuando no haya respuesta positiva al 
requerimiento de auxilio, debiendo estar plenamente justificado el estado de necesidad y no 
habiendo recursos públicos similares que afectar. La orden contendrá claramente el bien que se 
necesita afectar, el tiempo durante el cual se producirá la afectación y la institución o 
funcionario público responsable de su administración. Se comunicará al dueño del bien o los 
bienes y se levantará un acta sobre el estado real del bien afectado, a efectos de la posterior 
reposición, reparación o cancelación del valor comercial del bien.  
 
SECCIÓN III 
DE LAS OBLIGACIONES DE LAS INSTITUCIONES QUE INTEGRAN EL SISTEMA 
NACIONAL DE GESTIÓN DE RIESGOS (SINAGER) 
 
ARTÍCULO 14.- SECRETARÍAS DE ESTADO Y ENTIDADES PÚBLICAS 
DESCONCENTRADAS  Y DESCENTRALIZADAS. Los Secretarios de Estado son las 
máximas autoridades responsables de la implementación de los procesos de la Gestión de 
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Riesgo de Desastre dentro de sus respectivos ámbitos de competencia. Tienen la obligación de 
velar porque la Gestión de Riesgo de Desastre sea incorporada en todos los planes, programas, 
proyectos y acciones de la Secretaría y Sector a su cargo. 
 
Todas las entidades públicas están obligadas a coordinarse y participar en el Sistema Nacional 
de Gestión de Riesgos (SINAGER), cumplir con lo establecido en el Plan Nacional de Gestión 
de Riesgo y poner a disposición del Sistema, a través de COPECO, los recursos humanos y 
materiales necesarios para atender las emergencias y calamidades nacionales.  
 
La participación de las instituciones públicas en los órganos e instancias de coordinación 
nacionales y territoriales, en el Consejo Directivo, Comités de Consulta, Comité Científico-
Técnico, Comisiones y Mesas de Trabajo, será obligatoria. La falta de participación de manera 
parcial o total, generará para los funcionarios, servidores o empleados públicos las 
responsabilidades señaladas en la presente Ley y su Reglamento.  
 
La entidades públicas, en el ámbito de su jurisdiión y competencia, deben generar las normas, 
instrumentos y mecanismos necesarios para apoyar la incorporación de la gestión de riesgo de 
desastre en los gobiernos regionales, departamentales y municipales. 
 
En situaciones de desastre, las entidades públicas participan en los procesos de evaluación de 
daños y análisis de necesidades, de conformidad con las normas técnicas establecidas por 
COPECO y en el marco de coordinación del Centro de Operaciones de Emergencia Nacional 
(COEN). 
  
Los Secretarios de Estado, Gobernadores Regionales y Departamentales, Alcaldes y 
Corporaciones Municipales deben asegurar el desarrollo de canales adecuados de comunicación 
y coordinación, construyendo las herramientas de gestión de riesgos de desastre necesarias a fin 
de que los lineamientos de política y el Plan Nacional de Gestión de Riesgos, así como el Plan 
Nacional de Contingencias, se ejecuten de manera coherente, oportuna y armónica. Sus 
responsabilidades deben estar claramente definidas en los correspondientes Planes Sectoriales, 
Regionales y Locales.  
 
ARTÍCULO 15.- ENTIDADES PRIVADAS Y SOCIEDAD CIVIL. Las entidades privadas y 
las organizaciones de la sociedad civil cuyas actividades se relacionan con la gestión de riesgo 
de desastres brindarán asesoramiento y apoyo al Sistema Nacional de Gestión de Riesgos 
(SINAGER) y su órgano rector, a los gobiernos regionales, departamentales y municipales y 
demás entidades que integran el SINAGER, en el marco de los convenios, planes y protocolos 
para la gestión de riesgo de desastre. 
 
SECCIÒN IV 
OTROS ÓRGANOS DE INTEGRACIÒN Y CONSULTA DEL SISTEMA NACIONAL 
DE GESTIÓN DE RIESGO (SINAGER) 
 
ARTÌCULO 16.- LOS COMITÈS DE CONSULTA. Son órganos participativos y 
deliberativos, que actúan como espacios de consulta, reflexión, concertación y análisis sobre el 
estado de la Gestión de Riesgo en el país y como fuente de propuesta para el Sistema Nacional 
de Gestión de Riesgos (SINAGER), sobre nuevas políticas, estrategias, programas, proyectos, 
actividades o acciones relacionadas con la Gestión de Riesgos que deben incluirse en el Plan 
Nacional de Gestión de Riesgos a ser ejecutado por la Secretaría Ejecutiva.  
 
Los Comités de consulta abordaran las temáticas de prevención, preparación y respuesta y 
rehabilitación, reconstrucción y transferencias de riesgos. De acuerdo a la funcionalidad, tales 
Comités estarán integrados por las instituciones del Gobierno Central, los órganos 
desconcentrados y descentralizados, los gobiernos locales, la sociedad civil, ONG’S, las 
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organizaciones de obreros empresarios y campesinos, las instituciones de primera respuesta; 
siendo sus representantes del más alto nivel de cada una de las instituciones que lo integran.  
La agenda a tratar en cada Comité será determinada por el consejo Directivo del Sistema 
Nacional de Gestión de Riesgos (SINAGER). El reglamento de la ley definirá los mecanismos 
de participación y la determinación de la integración de cada uno de tales Comités.  
 
Los Comités de Consulta, tienen los deberes siguientes:  
 
1) Participar en la aprobación del Plan Nacional de Gestión de Riesgos.  
2) Considerar y discutir las manifestaciones e impactos de los riesgos y desastres en el territorio 
nacional a fin de que sean incluidos dentro del Plan Nacional de Gestión de Riesgos.  
3) Debatir y sugerir para consideración del Sistema Nacional de Gestión de Riesgos 
(SINAGER), el diseño y ejecución de políticas, programas y acciones para prevenir y reducir 
los riesgos;  
4) Considerar y debatir nuevos desarrollos conceptuales, tecnológicos, sociales y de cualquier 
otra índole en el área de riesgos y de desastres;  
5) Recomendar a la Secretaria Ejecutiva del Sistema la conformación de Comisiones o Mesas de 
trabajo;  
6) Sugerir de acuerdo a lo establecido en el Reglamento de esta Ley, a un máximo de seis (6) 
miembros temporales para formar parte del Consejo Directivo del Sistema Nacional de Gestión 
de Riesgos (SINAGER);  
7.) Analizar los logros y avances; los problemas y desaciertos de la Gestión de Riesgo en el país 
y sugerir mecanismos de superación: y.  
8.) Recibir informes de la Secretaria Ejecutiva sobre el avance de los logros de los resultados 
esperados de la ejecución del Plan Nacional de Gestión de Riesgos.  
Los Comités de consulta se instalaran de forma ordinaria al menos una vez durante el primer 
semestre de cada año y en forma extraordinaria cuando sea requerido, a convocatoria de la 
Secretaria Ejecutiva del Sistema Nacional Gestión de Riesgos (SINAGER), conforme el 
reglamento.  
 
ARTÌCULO 17.- COMISIONES DE TRABAJO, MESAS NACIONALES Y MESAS 
REGIONALES. El Sistema Nacional de Gestión de Riesgos (SINAGER), por medio de su 
Secretario Ejecutivo, facilitará la creación y creará Comisiones de trabajo y Mesas territoriales 
que se consideren pertinentes, en las cuales, con la facilitación de la Comisión Permanente de 
Contingencias (COPECO), las municipalidades y las mancomunidades pueden liderarlas junto 
con la participación de los actores locales claves. Dichas comisiones y mesas deben estar 
destinadas a estudiar un tema específico trabajar sobre aspectos de interés en algún sector o 
grupos sectoriales, desarrollar consultas territoriales para el fortalecimiento de capacidades en 
cualquier área o para temas ad-hoc, según sea necesario y los recursos institucionales lo 
permitan.  
Las Comisiones y Mesas trabajarán dentro de un Reglamento Interno elaborado por ellas 
mismas, conforme a los objetivos esperados. Dichos reglamento deben ser inscritos en la 
Secretaría Ejecutiva del Sistema Nacional de Gestión de Riesgos (SINAGER).  
 
En virtud de lo establecido en el párrafo anterior el Sistema Nacional de Gestión de Riesgos 
(SINAGER), reconoce y hace suya la organización territorial existente a través de los Comité de 
Emergencia Departamentales (CODED); Comité de Emergencia Municipal (CODEM); Comité 
de Emergencia Locales (CODELES); Comité de Emergencia Centros Escolares (CODECE); 
Comité de Emergencia de Centros Laborales (CEDECEL); y los mismos de las Mesas de 
Gestión de Riesgos existentes de hecho o establecidas en otras leyes del país. El Reglamento de 
esta Ley establecerá las funciones, organización mínima y los diferentes aspectos relacionados 
con la operatividad de estos Comités.  
 
El Secretario Ejecutivo del Sistema Nacional de Gestión de Riesgos (SINAGER), con asistencia 
técnica de su equipo técnico será el encargado de facilitar la elaboración de los Planes de 
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Trabajo de las Comisiones y Mesas, darle seguimiento a los resultados y acompañar la 
presentación de los informes de avance y finales del trabajo realizado.  
 
ARTÍCULO 18.- VOLUNTARIADO DEL SISTEMA NACIONAL DE GESTION DE 
RIESGO (SINAGER). El voluntariado del Sistema Nacional de Gestión de Riesgo 
(SINAGER) es el espacio de participación ciudadana más amplio del Sistema. Se coordinará 
desde una unidad especial en la Comisión Permanente de Contingencias (COPECO) y en él se 
permitirá la participación de cualquier persona. Los voluntarios estarán organizados en 
diferentes ramas, dependiendo de sus capacidades y las preferencias de los interesados. Pueden 
ser voluntarias todas las personas naturales o jurídicas dentro o fuera del territorio nacional que 
deseen apoyar los esfuerzos del Sistema Nacional de Gestión de Riesgos (SINAGER), siempre 
y cuando se comprometan a cumplir con los principios de esta Ley y los principios y normativas 
propios del voluntariado que se desarrollen en  el Reglamento de la presente Ley. 
  
ARTÌCULO 19.- CENTRO DE OPERACIÓN Y EMERGENCIA NACIONAL (COEN). El 
Centro de Operación y Emergencia Nacional (COEN) es la organización necesaria para la 
administración, adecuación de las emergencias del Sistema Nacional de Gestión de Riesgos 
(SINAGER). Será organizado, dirigido y coordinado por la Comisión Permanente de 
Contingencias (COPECO). Su estructura y organización será diferente según la intensidad y 
gravedad de la emergencia o fenómeno que nos amenace o afecte. El centro de Operación y 
Emergencia Nacional (COEN) contará con un Manual de Funciones Básicas, elaborado por la 
Comisión Permanente de Contingencias (COPECO). 
  
El Centro de Operación y Emergencia Nacional (COEN) se instalará, operará y se disolverá por 
instrucciones del Jefe Nacional de Operaciones de la Comisión Permanente de Contingencias 
(COPECO) y con el visto bueno de el Comisionado o Subcomisionados Nacionales de la 
Comisión Permanente de Contingencias (COPECO). En casos de alerta y emergencia se 
conformará por todos los actores que sean llamados a integrarlo. El llamado a participar en el 
Centro de Operaciones y Emergencia Nacional (COEN) es de obligatorio cumplimiento.  
 
La no comparecencia inmediata de una institución o persona será considerada como falta grave 
y acarreará las responsabilidades administrativas y multas establecidas en el Reglamento de esta 
Ley y en otras leyes de la República.  
 
Todos los miembros del Centro de Operación y Emergencia Nacional (COEN) serán personas 
de más alto nivel, relacionados directamente con las más altas autoridades de cada una de las 
organizaciones a las que pertenezcan. Para realizar su trabajo recibirán el entrenamiento 
adecuado por parte de la Comisión Permanente de Contingencias (COPECO).  
 
Como parte del Centro de Operación y Emergencia Nacional (COEN) y cuando sea necesario y 
según lo establezca el mismo Manual del Centro de Operación y Emergencia Nacional (COEN), 
se organizará el Centro de Coordinación de Ayuda Humanitaria Internacional que será conocido 
como “CCAHI”, el cual se encargará de coordinar toda la Ayuda Internacional que reciba 
Honduras en caso de un desastre. El Centro de Coordinación de Ayuda Humanitaria 
Internacional (CCAHI) tendrá su propio manual de funcionamiento.  
 
La Secretaría Técnica de Cooperación (SETCO) y la Secretaría de Estado en el Despacho de 
Relaciones Exteriores serán las instituciones encargadas de dar asistencia técnica y apoyo a 
Sistema para lograr el buen funcionamiento del Centro de Coordinación de Ayuda Humanitaria 
Internacional (CCAHI), según lo establezca el Manual.  
 
Igualmente el Centro de Operación y Emergencia Nacional (COEN) organizará las instancias 
necesarias para coordinar la Ayuda Humanitaria que en forma solidaria los propios hondureños 
otorguen a los afectados por una emergencia o desastre. La Cruz Roja Hondureña será la 
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encargada de dar apoyo al Sistema Nacional de Gestión de Riesgos (SINAGER) en la asistencia 
técnica y las operaciones relacionadas con este tema.  
 
SECCIÓN V 
DE LOS COMITÉS DE EMERGENCIA DEPARTAMENTALES, CODED; 
MUNICIPALES, CODEM; LOCALES, CODELES; CENTROS ESCOLARES, 
CODECE; Y CENTROS LABORALES, CEDECEL 
 
ARTÍCULO 20. COMITÉS DE EMERGENCIA EN LOS TERRITORIOS Y LOS 
COMITÉS DEPARTAMENTALES. El SINAGER reconoce y hace suya la organización 
territorial existente a través de los Comités de Emergencia Departamentales, CODED; 
Municipales, CODEM; Locales, CODELES; Centros Escolares, CODECE; y Centros laborales 
CEDECEL. La Unidad Básica del SINAGER en los territorios es el Municipio y su 
correspondiente Comité de Emergencia, a quien estarán subordinados los Comités Locales, 
Escolares y de Centros Laborales de la respectiva circunscripción territorial.  
 
Los Comités Departamentales estarán coordinados por el Delegado Departamental de la 
Secretaría de Gobernación y conformados por los alcaldes de los Municipios del  Departamento 
o sus representantes y los representantes de las mancomunidades y otras formas asociativas 
existentes en el Departamento; estarán en función de coordinar las acciones que afecten a dos o 
más municipios en caso de alerta o de desastre y apoyar y canalizar los requerimientos de los 
Municipios hacia y desde el nivel nacional. Particular atención se dará al fortalecimiento de los 
Comités Departamentales como centros de acopio departamentales de suministros humanitarios, 
coordinación de situaciones y declaraciones de alerta, centros de comunicaciones y de 
información, consolidación de evaluaciones de daños y análisis de necesidades de los diferentes 
municipios afectados, etc.  
 
La COPECO, con la participación de la Secretaría de Gobernación y la Asociación de 
Municipios de Honduras (AMHON) elaborará un Manual de Funciones de todas estas 
estructuras y de sus mecanismos de coordinación, que deberá ser presentado al Consejo 
Directivo para su aprobación. 
 
El Reglamento de la presente Ley regulará su organización y funciones de todos los Comités en 
el territorio. 
 
ARTÍCULO 21. COMITÉS DE EMERGENCIA MUNICIPALES. Los Comités de 
Emergencia Municipales estarán coordinados por el Alcalde o el Vice Alcalde y estarán 
integrados por los representantes de las instituciones de la Administración Central y los 
representantes de los organismos de respuesta con presencia en el Municipio.  
 
Los Comités de Emergencia Municipales trabajarán en estrecha coordinación con los Consejos 
de Desarrollo Municipales (CDM).  
 
ARTÍCULO 22. COMITÉS DE EMERGENCIA LOCALES. Los Comités de Emergencia 
Locales serán coordinados por un delegado electo por la comunidad y estará integrado por las 
organizaciones de la comunidad reconocidas por el Municipio, delegados de los organismos 
gubernamentales y no gubernamentales con presencia en la comunidad y representantes de 
proyectos de cooperación importantes que se desarrollen con los habitantes.  
 
ARTÍCULO 23. COMITÉS DE EMERGENCIA ESCOLARES Y DE CENTROS 
LABORALES. Todos los centros escolares, públicos y privados, estarán obligados a organizar 
sus Comités de Emergencia Escolares, de acuerdo con las normativas e instructivos que la 
Secretaría de Educación elaborará, en coordinación con la COPECO. Los planes de 
contingencia escolares para los diferentes tipos de amenazas deberán ser actualizados y 
ejercitados a través de simulaciones y simulacros al menos dos veces al año. 
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Todos los Centros Laborales con más de 25 trabajadores o empleados deberán contar con su 
Comité de Emergencia y sus planes de contingencia, de acuerdo con las normativas e 
instructivos que la Secretaría del Trabajo elaborará, en coordinación con la COPECO. Los 
planes de contingencia para los diferentes tipos de amenazas deberán ser actualizados y 
ejercitados a través de simulaciones y simulacros al menos dos veces al año. 
 
 
CAPÍTULO IV 
DEL RÈGIMEN PATRIMONIAL Y FINANCIERO 
 
ARTÍCULO 24.-EL PATRIMONIO DEL SISTEMA NACIONAL DE GESTIÓN DE 
RIESGOS (SINAGER). El Sistema Nacional de Gestión de Riesgos (SINAGER) es un 
Sistema y por lo tanto no requerirá de patrimonio propio. La Comisión Permanente de 
Contingencias (COPECO) y los demás miembros del Sistema Nacional de Gestión de Riesgos 
(SINAGER) facilitarán los recursos para su operación y funcionamiento respetando los recursos 
y respectivos de las diferentes instituciones.  
 
La Comisión Permanente de Contingencias (COPECO) facilitará las instalaciones y los demás 
insumos requeridos y que estén a su alcance para el debido funcionamiento del  Sistema.  
 
ARTÌCULO 25.- PRESUPUESTO DEL SISTEMA. La elaboración, administración y 
ejecución del presupuesto será responsabilidad del Comisionado Nacional de la Comisión 
Permanente de Contingencias (COPECO), el cual debe presentarlo al Sistema Nacional de 
Gestión de Riesgo (SINAGER) para su aprobación, posteriormente presentará un informe sobre 
su ejecución a quién corresponda de acuerdo a lo establecido por la ley respectiva. El 
Comisionado Nacional de La Comisión Permanente de Contingencias (COPECO) fijará las 
remuneraciones, estipendios y bonificaciones del personal de la Institución, dando cuenta de 
ello al Consejo Directivo del Sistema Nacional de Gestión de Riesgos (SINAGER).  
 
Los recursos financieros necesarios para el fortalecimiento y desarrollo del Sistema Nacional de 
Gestión de Riesgo (SINAGER) y su Secretaría Ejecutiva, serán parte de una línea 
presupuestaria del gobierno de la República, creada única y exclusivamente para este fin.  
 
Todas las instituciones públicas miembros del SINAGER deberán incluir en sus presupuestos 
una partida para financiar acciones de prevención, mitigación y respuesta en casos de desastre o 
calamidad.  
 
El presupuesto de Ingresos y Egresos del Sistema se enmarcará en la ley Orgánica del 
Presupuesto y su Reglamento de Ejecución y los demás reglamentos que han sido aprobados en 
materia presupuestaria.  
 
En caso de emergencia nacional o regional, declarada en debida forma por el Poder Ejecutivo o 
Municipal declarada por cualquier de las corporaciones municipales, la ejecución de fondos 
públicos por parte de la Comisión Permanente de Contingencias (COPECO) o cualquier otro 
miembro del Sistema Nacional de Gestión de Riesgos (SINAGER), puede llevarse a cabo de 
forma expedita y sin cumplir con los requerimientos establecidos en la Ley de Presupuesto, la 
Ley de Contratación del Estado o cualquier otra ley relacionada.  
 
Cada titular de institución que ejecute fondos para enfrentar una emergencia, será responsable 
directo de que el uso de los fondos sea exclusivamente para responder a dichas emergencias y 
apoyar la recuperación de las condiciones de vida de las personas y comunidades afectadas. Las 
instituciones que velan por la transparencia, la lucha contra la corrupción y que actúan como 
fiscalizadoras del estado, serán las encargadas de verificar lo establecido en este párrafo.  
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El Comisionado de la Comisión Permanente de Contingencias (COPECO) y cualquier otro 
funcionario que ejecute fondos públicos o de cualquier origen, destinados a la emergencia, debe 
informar a quien lo solicite sobre la manera y los detalles en que se han invertido los fondos de 
atención y recuperación de las emergencias.  
 
ARTÍCULO 26.- FONDO NACIONAL PARA LA PREVENCIÓN Y RESPUESTA A 
EMERGENCIAS (FONAPRE). Se instituye el Fondo Nacional de atención de Prevención y 
Respuesta a Emergencias, que se denominará según sus siglas como el Fondo Nacional para la 
Prevención y Respuesta a Emergencias (FONAPRE).  
 
Este Fondo estará constituido por recursos financieros que servirán exclusivamente para la 
prevención, preparación de la atención a emergencias, la atención durante la ocurrencia de 
catástrofes o calamidades eventuales que se sucedan en el país y el apoyo para la recuperación 
de las afectaciones inmediatamente posterior a la ocurrencia de los daños.  
 
El Fondo Nacional para la Prevención y Respuesta a Emergencias (FONAPRE), será utilizado 
exclusivamente para la prevención, preparación, respuesta y recuperación de las zonas afectadas 
y será destinado para la asistencia humanitaria, realización de obras necesarias para el 
restablecimiento de las líneas vitales de las comunidades tales como la recuperación de los 
sistemas de salud y saneamiento básico, la recuperación de las sistemas de agua y distribución 
de energía, los sistemas de comunicación terrestres, aéreos, pluviales o marítimos; la 
recuperación de los sistemas de comunicación telefónicos y el apuntalamiento de zonas de 
amenaza grave y edificios públicos en peligro y recuperación de viviendas. El Fondo Nacional 
para la Prevención y Respuesta a Emergencias (FONAPRE), también puede ser utilizado para 
apoyar las operaciones de las instituciones de primera respuesta tales como: Fuerzas Armadas, 
Policía Nacional, Cuerpo de bomberos, Cruz Roja, Cruz Verde, Scout de Honduras, Comités de 
Emergencia Municipales, Institucionales, Empresariales, o Escolares, Voluntarios, 
Organizaciones Religiosas y otras debidamente identificados y miembros del Sistema Nacional 
de Gestión de Riesgos (SINAGER).  
 
El Presidente de la República, o su designado, en su calidad de Presidente del Consejo Directivo 
del Sistema Nacional de Gestión de Riesgos (SINAGER) o el Comisionado de la Comisión 
Permanente de Contingencias (COPECO), presentará anualmente ante el Honorable Congreso 
Nacional el proyecto de Presupuesto para el Fondo Nacional para la Prevención y Respuesta a 
Emergencias (FONAPRE), para el año fiscal correspondiente. Los montos a solicitar 
anualmente serán determinados en reunión del Consejo Directivo del Sistema Nacional de 
Riesgos (SINAGER).  
 
El contenido del Fondo Nacional para la Prevención y Respuesta a Emergencias (FONAPRE) 
será administrado por el Comisionado de la Comisión Permanente de Contingencias (COPECO) 
y puede ser ejecutado por cualquiera de los miembros del Sistema Nacional de Gestión de 
Riesgos (SINAGER), teniendo éstos la obligación de liquidar dichos fondos ante la Comisión 
Permanente de Contingencias (COPECO) en el tiempo establecido por la administración de la 
Comisión Permanente de Contingencias (COPECO). El no acatamiento de esta disposición 
implicará responsabilidades conforme a la Ley.  
 
El Fondo Nacional Para la Prevención y Respuesta (FONAPRE) operará mediante una cuenta 
en el Banco Central de Honduras y una vez establecido no será sujeto de transferencias a otras 
partidas institucionales, para no afectar el mismo, ya que su fin es responder exclusivamente a 
emergencias y a reconstrucciones post-emergencias.  
 
El Fondo Nacional Para la Prevención y Respuesta (FONAPRE) será acumulativo. Después de 
terminado el año fiscal su contenido se dará por ejecutado en términos contables y su residuo no 
será incluido dentro de los fondos a ser devueltos a la Tesorería Nacional. Los fondos 
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efectivamente no ejecutados permanecerán en la cuenta establecida en el Banco Central de 
Honduras y se acumularán a los presupuestados del año fiscal siguiente. 
  
El Reglamento de esta Ley desarrollará los mecanismos de proyección del Fondo, las consultas 
a la Secretaria de Estado en el Despacho de Finanzas, la forma de petición al Congreso 
Nacional, los mecanismos para ejecutarlo, su liquidación e informe todo enmarcado en el 
Principio de Ética y Transparencia.  
 
El Banco Central de Honduras será responsable del manejo financiero del Fondo Nacional para 
la Prevención y Respuesta a Emergencias (FONAPRE), asegurándose el fácil acceso al mismo 
por parte de la Comisión Permanente de Contingencias (COPECO) a fin de poder responder de 
inmediato en casos de emergencia.  
 
La Comisión Permanece de Contingencias (COPECO) sólo puede utilizar en cada período 
fiscal, un máximo del cincuenta por ciento (50%) del monto del Fondo Nacional para la 
Prevención y Respuesta a Emergencias (FONAPRE) para invertir en actividades de preparación 
para la respuesta a emergencias. El resto del contenido del Fondo Nacional para la Prevención y 
Respuesta a Emergencias (FONAPRE) debe mantenerse acumulado para atender las 
emergencias que se presenten.  
 
Las actividades de prevención y preparación para la emergencia corresponden a las contenidas 
dentro de Plan Nacional de Contingencias elaborado y coordinado por la Comisión Permanente 
de Contingencias (COPECO).  
 
ARTÍCULO. 27.- DEL FORTALECIMIENTO DEL FONDO NACIONAL PARA LA 
PREVENCIÓN Y RESPUESTA A EMERGENCIAS (FONAPRE). La Secretaría de Estado 
en el Despacho de Finanzas debe establecer el mecanismo de financiación y acumulación del 
Fondo Nacional para la Prevención y Respuesta a Emergencias (FONAPRE) de acuerdo con las 
posibilidades reales del país. Este mecanismo podrá modificarse cada vez que la Secretaría de 
Estado en el Despacho de Finanzas lo estime conveniente de acuerdo con las necesidades 
presupuestarias del país.  
 
Las modificaciones a los mecanismos de financiación establecidas por la Secretaría de Estado 
en el Despacho de Finanzas, deben concertarse con el Comisionado Nacional de la Comisión 
Permanente de Contingencias (COPECO) y estar encaminadas a mejorar la eficiencia del 
manejo y crecimiento del Fondo Nacional para la Prevención y Respuesta a Emergencias 
(FONAPRE). Las modificaciones deben ser comunicadas oficialmente al Sistema Nacional de 
Gestión de Riesgos (SINAGER) a través de su Secretaría Ejecutiva.  
 
El Fondo Nacional para la Prevención y Respuesta a Emergencias (FONAPRE), contará con 
una asignación presupuestaria anual que no sea menor de CINCO MILLONES DE LEMPIRAS 
(L.5,000,000.00) en términos reales, medidos al valor real del monto del primer año de vigencia 
de esta Ley.  
 
ARTÌCULO 28.- AYUDAS Y DONACIONES. El Comisionado de la Comisión Permanente 
de Contingencias (COPECO) en su calidad de Secretario Ejecutivo del Sistema Nacional de 
Gestión de Riesgos (SINAGER), lo mismo que cualquier otro miembro del Sistema Nacional de 
Gestión de Riesgos (SINAGER) debidamente autorizado por el Consejo Directivo, pueden 
gestionar ante la comunidad nacional e internacional la obtención de recursos financieros, 
servicios y bienes materiales, en calidad de donaciones destinados a cubrir toda o parte de los 
aspectos del Plan de Estratégico o Planes Operativos del Sistema Nacional de Gestión de 
Riesgos (SINAGER). Los fondos recaudados, cuando sean destinados a Preparación y 
Respuesta a Emergencia deben ser obligatoriamente depositados dentro de la cuenta del Fondo 
Nacional para la Prevención y Respuesta a Emergencias (FONAPRE) en el Banco Central de 
Honduras. Esto sin detrimento de los recursos asignados por el Congreso Nacional en el 
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Presupuesto Nacional de Ingresos y Egresos de la República y otros que la Secretaría de Estado 
en el Despacho de Finanzas apruebe anualmente.  
 
Los fondos destinados al financiamiento de otras operaciones el Sistema Nacional de Gestión de 
Riesgos (SINAGER) deben ser depositados en cuentas especiales administradas desde la 
Comisión Permanente de Contingencias (COPECO) o cualquiera de sus miembros.  
 
Todas las donaciones internacionales de bienes materiales o servicios serán coordinadas por la 
Comisión Permanente de Contingencias (COPECO) a través de los mecanismos establecidos.  
 
CAPÌTULO V 
DE LAS UNIDADES TÉCNICAS Y OFICIALES DE PREVENCIÓN 
 
ARTÍCULO 29. UNIDAD TÉCNICA DE PREVENCIÓN Y OFICIALES DE 
PREVENCIÓN, REQUISITOS Y FUNCIONES. Todas las instituciones públicas deberán 
nombrar entre su personal  un Oficial de Prevención, que será el Jefe de la Unidad Técnica de 
Prevención, la que funcionará como órgano de apoyo a la Dirección Superior de la institución, 
subordinada jerárquicamente de manera directa. Las Unidades Técnicas de Prevención estarán 
integradas por personal capacitado y certificado por COPECO y el CENICAC y cumplirán con 
las siguientes funciones: 
1. Preparar el Plan Institucional de Gestión de Riesgos, que integrará el Plan Nacional, así 
como los Planes Institucionales de Contingencias. 
2. Preparar y mantener actualizado el inventario de recursos de la institución y el sector. 
3. Orientar y dar seguimiento al trabajo de los delegados territoriales de la institución, que 
integran los Comités Municipales, así como organizar y garantizar el correcto 
funcionamiento del sistema de comunicaciones de la Secretaría o institución y sus 
delegados en los territorios. 
4. Planificar y dirigir las actividades de capacitación y entrenamiento del personal de la 
institución y sus delegaciones territoriales, así como dirigir las simulaciones y simulacros de 
ejecución de los planes de contingencia institucionales y sectoriales. 
5. Cumplir con las funciones específicas sectoriales e institucionales, que serán definidas en el 
Reglamento de la presente Ley. 
 
Los Oficiales de Prevención serán las personas encargadas de garantizar que cada institución 
miembro del SINAGER, incorpore a sus estrategias, programas y proyectos, las acciones 
concretas de Gestión de Riesgos. 
Los Oficiales de Prevención serán, así mismo, los enlaces entre la Secretaría o institución y la 
Secretaría Ejecutiva del SINAGER. Garantizarán la participación y coordinación de la 
institución, a través de su delegado, en el Centro de Operación y Emergencia Nacional (COEN) 
y la ejecución coordinada de las acciones planificadas en el Centro para la debida atención de 
las situaciones de alerta, calamidad, emergencia o desastre. 
 
Los Municipios contarán también con sus Unidades Técnicas de Prevención. 
 
ARTÍCULO 30. FUNCIONES GENERALES DE LOS OFICIALES DE PREVENCIÓN. 
Son funciones generales de los Oficiales de Prevención las siguientes: 
a) Velar por el cumplimiento, en el ámbito de la institución a que pertenece, de las normas y 
procedimientos establecidos en la presente Ley y sus reglamentos. 
b) Denunciar de oficio, o canalizar las denuncias de los particulares, ante las autoridades 
competentes, sobre presuntas violaciones o infracciones de normativas en materia de riesgo 
vigentes en el territorio nacional y dar seguimiento a la imposición, en su caso, de las 
correspondientes sanciones. 
c) Garantizar la incorporación de la gestión de riesgo en los proyectos, planes y programas 
estratégicos institucionales, regionales, departamentales y municipales. Su responsabilidad 
primordial será la transversalización de la gestión del riesgo de acuerdo con las metas 
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sectoriales planteadas en el Plan Nacional de Gestión de Riesgos y de acuerdo con los 
planes de desarrollo territoriales. 
d) Poner en conocimiento del Secretario, Presidente, Gerente, Director, Alcalde, Corporación 
Municipal o Mancomunidad Municipal, la existencia de debilidades o vulnerabilidades 
institucionales en materia de riesgo ante desastres y proponer cursos de acción para 
fortalecerlas. 
e) Planificar y coordinar las actividades de capacitación y entrenamiento del personal de la 
institución y sus delegaciones territoriales, así como coordinar las simulaciones y 
simulacros de ejecución de los planes de contingencia institucionales y sectoriales. 
f) Orientar y contribuir con la Dirección de Planificación correspondiente, en la elaboración de 
los diferentes planes institucionales en materia de riesgo ante desastres. En particular, 
garantizar la elaboración de:  
-El Plan Institucional de Gestión de Riesgos, que integrará el Plan Nacional de Gestión 
de Riesgos. 
-Los Planes Institucionales de Contingencias, que integrará el Plan Nacional de 
Contingencias. 
g) Apoyar de manera sistemática, las actividades de los enlaces institucionales del Centro de 
Operaciones de Emergencia en la atención de cualquier emergencia y coordinar la 
elaboración de la Evaluación de Daños y Análisis de Necesidades (EDAN) de su institución 
y sector. 
h) Autorizar las evaluaciones de riesgo llevadas a cabo en su jurisdicción o sector y certificar a 
los Evaluadores de Riesgo, así como formar parte de los equipos encargados de realizar 
estas evaluaciones, cuando sea necesario, e integrar y participar en las Comisiones ad hoc 
encargadas de realizar dictámenes científico técnicos especiales sobre materias relacionadas 
con los riesgos o situaciones específicas, a iniciativa de la Dirección de Prevención de  la 
COPECO. 
i) Servir de enlace permanente de la institución, municipio o mancomunidad de municipios a 
que pertenece, con la Secretaría Ejecutiva del Sistema Nacional de Gestión de Riesgos 
(SINAGER) y garantizar el correcto flujo de información de y hacia la Secretaría, y de la 
institución con sus delegados en los territorios, para la aplicación de las directrices 
emanadas del Consejo Directivo del SINAGER y de la COPECO. 
Las funciones específicas de los oficiales de prevención, de acuerdo con las competencias y 
funciones de la institución a que pertenece, serán reguladas en el Reglamento general de la 
presente Ley. 
 
CAPITULO VI 
DE LA EVALUACIÓN DE RIESGO DE DESASTRE 
 
ARTÍCULO 31. OBLIGATORIEDAD DE LA EVALUACIÓN DE RIESGOS. Los 
proyectos, instalaciones industriales o cualquier otra actividad pública o privada, susceptible de 
generar riesgos de desastres serán precedidos obligatoriamente de una evaluación de riesgo, que 
permita prevenir los posibles efectos negativos. 
 
En tal virtud, las medidas de prevención y reducción de riesgos de desastres que resulten de 
dichas evaluaciones serán de obligatorio cumplimiento para todas las partes, en la fase de 
ejecución y durante la vida útil de las obras o instalaciones.  
 
En el caso de instalaciones u obras existentes, se realizarán de oficio o a solicitud de un ente 
público, en dependencia de los criterios de vulnerabilidad, importancia estratégica, peligro 
público y otros que establezca COPECO. Se darán los plazos necesarios para la ejecución de las 
medidas reductivas del riesgo o la reubicación en su caso. 
 
ARTÍCULO 32. CONCEPTO DE EVALUACIÓN DE RIESGO DE DESASTRE. El 
riesgo es la probabilidad de que la unidad social o sus medios de vida sufran daños y pérdidas a 
consecuencia del impacto de un peligro. El riesgo es función de un peligro o amenaza que tiene 
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unas determinadas características, y de la vulnerabilidad de una unidad social (personas, 
familias, comunidad, sociedad), estructura física o actividad económica, a dicho peligro. 
La Evaluación de Riesgo de Desastre es una herramienta que permite la identificación y 
evaluación de los probables daños y/o pérdidas ocasionados por el impacto de un peligro sobre 
un proyecto o elementos de este. Así, se identifican e incluyen medidas que eviten la generación 
de vulnerabilidades o corrijan las existentes de tal manera que se reduzca el riesgo en las 
alternativas de solución al problema planteado. 
 
ARTÍCULO 33. ELEMENTOS QUE INTEGRAN LA EVALUACIÓN DE RIESGO. La 
Evaluación de Riesgo de Desastre debe incluir como mínimo los siguientes elementos, que 
deberán desarrollarse y concretarse como partes de un proceso integral. Estos son: 
a) Localización en zonas de riesgo y análisis de contexto (cuenca). 
b) Determinación y revisión de los alcances de la normativa de zonificación. 
c) Evaluación de sitio. 
d) Análisis del entorno construido. 
e) Evaluación de la infraestructura  construida o proyectada (estructural, diseño, aguas 
pluviales, calidad de construcción) 
f) Evaluación funcional: carácter de la infraestructura, alcance del servicio prestado. 
g) Modalidad de contratación. 
h) Generación de riesgos. 
i) Taludes y obras de estabilización. 
j) Otras obras de mitigación. 
 
Todos estos elementos, en sus diferentes fases, serán desarrollados y constarán en una Guía 
Práctica de Evaluación de Riesgo, que deberá formularse con el concurso y participación de los 
expertos y oficiales de prevención de las instituciones que integran el SINAGER, certificados 
por COPECO, y que deberá oficializar el Consejo Directivo del SINAGER. 
 
ARTÍCULO 34. CLASES DE EVALUACIÓN DE RIESGO. Las evaluaciones de riesgo 
podrán hacerse: 
a) De oficio o por solicitud de un ente público;  
b) Como requisito para obtener un permiso de construcción; y, por último,  
c) Como requisito para obtener el permiso de funcionamiento de un comercio o industria. 
 
Las evaluaciones podrán hacerse durante la fase de preinversión, como requisito para la 
aprobación del financiamiento de un proyecto o como requisito para el otorgamiento del 
permiso o autorización para construir o para el funcionamiento de un comercio o industria. Las 
evaluaciones podrán hacerse también en obras ya existentes, en zonas afectadas por desastres o 
en zonas consideradas bajo riesgo inminente.  
 
Las evaluaciones también podrán hacerse en el marco de planes de desarrollo, de planes de 
ordenamiento territorial o desarrollo urbanístico, de mandatos contenidos en ordenanzas 
municipales y cualquier otro tipo de normativas de planificación territorial, con el fin de 
contribuir a la clasificación de las áreas o zonas territoriales urbanas o rurales, ordenar el uso del 
suelo y establecer las limitaciones necesarias a la propiedad en función del interés público y la 
seguridad de los habitantes. 
 
La Secretaría de Finanzas exigirá la evaluación de riesgos en todos los proyectos que se 
incluyan en los Planes de Preinversión e Inversión Pública y exigirá también a los Gobiernos 
Locales la integración de la Evaluación de Riesgos en los Planes de Inversión Municipales, a ser 
financiados con transferencias presupuestarias. Así mismo, se exigirá la Evaluación de Riesgos 
en los proyectos municipales de asentamientos humanos y relocalización, así como en los 
planes municipales de recuperación temprana y reconstrucción. 
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ARTÍCULO 35. EVALUACIÓN PRELIMINAR. La evaluación del sitio y del entorno 
construido serán los elementos fundamentales de la evaluación preliminar, junto a los otros 
criterios que lleguen a definirse en la Guía Práctica que deberá preparar la COPECO y ser 
aprobada por el Consejo Directivo del SINAGER.  
 
Esta evaluación preliminar, en función de sus resultados, podrá dar lugar a la evaluación 
definitiva, en el cual deberán incluirse las medidas preventivas y/o  reductivas del riesgo,  
necesarias para el otorgamiento del permiso o autorización correspondiente o la clasificación del 
área con  las limitaciones al uso del suelo que deberán ser normadas por la autoridad 
competente. 
La evaluación preliminar determinará, en su caso, los estudios geológicos, estructurales y 
funcionales adicionales necesarios para la evaluación definitiva. 
 
ARTÍCULO 36. CONTENIDO DE LA EVALUACIÓN DE RIESGO. Las instancias 
consultadas, los criterios, parámetros y mediciones utilizados para la determinación de los 
niveles de riesgo, así como las recomendaciones respecto a las medidas de prevención y 
reducción de riesgos y las restricciones o limitaciones al uso de la tierra que en su caso deberá 
poner en práctica la autoridad correspondiente, deberán constar con claridad en el Dictamen 
correspondiente. El Dictamen será firmado por todos y cada uno de los miembros del equipo 
técnico de evaluadores y contendrá las observaciones o reservas que cada quien tuviese a bien 
hacer. Será finalmente autorizado y oficializado por el Oficial de Prevención del Municipio, 
Mancomunidad o Región correspondiente.  
 
Si el dictamen concluye que los niveles de riesgo no admiten posibles medidas de prevención o 
reducción de los riesgos, tratándose de riesgos no mitigables, deberá determinar con exactitud 
las áreas que deberán ser declaradas inhabitables, señalando con precisión las edificaciones o 
parte de las edificaciones que deberán ser desocupadas y el número de personas y familias que 
deberán ser desalojadas y reasentadas. 
 
ARTÍCULO 37. DECLARACIÓN DE ÁREA INHABITABLE Y DE ALTO RIESGO NO 
MITIGABLE Y ZONA DE PROTECCIÓN. La declaración de área inhabitable y de alto 
riesgo no mitigable, en base a la evaluación o análisis de riesgo de desastre debidamente 
autorizada y una vez firme, corresponde hacerla a la Corporación Municipal, de conformidad 
con la facultad que le otorga el Artículo 25 de la Ley de Municipalidades de dictar todas las 
medidas de ordenamiento urbano. De manera simultánea a la declaración de área inhabitable y 
de alto riesgo no mitigable, se establecerá una zona de protección más amplia, que circundará a 
la primera y quedará   sujeta a las medidas especiales de control y prevención de asentamientos 
ilegales que la Corporación Municipal estime convenientes. 
 
ARTÍCULO 38. APELACIÓN. Contra la declaración de área de alto riesgo no mitigable y 
área inhabitable solamente cabe el recurso de apelación ante el Gobernador Departamental, de 
conformidad al Artículo 7, Numeral 4, de la Ley de Municipalidades, y se estará a lo dispuesto 
en los Artículos 216 a 223 del Acuerdo 018-93, Reglamento de la Ley de Municipalidades. 
 
ARTÍCULO 39. EXPROPIACIÓN FORZOSA. La declaratoria de área inhabitable y de alto 
riesgo no mitigable, junto a la definición de la zona de protección, se hará por Acuerdo de la 
Corporación Municipal y servirá de base suficiente para iniciar los procedimientos previstos en 
la Ley de Expropiación Forzosa, de conformidad a lo dispuesto en el Artículo 9 de dicha Ley. 
 
En todo caso el procedimiento de expropiación no se iniciará mientras las propiedades 
afectadas, si presentaren problemas legales, no hayan sido sometidas al Programa Nacional de 
Regularización Predial, mientras no haya sido aprobado el Plan de Reasentamiento y mientras 
no esté garantizado el financiamiento del proyecto de reasentamiento involuntario.  
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Un Reglamento especial regulará los requisitos y etapas que debe incluir el Plan de 
Reasentamiento, así como las responsabilidades de las diferentes instituciones del Estado que 
intervienen en su diseño y ejecución. 
 
ARTÍCULO 40. SISTEMA DE INFORMACIÓN TERRITORIAL Y REGISTRO 
ESPECIAL DE ÁREAS DE RIESGO. La declaratoria de área inhabitable y de alto riesgo no 
mitigable, junto a la declaratoria y definición de la zona de protección, serán comunicadas de 
inmediato al Sistema de Información Territorial, de manera que sean reflejadas en los diferentes 
instrumentos técnicos del ordenamiento territorial que regula el Decreto 180-2003, Ley de 
Ordenamiento Territorial. 
 
De igual manera, las propiedades afectadas por estas declaratorias se inscribirán en un Registro 
Especial de Áreas de Riesgo, que será creado de conformidad a los Artículos 24 y 28, Numeral 
5, de la Ley de Propiedad. 
 
El Programa Nacional de Regularización Predial podrá establecer un régimen especial para la 
regularización de las propiedades afectadas por estas declaratorias, a fin de hacerlo más 
expedito.  
Los procedimientos y criterios de expropiación para la regularización serán los contemplados en 
la Ley de Propiedad para estos procesos. 
 
ARTÍCULO 41. PLAN DE IMPLEMENTACIÓN DE LA EVALUACIÓN DE RIESGO DE 
DESASTRE. La implementación de la evaluación de riesgo de desastre, así como la 
capacitación y acreditación de los evaluadores de riesgos deberá responder a un Plan Especial 
que deberá proponer  COPECO y autorizar el Consejo Directivo. Dicho Plan de implementación 
de la evaluación de riesgo de desastre deberá tener en cuenta lo siguiente: 
 
a) La evaluación de riesgo de las edificaciones menores será realizada, solicitada y contratada 
por la autoridad local, de acuerdo con sus competencias, según lo dispuesto en la Ley de 
Municipios y otras leyes de la República.  
 
b) La evaluación de riesgo de las infraestructuras mayores se  realizará a través de una tasa 
adicional de ….%, aplicada a las licencias ambientales. 
 
c) La evaluación de riesgos de las edificaciones públicas estatales será realizada, solicitada y  
contratada por las entidades a cargo de los temas sectoriales o de la infraestructura.  
 
 
CAPÍTULO VII 
DEL PLAN NACIONAL DE GESTIÓN DE RIESGOS 
 
ARTÍCULO 42. OBJETO, COBERTURA Y VIGENCIA DEL PLAN NACIONAL DE 
GESTIÓN DE RIESGOS. El Plan Nacional de Gestión de Riesgos definirá políticas, 
estrategias, programas y acciones para el manejo de los riesgos con enfoque sectorial, el estudio 
de las vulnerabilidades existentes y su mitigación y los preparativos para la atención y 
recuperación en caso de desastres. 
 
El área de cobertura será todo el territorio de la República de Honduras, en los diferentes niveles 
político-administrativos: Nacional, Regional, Departamental, Municipal y Local. El Plan de 
Gestión de Riesgo será parte del Plan de Nación y estará en correspondencia con la Visión de 
País.  
 
El proceso de la elaboración del plan será coordinado por la Comisión Permanente de 
Contingencias (COPECO) a través de la Dirección de Gestión de la Prevención, con los 
miembros del SISTEMA NACIONAL DE GESTIÓN DE RIESGOS (SINAGER).- El Plan 
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Nacional de Gestión de Riesgos deberá ser revisado y actualizado al menos cada dos años o en 
un tiempo menor por situaciones extraordinarias. 
 
 
CAPITULO VIII 
INFRACCIONES  ADMINISTRATIVAS Y SANCIONES 
 
ARTÍCULO 43.-INFRACCIONES ADMINISTRATIVAS. Son las acciones u omisiones en 
que incurren las autoridades, funcionarios, servidores y empleados públicos en general, así 
como las personas  naturales y jurídicas, en contra de lo establecido en la presente Ley. 
 
Constituyen infracciones las siguientes: 
 
a) Impedir o dificultar las inspecciones o comprobaciones de los funcionarios 
competentes, recurrir a medios de cualquier índole para inducirlos a error, o presentar a 
las autoridades competentes, datos total o parcialmente falsos.  
b) El incumplimiento de las normas técnicas de seguridad establecidas por COPECO. 
c) El inicio de la obra o actividad sin la evaluación de riesgo y la correspondiente 
autorización o licencia. 
d) La omisión de la ejecución de las medidas correctivas y de mitigación, contenidas en las 
evaluaciones de riesgo. 
e) La no participación de las instituciones públicas en los órganos e instancias de 
coordinación, nacionales y territoriales, en el Consejo Directivo, Comités de Consulta, 
Comité Científico-Técnico, Comisiones y Mesas de Trabajo. 
f) Otras que se establezcan por Ley o normativa expresamente autorizada por Ley. 
 
ARTÍCULO 44. SANCIONES. Las sanciones por las infracciones establecidas en la presente 
Ley, serán impuestas por la Secretaría Ejecutiva del SINAGER y COPECO, por el Municipio o 
por la Secretaría de Ambiente y Recursos Naturales, según el caso. Estas sanciones podrán 
consistir en la inhabilitación para ejercer la actividad, temporal o definitiva; multa; 
amonestación, suspensión y revocación de certificados, permisos, registros y autorizaciones; 
clausura temporal o definitiva de establecimientos;  y demolición.  
 
En el caso de las infracciones por incumplimiento de las obligaciones establecidas en la presente 
Ley, cometidas por funcionarios, servidores o empleados públicos, la sanción será impuesta por 
el superior jerárquico del responsable de la infracción y podrá ir desde una amonestación verbal 
o escrita, privada o pública, hasta una multa de hasta tres salarios básicos urbanos o el despido 
definitivo, atendiendo a la gravedad de la infracción.  
 
El Reglamento de la Ley determinará las sanciones correspondientes a cada una de las 
infracciones tipificadas en la presente Ley, de conformidad con los principios de legalidad, 
tipicidad, culpabilidad, presunción de inocencia y proporcionalidad. El Reglamento de la Ley 
clasificará las infracciones en graves, menos graves y leves, atendiendo a la: 
 
a) Gravedad del riesgo generado por la acción u omisión para la vida humana; 
b) Reincidencia; 
c) Repercusión social y económica; y, 
d) Capacidad económica del responsable de la infracción debidamente comprobada. 
 
El infractor, además de cumplir con la sanción, deberá reponer la situación alterada a su estado 
anterior, así como indemnizar los daños y perjuicios ocasionados a terceros. 
 
La imposición de sanciones administrativas no exime a los infractores de las responsabilidades 
civiles y penales a que su actuación diere lugar. 
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ARTÍCULO 45. PROCEDIMIENTO. Para la determinación de las infracciones 
administrativas y su sanción, así como la tramitación de los correspondientes recursos, se estará 
a lo dispuesto en la Ley de Procedimiento Administrativo y, en todo caso, se notificarán al 
inculpado los cargos imputados, a fin de que pueda realizar las alegaciones en su defensa.  
Agotada la vía administrativa, procederá la acción contenciosa administrativa, que se 
sustanciará de conformidad con la Ley respectiva. 
 
CAPÍTULO IX 
LAS ALERTAS Y DECLARACIONES DE EMERGENCIA, DESASTRES Y CALAMIDAD 
 
ARTÍCULO 46.-DECLARATORIA DE ALERTAS. El Comisionado de la Comisión 
Permanente de Contingencias (COPECO), en consulta con los Comité Técnico-científico 
encargado del monitoreo y análisis de los fenómenos naturales, será el encargado de declarar los 
diferentes niveles de alerta, frente a la inminencia, eventualidad o impacto de una amenaza 
natural o antropogénica.  
 
Los Comités de Emergencia Municipal, presididos por los Alcaldes Municipales, pueden hacer 
las declaratorias de alerta o emergencia correspondientes a su perímetro municipal.  
 
La declaratoria de alerta debe ser clara, asequible a toda la población, difundida y repetida por 
los medios de información del país y contener las medidas generales de prevención, preparación 
y protección que deben tomar la población que se podrá ver afectada.  
 
La alerta puede ser blanca, verde, amarilla o roja, según el nivel de gravedad, y puede ser 
nacional o limitada a parte del territorio. Los criterios para su declaración y las medidas que 
cada una de ellas exige para ponerse en práctica, serán regulados por el Reglamento de la 
presente ley.  
 
ARTÍCULO  47. DECLARATORIA DE EMERGENCIA, DESASTRE O CALAMIDAD. 
El Comisionado Nacional puede solicitar por cualquier medio a su alcance, al Titular del 
Ejecutivo la declaratoria de emergencia, desastre o calamidad correspondiente, teniendo en 
cuenta los aspectos siguientes:  
 
1. La determinación del tipo de contingencia y la ubicación geográfica de las zonas afectadas;  
2. La magnitud de los daños ocasionados por la contingencia en el aspecto humano, económico 
y productivo;  
3.- La estimación preliminar de la cuantía de los recursos materiales y financieros a utilizarse;  
4.- La descripción de las medidas de emergencia que se han tomado y demás que deben 
aplicarse para enfrentar el problema;  
5.- Las medidas especiales y particulares y las acciones de cooperación exigidas a la población 
en general; y,  
6.- Los mecanismos de coordinación adoptados para la recepción, manejo y distribución de la 
ayuda nacional e internacional.  
La declaratoria de emergencia por parte de las Alcaldías Municipales debe justificarse e incluir 
los mismos aspectos, referidos en los incisos anteriores, pero referidos a sus propios límites 
territoriales.  
 
ARTÍCULO 48. CONTENIDO DE LA DECLARATORIA DE EMERGENCIA, 
DESASTRE O CALAMIDAD. La resolución adoptada por el Titular del Ejecutivo, 
declarando la emergencia, desastre o calamidad contendrá:  
1. La delimitación de la zona o zonas afectadas o amenazadas;  
2. La determinación de las fuentes y la cuantía de los recursos financieros a utilizarse;  
3. Disposiciones de carácter obligatorio y otra medidas consideras necesarias;  
4. El tiempo que durarán las medidas especiales; y,  
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5. Una vez declarada la emergencia y la evacuación de personas en sitios que sean 
considerados de alto riesgo, las autoridades civiles y militares estarán facultadas a realizar 
evacuaciones obligatorias con el fin de salvaguardar las vidas humanas.  
6. Cuando la magnitud del desastre lo merite, la declaratoria será informada en el plazo de 
veinticuatro (24) horas al Congreso Nacional, a fin de que este tome las medidas pertinentes 
dentro de la esfera de su competencia; siendo todas aquellas necesarias para coadyuvar a hacerle 
frente a la situación.  
 
El reglamento de la presente Ley regulará las causales de declaratoria de emergencia, desastre o 
calamidad y sus alcances.  
 
ARTÍCULO 49. EMERGENCIAS MUNICIPALES. Las Corporaciones Municipales, al tenor 
del Artículo 25 del Decreto No 134-90, de fecha 29 de octubre de 1990, contentivo de la ley de 
municipalidades, pueden declarar el estado de emergencia o calamidad pública en su 
jurisdicción, cuando así fuere necesario y ordenar las medidas convenientes.  
 
En tales casos, informará de manera inmediata al Consejo Directivo del Sistema Nacional de 
Gestión de Riesgos (SINAGER) a través del Comisionado Nacional de la Comisión Permanente 
de Contingencias (COPECO), las razones que motivaron tal declaratoria, así como la 
correspondiente evaluación preliminar de daños y análisis de necesidades, con el objeto de 
definir el apoyo necesario de parte de las instancias del Sistema Nacional de Gestión de Riesgos 
(SINAGER).  
 
SECCIÓN ÚNICA 
EMERGENCIAS ESPECIALES: EPIDEMIOLÓGICAS, AMBIENTALES, 
AGROPECUARIAS Y FORESTALES 
 
ARTÍCULO  50.  EMERGENCIAS EPIDEMIOLÓGICAS Y AMBIENTALES. La 
Secretaría de Estado en el Despacho de salud, será la encargada de declarar las emergencias 
epidemiológicas y las medias de control y prevención del sector salud, de acuerdo con lo 
dispuesto en el Decreto No 65 de fecha 29 de mayo de 1991, contentivo del Código de Salud. 
La Secretaría de Estado en el Despacho de Salud coordinará y dirigirá a las otras instancias del 
Sistema Nacional de Gestión de Riesgos (SINAGER) para hacer un efectivo control 
epidemiológico.  
 
La Secretaría de Estado en los Despachos de Recursos Naturales y Ambiente, en coordinación 
con la Sistema Nacional de Gestión de Riesgos (SINAGER), Puede recomendar y hacer las 
declaratorias sobre desastres, emergencias y otras contingencias ambientales.  
 
La Secretaría de Estado en los Despachos Agricultura y Ganadería, en forma coordinada, hará 
las declaratorias por desastres o emergencias fitosanitarias.  
 
ARTÍCULO 51. DECLARATORIA DE ESTADO DE EMERGENCIA FORESTAL. El 
Comité Nacional de Protección Forestal, Áreas Protegidas y Vida Silvestre (CONOPRAFOR), 
contemplado en el Decreto No.98-2007 del 13 de septiembre de 2007, en coordinación con el 
Sistema Nacional de Gestión de Riesgos (SINAGER) será el encargado de solicitar la 
declaratoria de áreas de emergencia forestal.  
 
ARTÍCULO 52. APOYO A LAS DECLARATORIAS DE EMERGENCIA O 
DESASTRES. El Comisionado Nacional de la Comisión Permanente de Contingencias 
(COPECO) tiene la obligación de apoyar las acciones contenidas dentro de cualquiera de las 
declaratorias de emergencia o desastres señaladas en esta ley, convocar a los miembros del 
Sistema Nacional de Gestión de Riesgos (SINAGER) que sean necesarios para llevar acabo las 
acciones concretas, para poder responder a dichos eventos.  
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Cualquier tipo de declaración de emergencia especial hechas por cualquier autoridad diferente a 
la Comisión Permanente de Contingencias (COPECO), de acuerdo a lo que señala la ley, tiene 
la misma categoría y poder de acción, como si las hubiera emitido la Comisión Permanente de 
Contingencias (COPECO).  
 
Con dichas declaratorias se pueden ejecutar las actividades urgentes de respuesta que sean 
necesarias; por lo tanto, las demás autoridades, civiles y militares, no deben minimizar el poder 
de dichas declaratorias por lo que deben cumplir a cabalidad lo que se dispone en ellas y 
ejecutar lo que se les manda.  
 
CAPÍTULO X 
PREFERENCIA Y CARÁCTER DE LA LEY 
 
ARTÍCULO 53. PREFERENCIA DE DISPOSICIONES EN MATERIA DE GESTIÓN 
DE RIESGOS O DESASTRES. Las disposiciones de la presente Ley constituyen el marco 
normativo preferente en materia de Gestión de Riesgos y desastres. El Consejo Directivo del 
Sistema Nacional de Gestión de Riesgos (SINAGER) formalizará las disposiciones obligatorias 
a cumplir por todos los miembros del Sistema Nacional de Gestión de Riesgos (SINAGER), 
para lograr la más conveniente complementariedad en sus funciones. Tales disposiciones deben 
ser consideradas como parte reglamentaria de las instituciones públicas o de las normativas 
internas de las organizaciones involucradas.  
 
ARTÍCULO 54. ORDEN PÚBLICO E INTERES SOCIAL. La presente ley es de orden 
público y de interés social. Todas las instituciones públicas están obligadas a destinar recursos 
materiales, humanos, tecnológicos y financieros para impulsar los compromisos contraídos y las 
disposiciones establecidas por el Sistema Nacional de Gestión de Riesgos (SINAGER) en 
materia de Gestión del Riesgo, con el fin de reducir los potenciales riesgos para proteger la vida 
de las personas. El sector privado está en la obligación de colaborar con el sector público en la 
prevención y reducción de los riesgos, de manera particular en situaciones de emergencia, 
desastre o calamidad.  
 
ARTÍCULO  55.  PRIORIDAD DE LAS ACCIONES DE EMERGENCIA. Las actividades 
desarrolladas para atender a la población en riesgo durante las alarmas y emergencias son para 
el Estado de la más alta prioridad. Todos los miembros del Sistema Nacional de Gestión de 
Riesgos (SINAGER) y en general todas las instituciones y organizaciones del país deben tener 
dispuestos los recursos a su alcance para apoyar las tareas de atención a los evacuados o 
afectados. El Comisionado de la Comisión Permanente de Contingencias (COPECO) o sus 
representantes autorizados, en momentos alerta o emergencia hará saber a cualquier persona o 
grupo el entorpecimiento de las labores vitales de protección que pudiere estar sufriendo 
cualquier miembro del Sistema Nacional de Gestión de Riesgos (SINAGER) y si no obedece, 
estará autorizado a solicitar el auxilio de la fuerza pública.  
 
COPECO establecerá con la Policía y la Municipalidad las coordinaciones necesarias para la 
aplicación efectiva de las medidas contempladas en el Artículo 24 de la Ley de Policía y 
Convivencia Social, en particular las contenidas en los numerales 2, 7,9,10 y 11 en casos de 
emergencia, desastre o calamidad grave, perturbación del orden, declarados por el Poder 
Ejecutivo o autoridad competente.  
 
CAPÍTULO XI 
DISPOSICIONES FINALES Y TRANSITORIAS 
 
ARTÍCULO 56. CONSEJO DIRECTIVO DEL SISTEMA NACIONAL DE GESTIÓN DE 
RIESGOS (SINAGER). La actual directiva de la Comisión Permanente de Contingencias 
(COPECO) será reemplazada por los miembros permanentes del Consejo directivo del Sistema 
Nacional de Gestión de Riesgos (SINAGER), que establece el artículo 6 de esta ley e integrará 
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posteriormente a los miembros temporales, cuando estos sean electos en debida forma, para que 
completen el Consejo directivo del Sistema Nacional de Gestión de Riesgos (SINAGER).  
 
ARTÍCULO 57. ESTRUCTURAS OPERATIVAS DEL SISTEMA NACIONAL DE 
GESTIÓN DE RIESGOS (SINAGER). El Comisionado Nacional de la Comisión Permanente 
de Contingencias (COPECO) procederá con la vigencia de esta Ley a modificar las estructuras 
necesarias para el buen funcionamiento de la Comisión Permanente de Contingencias 
(COPECO), a fin de que las unidades técnicas adscritas a él puedan cumplir con las direcciones 
necesarias para atender las funcionalidades definidas en la presente ley.  
 
El Reglamento de esta Ley definirá la organización y desarrollará las funciones de las 
estructuras operativas de la Comisión Permanente de Contingencias (COPECO) en función de 
los objetivos del Sistema Nacional de Gestión de Riesgos (SINAGER) y las propias de la 
Comisión Permanente de Contingencias (COPECO).  
 
ARTÍCULO 58. LOS ACTIVOS DE LA COMISIÓN PERMANENTE DE 
CONTINGENCIAS (COPECO). Con la vigencia de esta Ley, los Activos de la Comisión 
Permanente de Contingencias (COPECO) seguirán siendo administrados por el Comisionado de 
La Comisión Permanente de Contingencias (COPECO).  
 
ARTÍCULO 59. CENTRO NACIONAL DE INVESTIGACIÓN Y CAPACITACIÓN EN 
ATENCIÓN A CONTINGENCIAS (CENICAC) Y CENTRO NACIONAL DE 
INFORMACIÓN Y DOCUMENTACIÓN (CENID). El Sistema Nacional de Gestión de 
Riesgos (SINAGER) reconoce al Centro Nacional de Investigación y capacitación en atención a 
contingencias (CENICAC) y al Centro Nacional de Información y Documentación (CENID), 
como instancias de la Comisión Permanente de Contingencias (COPECO), al Centro Nacional 
de Información y Documentación (CENID) se le reconocerá de ahora en adelante con las siglas 
de “CENID-GDR”. Los propósitos de ambos centros serán: El Centro Nacional de Investigación 
y Capacitación en Contingencias (CENICAC) desarrollará programas, proyectos y acciones de 
capacitación e investigación en la amplia temática de Gestión de Riesgos; el Centro de Nacional 
de Información y Documentación (CENID-GDR) documentará, informará y promoverá el 
acceso distribución y creación de información relacionada con la Gestión de riesgos.  
 
Cada centro contará con un director(a) los(as) cuales serán nombrados(as) por el Comisionado 
Nacional de la Comisión Permanente de Contingencias (COPECO). Contarán con estructuras 
propias, para ejecutar las funciones de apoyo les encomienda el sistema.  
 
El Centro Nacional de Investigación y Capacitación en Contingencias (COPECO) y el Centro 
Nacional de Formación y Documentación (CENID-GDR) serán reorganizados 
reglamentariamente para que puedan responder en la materia de Gestión de Riesgo, tal como lo 
establece la presente Ley.  
 
ARTÍCULO  60. OPERATIVIDAD DEL SISTEMA. De acuerdo a las nuevas políticas y 
normativas de organización territorial y/o geofísicas que resulten, las estructuras operativas del 
Sistema Nacional de Gestión de Riesgos (SINAGER) se reorganizarán para lograr su 
efectividad, de acuerdo a los planes y estrategias en gestión de Riesgos que hayan sido 
aprobados.  
 
ARTÍCULO  61.  INTEGRACIÓN CENTROAMERICANA Y EXTRAREGIONAL. Todos 
los países de la región centroamericana han actualizado sus normativas enfocadas en la Gestión 
de Riesgos, incluyendo vinculaciones legales para trabajar coordinadamente, haciendo un frente 
común para enfrentar los retos que derivan de las amenazas por el cambio climático.  
Honduras en el marco del sistema de Integración Centroamericana (SICA), pasará a integrarse 
formalmente, mediante el Sistema Nacional de Gestión de Riesgos (SINAGER), al Centro de 
Coordinación para la Prevención de Desastres Naturales en América Central (CEPREDENAC), 
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el cual es una instancia regional creada para responder con más efectividad a la prevención de 
los desastres y calamidades en el Istmo. El Sistema Puede integrarse a cualquier otra instancia 
extra regional o extra continental, con la finalidad de crear instancias efectivas de apoyo y 
solidaridad humana.  
 
ARTÍCULO  62.  INICIO DE FUNCIONES DEL CONSEJO DIRECTIVO. El Consejo 
Directivo iniciara sus funciones en un máximo de quince (15) días después de la vacatio legis 
determinada para esta Ley. La Comisión Permanente de Contingencias (COPECO) debe hacer 
las comunicaciones respectivas a las diferentes instancias que deban conformar tal Consejo 
desde el momento en que esta Ley sea publicada en el Diario Oficial “.La Gaceta”.  
 
ARTÍCULO 63.  ASEGURAMIENTO DE BIENES. Todas las instituciones públicas estarán 
obligadas a asegurar sus bienes contra todo riesgo generado por desastres o catástrofes, 
naturales o antrópicos, que provoquen un daño público directo y los daños que se deriven de los 
mismos. Previo  a la obtención del seguro, las instituciones deberán solicitar al SINAGER, una 
evaluación de riesgos de los bienes a su cargo, para posteriormente lograr una negociación 
efectiva con las compañías aseguradoras, de acuerdo a lo establecido en la ley de contratación 
del estado y la ley general de la administración publica.  
 
ARTÍCULO  64.  DEROGACIONES. Se deroga la Ley de Contingencias Nacionales, 
contenida en el Decreto No 9-90-E; de fecha12 de diciembre de 1990; publicado en el Diario 
Oficial “La Gaceta” No 26,348 del 25 de enero de 1991 y sus reformas, contenidas en el 
Decreto No, 217-93 de fecha 1 de octubre de 1993; publicada en el Diario Oficial “La Gaceta” 
No 27,237 del 31 de diciembre de 1993.  
 
ARTÍCULO 65.  REGLAMENTACIÓN. El Sistema Nacional de Gestión de Riesgos 
(SINAGER) a partir de la vigencia de esta Ley, procederá a reglamentar la misma en un proceso 
coordinado, participativo e inclusivo, en un plazo no mayor a ciento veinte (120) días.  
 
ARTÍCULO  66.  VIGENCIA. La presente Ley entrara en vigencia veinte (20) días después de 
su publicación en el Diario Oficial “La Gaceta”.  
 
Dado en la ciudad de Tegucigalpa, Municipio de Distrito Central en el Salón de Sesiones del 
Congreso Nacional, a los… días del mes de … de dos mil doce.  
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3. SEGUNDA PROPUESTA DE REFORMAS A LA LEY 
DEL  SINAGER 
 
 
EL CONGRESO NACIONAL 
 
Considerando que es un deber del Estado de Honduras garantizar la vida de las personas que 
habitan el territorio nacional, expuestas a los riesgos derivados de la ocurrencia de fenómenos 
naturales derivados del cambio climático y de accidentes tecnológicos.  
 
Considerando que a pesar de existir distintas instituciones públicas y privadas con 
competencias y funciones relacionadas con la Gestión de Riesgos derivados de amenazas 
naturales y antropogénicas, es necesario garantizar que cada una de estas instancias actúe 
orientando su accionar hacia la prevención y reducción de riesgos de manera coordinada e 
integral, en el marco de un Sistema especialmente diseñado para gestionar los riesgos de 
desastre, de manera que se garantice un impacto más eficiente en la prevención, mitigación, 
adaptación, reducción de riesgos, manejo financiero de los riesgos y desastres, preparativos, 
respuesta, recuperación temprana, rehabilitación y reconstrucción. 
 
Considerando que la Resolución No.42/169 de la Organización de las Naciones Unidas declaró 
la década de los noventa como “Decenio Internacional para la Reducción de Desastres” y su 
continuidad a partir del año 2000 como la “Estrategia Internacional para la Reducción de 
Desastres”, en la que se insta a los países miembros de la Organización a armonizar y actualizar 
sus respectivos ordenamientos jurídicos en materia de desastres, consolidando una legislación 
específica. 
 
Considerando que es de la mayor importancia para la seguridad y el desarrollo nacional 
incorporar la gestión del riesgo, como parte integral del proceso de transformación y desarrollo 
sostenible, en las políticas, planes, programas y proyectos en el ámbito local y nacional. 
 
Considerando que actualmente se encuentran vigentes la Ley de Contingencias Nacionales, 
contenida en el Decreto No 9-90-E de fecha 12 de diciembre de 1990; publicada en el Diario 
Oficial “La Gaceta” No 26,348 del 25 de enero de 1991; y el Decreto Número 151-2009, 
creador del Sistema Nacional de Gestión de Riesgo (SINAGER), publicado en “La Gaceta” el 
26 de diciembre de 2009. 
 
Considerando que los instrumentos jurídicos existentes son insuficientes para garantizar una 
gestión de riesgo integral y que es de suma importancia y urgencia fortalecer el funcionamiento 
del SINAGER, a través de un marco jurídico único que respete los principios del Estado de 
Derecho y añada claridad y seguridad a la normativa jurídica que regula la gestión de riesgos.  
 
 
 
 
 POR TANTO,  
DECRETA: 
 
La siguiente:  
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LEY  DE REFORMA DEL SISTEMA NACIONAL DE GESTIÓN DE RIESGOS 
(SINAGER) 
 
 
CAPÍTULO I 
DEL OBJETO Y MARCO INSTITUCIONAL DE LA PRESENTE LEY 
 
ARTÍCULO 1.-OBJETO DE LA LEY. La presente Ley tiene por objeto crear el Sistema 
Nacional de Gestión de Riesgos, el cual también será conocido con las siglas de “SINAGER”, 
con el propósito de promover y ejecutar los lineamientos de política pública que permitan tanto 
al Estado hondureño como a los distintos sectores de la sociedad, incorporar el concepto de 
gestión de riesgo como eje transversal de la planificación y las prácticas de desarrollo.  
 
La presente Ley constituye el marco legal hondureño orientado a que el país cuente y desarrolle 
la capacidad de prevenir y disminuir los riesgos de potenciales desastres, así como de  
prepararse, responder y recuperarse de los daños provocados por los fenómenos naturales que lo 
impacten o por aquellos generados por las actividades humanas, eventos antrópicos o 
tecnológicos.  
 
Por el elevado grado de vulnerabilidad y afectación recurrente que sufre nuestro país, que 
impide un adecuado desarrollo de la Nación, la Gestión de Riesgos se considera tema de 
“Seguridad Nacional.”  
 
ARTÍCULO 2.- MARCO INSTITUCIONAL. El marco institucional del Sistema Nacional de 
Gestión de Riesgos (SINAGER) comprende a todos los sectores de la sociedad hondureña, tanto 
las instituciones existentes como a las que lleguen a existir, y tanto del sector público como del 
privado. Comprende, en este sentido, al Gobierno Central, los órganos desconcentrados y 
descentralizados, así como las entidades autónomas, las empresas privadas, las organizaciones 
obreras y campesinas, las diferentes organizaciones de desarrollo reconocidas en el país y todas 
aquellas organizaciones aglutinadas en la denominada sociedad civil, las de género y de grupos 
étnicos.  
 
En dicho marco interinstitucional se definirán, planificarán y ejecutarán todas las acciones 
relacionadas con el cambio climático, la asistencia de ayuda humanitaria en caso de desastres y 
emergencia, las acciones de prevención, mitigación, recuperación temprana, rehabilitación y 
reconstrucción, todo lo cual se encuentra comprendido dentro del concepto de “Gestión de 
Riesgos” referido en esta Ley. 
 
ARTÍCULO 3. TÉRMINOS Y CONCEPTOS DE USO FRECUENTE. Para los efectos de 
la presente Ley se entiende por: 
 
ALERTA (TEMPRANA): situación que se declara a través de instituciones, 
organizaciones e individuos responsables y previamente identificados, que permite la provisión 
de información adecuada, precisa y efectiva previa a la manifestación de un fenómeno 
peligroso, con el fin de que los organismos operativos de emergencia activen procedimientos de 
acción preestablecidos y la población tome precauciones específicas. Además de informar a la 
población acerca del peligro, los estados de alerta se declaran con el propósito de que la 
población y las instituciones adopten una acción específica ante la situación que se presenta.  
 
AMENAZA: Es la probabilidad de ocurrencia de un evento (sismos, deslizamientos, 
inundaciones, huracanes, tsunamis, erupciones volcánicas, etc.) potencialmente dañino, 
caracterizado por una cierta intensidad, dentro de un periodo dado y en un área determinada. 
 
AMENAZA NATURAL: peligro latente asociado con la posible manifestación de un 
fenómeno de origen natural –por ejemplo, un terremoto, una erupción volcánica, un tsunami o 
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un huracán- cuya génesis se encuentra totalmente en los procesos naturales de transformación y 
modificación de la Tierra y el ambiente. Suelen clasificarse de acuerdo con sus orígenes 
terrestres o atmosféricos, permitiendo identificar, entre otras, amenazas geológicas, 
geomorfológicos, climatológicas, hidrometeorológicas, oceánicas y bióticas. 
  
AMENAZA SOCIO-NATURAL: peligro latente asociado con la probable ocurrencia 
de fenómenos físicos cuya existencia, intensidad o recurrencia se relaciona con procesos de 
degradación ambiental o de intervención humana en los ecosistemas naturales. Ejemplos de 
estos pueden encontrarse en inundaciones y deslizamientos resultantes de, o incrementados o 
influenciados en su intensidad, por procesos de deforestación y degradación o deterioro de 
cuencas; erosión costera por la destrucción de manglares; inundaciones urbanas por falta de 
adecuados sistemas de drenaje de aguas pluviales. Las amenazas socio-naturales se crean en la 
intersección de la naturaleza con la acción humana y representan un proceso de conversión de 
recursos en amenazas. Los cambios en el ambiente y las nuevas amenazas que se generarán con 
el Cambio Climático Global son el ejemplo más extremo de la noción de amenaza socio-natural. 
Muchos fenómenos que asuman las características de amenazas socio-naturales ocurren también 
por procesos de la naturaleza. En este último caso, entonces, constituyen solo casos de amenaza 
natural.  
 
AMENAZA ANTROPOGÉNICA O ANTRÓPICA: peligro latente generado por la 
actividad humana en la producción, distribución, transporte, consumo de bienes y servicios, y la 
construcción y uso de infraestructura y edificios. Comprenden una gama amplia de peligros 
como lo son las distintas formas de contaminación de aguas, aire y suelos, los incendios, las 
explosiones, los derrames de sustancias tóxicas, los accidentes de los sistemas de transporte, la 
ruptura de presas de retención de agua, etc.  
 
ANÁLISIS DE RIESGO: en su forma más simple, es el postulado de que el riesgo 
resulta de relacionar la amenaza y la vulnerabilidad de los elementos expuestos, con el fin de 
determinar los posibles efectos y consecuencias sociales, económicas y ambientales asociadas a 
un o varios fenómenos peligrosos en un territorio y con referencia a grupos o unidades sociales 
y económicas particulares. Cambios en uno o más de estos parámetros modifican el riesgo en sí 
mismo, es decir, el total de pérdidas esperadas y las consecuencias en un área determinada. 
Análisis de amenazas y de vulnerabilidades componen facetas del análisis de riesgo y deben 
estar articulados con este propósito y no comprender actividades separadas e independientes. Un 
análisis de vulnerabilidad es imposible sin un análisis de amenazas, y viceversa.  
 
CAMBIO CLIMÁTICO: 1. Alteración del clima en un lugar o región si durante un 
período extenso de tiempo (décadas o mayor) se produce un cambio estadístico significativo en 
las mediciones promedio o variabilidad del clima en ese lugar o región. Los cambios en el clima 
pueden ser debido a procesos naturales o antropogénicos persistentes que influyen la atmósfera 
o la utilización del suelo. Nótese que la definición de cambio climático usada por la Convención 
sobre el Cambio Climático de las Naciones Unidas es más restringida puesto que incluye 
solamente aquellos cambios atribuibles directa o indirectamente a la actividad humana. 2. 
Importante variación estadística en el estado medio del clima o en su variabilidad, que persiste 
durante un período prolongado (normalmente decenios o incluso más). El cambio climático se 
puede deber a procesos naturales internos o a cambios del forzamiento externo, o bien a 
cambios persistentes antropogénicos en la composición de la atmósfera o en el uso de las tierras. 
Se debe tener en cuenta que la Convención Marco de las Naciones Unidas sobre el Cambio 
Climático (CMCC), en su Artículo 1, define ‘cambio climático’ como: ‘un cambio de clima 
atribuido directa o indirectamente a la actividad humana que altera la composición de la 
atmósfera mundial y que se suma a la variabilidad natural del clima observada durante períodos 
de tiempo comparables’. La CMCC distingue entre ‘cambio climático’ atribuido a actividades 
humanas que alteran la composición atmosférica y ‘variabilidad climática’ atribuida a causas 
naturales. Véase también Variabilidad climática.  
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CAPACIDAD DE ADAPTACIÓN. Capacidad de un sistema para ajustarse al cambio 
climático (incluida la variabilidad climática y los cambios extremos) a fin de moderar los daños 
potenciales, aprovechar las consecuencias positivas, o soportar las consecuencias negativas.  
 
DESARROLLO SOSTENIBLE: Desarrollo que cubre las necesidades del presente sin 
comprometer la capacidad de las generaciones futuras de cubrir sus propias necesidades. 
Incluye dos conceptos fundamentales: “necesidades”, en particular aquellas inherentes a los 
pobres, a quienes se debe dar prioridad; y la idea de “limitaciones” de la capacidad del ambiente 
para resolver necesidades presentes y futuras, impuestas por el estado de la tecnología y la 
organización social. (Comisión Brundtland, 1987). El desarrollo sostenible se basa en el 
desarrollo sociocultural, la estabilidad y decoro político, el crecimiento económico y la 
protección del ecosistema, todo ello relacionado con la reducción del riesgo de desastres. 
 
DESASTRE: Interrupción seria del funcionamiento de una comunidad o sociedad que 
causa pérdidas humanas y/o importantes pérdidas materiales, económicas o ambientales; que 
exceden la capacidad de la comunidad o sociedad afectada para hacer frente a la situación 
utilizando sus propios recursos. Un desastre es función del proceso de riesgo. Resulta de la 
combinación de amenazas, condiciones de vulnerabilidad e insuficiente capacidad o medidas 
para reducir las consecuencias negativas y potenciales del riesgo. 
 
ECOSISTEMA: Sistema de organismos vivos que interactúan y su entorno físico. Los 
límites de lo que se puede denominar ecosistema son un poco arbitrarios, y dependen del 
enfoque del interés o estudio. Por lo tanto, un ecosistema puede variar desde unas escalas 
espaciales muy pequeñas hasta, en último término, todo el planeta. 
 
EMERGENCIA: Estado directamente relacionado con la ocurrencia de un fenómeno 
físico peligroso o por la inminencia del mismo, que requiere de una reacción inmediata y exige 
la atención de las instituciones del Estado, los medios de comunicación y de la comunidad en 
general. Cuando es inminente el evento, puede presentarse confusión, desorden, incertidumbre y 
desorientación entre la población. La fase inmediata después del impacto es caracterizada por la 
alteración o interrupción intensa y grave de las condiciones normales de funcionamiento u 
operación de una comunidad, zona o región y las condiciones mínimas necesarias para la 
supervivencia y funcionamiento de la unidad social afectada no se satisfacen. Constituye una 
fase o componente de una condición de desastre pero no es, per se, una noción sustitutiva de 
desastre. Puede haber condiciones de emergencia sin un desastre.  
 
ESCENARIO DE RIESGO: La representación gráfica de la interacción entre los 
diferentes factores de riesgo (amenazas y vulnerabilidades) y sus posibles causas y efectos.  
 
ESTUDIO DE IMPACTO AMBIENTAL: Estudios llevados a cabo para evaluar el 
efecto sobre un ambiente específico debido a la introducción de un nuevo factor, que puede 
alterar el equilibrio ecológico existente. El Estudio de Impacto Ambiental es una herramienta 
que permite formular políticas o regulaciones que sirvan para proporcionar evidencia y análisis 
de los impactos ambientales de actividades, desde su concepción hasta la toma de decisiones. Se 
utiliza extensivamente en programas nacionales y en proyectos internacionales de asistencia 
para el desarrollo. Un EIA debe incluir una evaluación detallada de riesgos y proporcionar 
soluciones alternativas.  
 
EVALUACIÓN DE AMENAZA: Es el proceso mediante el cual se determina la 
posibilidad de que un fenómeno físico se manifieste, con un determinado grado de severidad, 
durante un período de tiempo definido y en un área determinada. Representa la recurrencia 
estimada y la ubicación geográfica de eventos probables.  
 
EVALUACIÓN DEL RIESGO: 1. Metodología para determinar la naturaleza y el 
grado de riesgo a través del análisis de amenazas potenciales y evaluación de condiciones 
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existentes de vulnerabilidad que pudieran representar una amenaza potencial o daño a la 
población, propiedades, medios de subsistencia y al ambiente del cual dependen. El proceso de 
evaluación de riesgos se basa en una revisión tanto de las características técnicas de amenazas, a 
saber: su ubicación, magnitud o intensidad, frecuencia y probabilidad; así como en el análisis de 
las dimensiones físicas, sociales, económicas y ambientales de la vulnerabilidad y exposición; 
con especial consideración a la capacidad de enfrentar los diferentes escenarios del riesgo. 2. En 
su forma más simple, es el postulado de que el riesgo resulta de relacionar la amenaza y la 
vulnerabilidad de los elementos expuestos, con el fin de determinar los posibles efectos y 
consecuencias sociales, económicas y ambientales asociadas a uno o varios fenómenos 
peligrosos en un territorio y con referencia a grupos o unidades sociales y económicas 
particulares. Cambios en uno o más de estos parámetros modifican el riesgo en sí mismo, es 
decir, el total de pérdidas esperadas y las consecuencias en un área determinada. Análisis de 
amenazas y de vulnerabilidades componen facetas del análisis de riesgo y deben estar 
articulados con este propósito y no comprender actividades separadas e independientes. Un 
análisis de vulnerabilidad es imposible sin un análisis de amenazas y viceversa.  
 
GESTIÓN DE EMERGENCIAS: Organización y gestión de recursos y 
responsabilidades para el manejo de todos los aspectos de las emergencias, en particular 
preparación, respuesta y rehabilitación. La gestión de emergencias incluye planes, estructuras y 
acuerdos que permitan comprometer los esfuerzos del gobierno de entidades voluntarias y 
privadas de una manera coordinada y comprensiva para responder a todas las necesidades 
asociadas con una emergencia. El concepto gestión de emergencias es también conocido como 
“gestión de desastres”.  
 
GESTIÓN DEL RIESGO DE DESASTRES: Conjunto de decisiones administrativas, 
de organización y conocimientos operacionales desarrollados por sociedades y comunidades 
para implementar políticas, estrategias y fortalecer sus capacidades a fin de reducir el impacto 
de amenazas naturales y de desastres ambientales y tecnológicos consecuentes. Esto involucra 
todo tipo de actividades, incluyendo medidas estructurales y no-estructurales para evitar 
(prevención) o limitar (mitigación y preparación) los efectos adversos de los desastres. 
 
IDENTIFICACIÓN DE RIESGOS: El proceso a través de lo cual se identifica cuales 
son las fuentes principales de riesgo. Puede incluir mapas de riesgo, estudios técnicos, 
tecnologías y programas de software, talleres de discusión, etc.  
 
IMPACTO DE LOS DESASTRES: Cualquier incidencia de un agente, elemento o 
suceso sobre el sistema afectable (población y entorno), que produce efectos indeseables 
(sismos, altas temperaturas, huracanes, etc.). Hay impactos primarios o elementales e impactos 
agregados. 
 
MAPA DE RIESGO: 1. La representación gráfica, estadística o la sistematización de 
información cualitativa y cuantitativa de las condiciones de riesgo que presenta un territorio 
(zona, barrio, reparto, sector, comunidad, municipio) determinado. Estas condiciones de riesgo 
están expresadas en función de sus elementos, o factores combinados de amenazas y 
vulnerabilidad.  2. Una representación gráfica a través de símbolos de uso general o adoptados, 
indicando el nivel de exposición ya sea bajo, mediano o alto, de acuerdo a la información 
recopilada en archivos y los resultados de las mediciones de los factores de riesgos presentes, 
con el cual se facilita el control y seguimiento de los mismos, mediante la implantación de 
programas de prevención. Un mapa de riesgo incluye amenaza(s) y vulnerabilidad(es) y también 
puede extenderse para incluir otros elementos como por ejemplo los recursos entre otro que 
pueden servir para reducir el riesgo o responder frente a una situación de emergencia. Una 
herramienta, como conjunto, que sirve como insumo para analizar el riesgo, tomar decisiones y 
actuar.  
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INFRAESTRUCTURA: Equipo básico, empresas de servicios públicos, empresas de 
producción, instalaciones, instituciones y servicios esenciales para el desarrollo, funcionamiento 
y crecimiento de una organización, ciudad o nación. Por ejemplo, las carreteras, escuelas, 
electricidad, gas y servicios de agua, el transporte, comunicación y los sistemas jurídicos se 
podrían considerar como infraestructuras. 
 
MITIGACIÓN (REDUCCIÓN) DE RIESGOS DE DESASTRE: Ejecución de 
medidas de intervención dirigidas a reducir o disminuir el riesgo existente. La mitigación asume 
que en muchas circunstancias no es posible, ni factible, controlar totalmente el riesgo existente; 
es decir, que en muchos casos no es posible impedir o evitar totalmente los daños y sus 
consecuencias, sino más bien reducirlos a niveles aceptables y factibles. La mitigación de riegos 
de desastre puede operar en el contexto de la reducción o eliminación de riesgos existentes, o 
aceptar estos riesgos y, a través de los preparativos, los sistemas de alerta, etc., buscar disminuir 
las pérdidas y daños que ocurrirían con la incidencia de un fenómeno peligroso. Así, las 
medidas de mitigación o reducción que se adoptan en forma anticipada a la manifestación de un 
fenómeno físico tienen el fin de: a) evitar que se presente un fenómeno peligroso, reducir su 
peligrosidad o evitar la exposición de los elementos ante el mismo; b) disminuir sus efectos 
sobre la población, la infraestructura, los bienes y servicios, reduciendo la vulnerabilidad que 
exhiben. 
  
PARTICIPACIÓN SOCIAL: el proceso a través del cual los sujetos del desarrollo y 
del riesgo toman parte activa y decisiva en la toma de decisiones y actividades que se diseñan 
para mejorar sus condiciones sociales de vida y para reducir o prever el riesgo. La participación 
es la base sobre la cual se fortalecen los niveles de empoderamiento de las organizaciones 
sociales e individuos y se fomenta el desarrollo del capital social.  
 
PLAN DE CONTINGENCIA: Plan dirigido a atender la posible ocurrencia de una 
calamidad que permite prever y estimar la evolución y la probable intensidad de sus efectos.  
 
PLAN DE EMERGENCIAS: Definición de funciones, responsabilidades y 
procedimientos generales de reacción y alerta institucional, inventario de recursos, coordinación 
de actividades operativas y simulación para la capacitación, con el fin de salvaguardar la vida, 
proteger los bienes y recobrar la normalidad de la sociedad tan pronto como sea posible después 
de que se presente un fenómeno peligroso.  
 
PLAN DE GESTIÓN DE RIESGOS: Conjunto coherente y ordenado de estrategias, 
programas y proyectos que se formula para orientar las actividades de reducción o mitigación, 
previsión y control de riesgos, y la recuperación en caso de desastre. Al garantizar condiciones 
apropiadas de seguridad frente a los diversos riesgos existentes y disminuir las pérdidas 
materiales y consecuencias sociales que se derivan de los desastres, se mantiene la calidad de 
vida de la población y se aumenta la sostenibilidad.  
 
PLANIFICACIÓN TERRITORIAL: Rama de la planificación física y socio-
económica que determina los medios y evalúa el potencial o limitaciones de varias opciones de 
uso del suelo, con los correspondientes efectos en diferentes segmentos de la población o 
comunidad cuyos intereses han sido considerados en la toma de decisiones. La planificación 
territorial incluye estudios, mapeo, análisis de información ambiental y sobre amenazas, así 
como formulación de decisiones alternativas sobre uso del suelo y diseño de un plan de gran 
alcance a diferentes escalas geográficas y administrativas. La planificación territorial puede 
ayudar a mitigar desastres y reducir riesgos, desmotivando los asentamientos humanos de alta 
densidad y la construcción de instalaciones estratégicas en áreas propensas a amenazas; así 
como al favorecer el control de la densidad poblacional y su expansión, el adecuado trazado de 
rutas de transporte, conducción energética, agua, alcantarillado y otros servicios vitales 
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PREPARACIÓN (PREPARATIVOS): Medidas cuyo objetivo es organizar y facilitar 
los operativos para el efectivo y oportuno aviso, salvamento y rehabilitación de la población y la 
economía en caso de desastre. La preparación se lleva a cabo mediante la organización y 
planificación de las acciones de alerta, evacuación, búsqueda, rescate, socorro y asistencia que 
deberán realizarse en caso de emergencia.  
 
PREVENCIÓN DE RIESGOS: Medidas y acciones dispuestas con anticipación que 
buscan prevenir nuevos riesgos o impedir que aparezcan. Significa trabajar en torno a amenazas 
y vulnerabilidades probables. Visto de esta manera, la prevención de riesgos se refiere a la 
Gestión Prospectiva del Riesgo, mientras que la mitigación o reducción de riesgos se refiere a la 
Gestión Correctiva. Dado que la prevención absoluta rara vez es posible, la prevención tiene una 
connotación semi-utópica y debe ser vista a la luz de consideraciones sobre el riesgo aceptable, 
el cual es socialmente determinado en sus niveles.  
  
PRONÓSTICO: Determinación de la probabilidad de que un fenómeno físico se 
manifieste con base en: el estudio de su mecanismo físico generador, el monitoreo del sistema 
perturbador y/o el registro de eventos en el tiempo. Un pronóstico puede ser a corto plazo, 
generalmente basado en la búsqueda e interpretación de señales o eventos precursores del 
fenómeno peligroso; a mediano plazo, basado en la información estadística de parámetros 
indicadores de la potencialidad del fenómeno, y a largo plazo, basado en la determinación del 
evento máximo probable o creíble dentro de un período de tiempo que pueda relacionarse con la 
planificación del área afectable.  
 
RECUPERACIÓN TEMPRANA: Proceso multidimensional de recuperación que se 
inicia en un contexto humanitario y está guiado por principios de desarrollo cuyo propósito es la 
elaboración de programas humanitarios y la catalización de las oportunidades de desarrollo 
sustentable. Su objetivo es generar procesos nacionales, sólidos y auto-sostenidos para la 
recuperación tras una crisis. Abarca el restablecimiento de los servicios básicos, medios de vida, 
refugios, gobernabilidad, seguridad, Estado de derecho, medioambiente y dimensiones sociales, 
lo cual incluye la reintegración de poblaciones desplazadas. 
 
RIESGO DE DESASTRE: Es la probabilidad de que se presente un nivel de 
consecuencias económicas y sociales adversas en un sitio particular y durante un tiempo 
definido que exceden niveles aceptables, a tal grado que la sociedad o un componente de la 
sociedad afectada encuentre severamente interrumpido su funcionamiento rutinario, y no pueda 
recuperarse de forma autónoma, requiriendo de ayuda y asistencia externa.  
 
SISTEMA DE GESTIÓN DE RIESGOS: Estructura abierta, lógica, dinámica y 
funcional de instituciones y organizaciones, y su conjunto de orientaciones, normas, recursos, 
programas, actividades de carácter técnico-científico, de planificación y de participación de la 
comunidad, cuyo objetivo es la incorporación de las prácticas y procesos de la gestión de 
riesgos en la cultura y en el desarrollo económico y social de las comunidades.  
 
VULNERABILIDAD: Es el sistema de condiciones y procesos resultado de los 
factores físicos, sociales, económicos, culturales y ambientales, que aumentan o disminuyen la 
susceptibilidad de una comunidad o infraestructura al impacto de las amenazas.  
 
CAPITULO II 
CONSIDERACIONES GENERALES ACERCA DEL SISTEMA NACIONAL DE GESTIÓN 
DE RIESGOS (SINAGER). 
 
 
 
ARTÍCULO 4. OBJETIVOS DEL SISTEMA.  El Sistema Nacional de Gestión de Riesgos 
(SINAGER), en un contexto de cambio climático, tiene como objetivos los siguientes:  
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1. El conocimiento y monitoreo del riesgo;  
2. La adecuada planificación del desarrollo y del territorio, así como la seguridad de las 
intervenciones a nivel sectorial y territorial;  
3. El fortalecimiento del desarrollo institucional para la gestión del riesgo;  
4. La reducción del riesgo; 
5. La preparación y respuesta, recuperación temprana, rehabilitación y reconstrucción;  
6. La transferencia del riesgo o manejo financiero;  
7. La educación, comunicación y sensibilización;  
8. El manejo de información.  
 
ARTÌCULO 5. CONCEPTO DEL SISTEMA NACIONAL DE GESTIÓN DE RIESGOS 
(SINAGER). El SINAGER es el conjunto articulado e integral, organizado, coordinado y 
armónico de los órganos, las estructuras, las relaciones funcionales, los métodos, los 
procedimientos y los recursos de todas las instituciones del Estado, con la participación de todo 
el sector privado y la sociedad civil organizada, con el fin de proteger la vida y los medios de 
vida de los habitantes de la República, prevenir, reducir o controlar los niveles de riesgo en el 
territorio nacional, así como contribuir a la sostenibilidad del medio ambiente y la protección 
del patrimonio ecológico nacional.  
 
Todas las instituciones públicas y privadas que forman parte del Sistema Nacional de Gestión 
de Riesgos (SINAGER) están sujetas a ser llamadas a integrar obligatoriamente los órganos  e 
instancias del sistema, para ejecutar las acciones que, en el ámbito de sus leyes, jurisdicción y 
competencias, planes y capacidades, deban realizar en materia de gestión de riesgos. 
 
ARTÍCULO 6.- PRINCIPIOS ORIENTADORES DEL SISTEMA NACIONAL DE 
GESTIÓN DE RIESGOS (SINAGER) Y SU APLICACIÓN. El Sistema Nacional de 
Gestión de Riesgos se regirá por los principios siguientes:  
 
1) SEGURIDAD Y RESPONSABILIDAD. Todas las personas naturales y jurídicas 
nacionales y extranjeras, tienen el derecho a la protección de su integridad física y psíquica, a la 
de su estructura productiva, de sus bienes y de su entorno ambiental frente a la construcción de 
escenarios de riesgos, buscando asegurar su supervivencia en condiciones compatibles con los 
derechos humanos.  
 
Todo aquel que por acción u omisión, ponga en peligro, amenace o provoque daños a las 
personas y/o a sus bienes, construyendo, autorizando o permitiendo escenarios de riesgo, sea en 
forma culpable o negligente, quedará sujeto a las sanciones y penalidades establecidas en las 
leyes de la República y a resarcir a los afectados por el daño causado. Se exigirá también la 
responsabilidad administrativa respecto de las infracciones contenidas en la presente Ley.  
 
2) GRADUALIDAD.  Aún cuando sean determinadas las condiciones de riesgo, éstas pueden 
variar en el nivel, de acuerdo con la vulnerabilidad de la población y los elementos expuestos, 
por lo cual es necesario establecer prioridades para su intervención en forma progresiva. La 
gestión de riesgo se basa en un proceso secuencial en tiempos y alcances de implementación 
eficaz y eficiente, de acuerdo a las realidades políticas, históricas y socioeconómicas. 
 
3) SUBSIDIARIEDAD. Busca que las decisiones se tomen lo más cerca posible de la 
ciudadanía. El Municipio es la unidad primaria del Sistema Nacional de Gestión de Riesgo, en 
el marco de respeto a la autonomía reconocida en la Ley de Municipalidades, y el primer 
responsable de la gestión de riesgo en el término de su jurisdicción y competencias. Los niveles 
superiores del SINAGER, hasta el nivel nacional, salvo en sus ámbitos de competencia 
exclusiva, sólo intervienen cuando la atención del desastre supera las capacidades del nivel 
regional, departamental y municipal, sucesivamente. 
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4) GESTIÓN DESCENTRALIZADA Y DESCONCENTRADA. El Sistema Nacional de 
Gestión de Riesgos (SINAGER) actúa en el marco de las políticas de descentralización y 
desconcentración del Estado. La Administración Pública, los órganos o entidades 
desconcentradas funcional o territorialmente, así como la Administración Pública 
Descentralizada, tales como las instituciones autónomas y las municipalidades, en el ámbito de 
sus respectivas competencias, deben asumir y ejecutar las tareas y acciones concretas en el 
territorio para cumplir, adecuada y oportunamente, con su responsabilidad de prevenir y reducir 
los riesgos, adaptarse al cambio climático, dar respuesta a las emergencias y rehabilitar y 
reconstruir áreas afectadas.  
 
5) COORDINACIÓN. La coordinación es el principio y función fundamental del Sistema 
Nacional de Gestión de Riesgos (SINAGER) y se pone en práctica a partir del reconocimiento 
de las competencias, jurisdicción y autonomía de sus miembros, pero a la vez, dirigiendo las 
acciones de cada una de ellos en forma sistémica, articulada, concertada y armónica, hacia 
propósitos y objetivos comunes.  
 
Todas las instituciones nacionales, públicas y privadas pueden ser llamadas a ser parte activa de 
cualquier estructura del Sistema Nacional de Gestión de Riesgos (SINAGER), de tal manera 
que se facilite el logro de los resultados y metas específicas que se requieren, las que se 
entenderán como necesidades del más alto interés nacional. Todas las personas naturales y 
jurídicas que reciban este llamamiento están obligadas a atenderlo e integrarse activamente a los 
planes y programas del Sistema Nacional de Gestión de Riesgos (SINAGER). Los llamamientos 
de dichas instancias pueden estar relacionados con cualquiera de los objetivos de la Gestión de 
Riesgos, enunciados en el Artículo 4 de la presente ley.  
 
Dado el carácter multisectorial y la pluralidad de las instituciones que conforman el Sistema 
Nacional de Gestión de Riesgos (SINAGER), su estructura, funciones y organización jerárquica 
corresponden a las del Estado. El Sistema Nacional de Gestión de Riesgos (SINAGER) no 
sustituye las funciones y responsabilidades establecidas por las leyes y reglamentos 
constitutivos de las instituciones u organizaciones, sino que las refuerza, coordina, complementa 
y dirige hacia la reducción de riesgos.  
 
6) PARTICIPACIÓN CIUDADANA. El Sistema Nacional de Gestión de Riesgos 
(SINAGER) respeta la igualdad de oportunidades de las personas para la adopción, ejecución y 
evaluación de las políticas públicas y acepta que el fundamento de una gestión pública 
socialmente responsable debe comprender las opiniones de quienes participan en el accionar 
civil. Una gestión de riesgo efectiva y oportuna requiere de la más amplia participación 
ciudadana, tanto en la definición y planificación, como en la ejecución de las acciones 
multidisciplinarias y multisectoriales.  
 
Los ciudadanos organizados pueden practicar auditorías sociales, necesarias para verificar el 
cumplimiento de las disposiciones establecidas en materia de Gestión de Riesgos, participar 
dentro del voluntariado de la Secretaría Ejecutiva del SINAGER o dentro de las Mesas 
Nacionales o Regionales y Comisiones de trabajo, según su capacidad o preferencia.  
 
7) ÈTICA Y TRANSPARENCIA.  Todas las disposiciones emitidas en función de la 
protección de la vida, el ambiente y los medios de vida de los habitantes, deben ser tomadas con 
el más alto sentido ético, de responsabilidad y de manera transparente, primando el interés 
social y comunitario ante los intereses particulares ó de grupos. Estas disposiciones serán 
estudiadas y analizadas dentro del sistema educativo nacional en todos los niveles y difundidas 
por los medios de comunicación en forma permanente.  
 
8)  DESARROLLO DE ESTRATEGIAS PARA EL FOMENTO DE LA SOLIDARIDAD. 
Todo habitante del territorio nacional tiene la obligación de auxiliar conformé sus capacidades a 
otros que estén en situación de calamidad o emergencia. Todas las instituciones públicas y 
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privadas están obligadas a destinar los recursos a su disposición para apoyar las acciones de 
preparación y respuesta a emergencias, en función de proteger sus propios recursos y de apoyar 
a las autoridades municipales, departamentales o nacionales. El Gobierno y el pueblo hondureño 
tienen la obligación de apoyar solidariamente, hasta donde lo permitan sus recursos, a otros 
pueblos y gobiernos, cuando éstos se encuentren en situación de desastres, en caso de que esta 
ayuda sea solicitada por ellos o que sea de interés nacional. 
 
El Sistema Nacional de Gestión de Riesgos (SINAGER) defiende la solidaridad 
centroamericana y extra regional como posición de una profunda solidaridad entre todos los 
seres humanos, aceptando que el planeta tierra es el hogar de todos los seres vivos. La 
solidaridad reconoce el principio de independencia de los pueblos y el destino común de 
quienes habitamos en el planeta.  
 
9) INCORPORACIÓN DEL COMPONENTE DE GESTIÓN DE RIESGO COMO 
PARTE DEL DESARROLLO NACIONAL. La Gestión de Riesgos es una política de Estado 
de carácter permanente. Todas las entidades miembros del Sistema Nacional de Gestión de 
Riesgos (SINAGER), del Sector Gubernamental y No Gubernamental deben incorporar en sus 
planes, programas y estrategias institucionales y territoriales, acciones concretas de Gestión de 
Riesgos. Los planes de recuperación y reconstrucción deben contemplar obligatoriamente las 
medidas de reducción de riesgo, tomando en cuenta las nuevas experiencias, con la idea central 
de evitar en el futuro nuevos daños por similares causas.  
 
Los planes y programas de desarrollo del país deben lograr que este tema sea vinculante y esté 
integrado con los planes y programas de Desarrollo Humano sostenible a nivel local regional y 
nacional en todas las instancias públicas y privadas.  Todas las entidades Miembros del Sistema 
Nacional de Gestión de Riesgos (SINAGER), del sector gubernamental y no gubernamental, 
deben incorporar a sus estrategias, programas y proyectos institucionales en sus demarcaciones 
territoriales, las acciones concretas de Gestión de Riesgos.  
 
10) NO DISCRIMINACIÓN, ENFOQUE DE GÉNERO Y ACCIONES AFIRMATIVAS. 
Las acciones del Sistema Nacional de Gestión de Riesgos (SINAGER) no están condicionadas 
por la edad, el credo, la raza o etnia, el género, la opción sexual, la condición de salud, 
económica, ideológica, política o la nacionalidad de las personas. Sin embargo por sus 
condiciones de vulnerabilidad del Sistema Nacional de Gestión de Riesgos (SINAGER) debe 
priorizar la atención de los niños, niñas y adolescentes, velando porque prevalezca el interés 
superior de éstos en todas las actividades que se realizan en pro de la prevención y atención de 
desastres. De igual manera priorizar la atención a las mujeres embarazadas, a las madres, los 
adultos mayores y de las personas con necesidades especiales debido a cualquier tipo de 
discapacidad; lo mismo hacia los grupos étnicos y personas que pertenecen a grupos de mayores 
limitaciones de recursos y de grupos en riesgo inminente. El Sistema Nacional de Gestión de 
Riesgos (SINAGER) trata a dichos grupos de manera privilegiada y prioritaria, mediante 
acciones afirmativas en la gestión de riesgo.  
 
Todos los anteriores principios orientarán las actuaciones de los órganos del Sistema Nacional 
de Gestión de Riesgos (SINAGER) y por ende de sus miembros, en la aplicación de las 
disposiciones contenidas en la presente Ley.  
 
ARTÍCULO 7.- PROPÓSITO DEL SISTEMA NACIONAL DE GESTIÓN DE RIESGOS 
(SINAGER). EL Sistema Nacional de Gestión de Riesgo (SINAGER) debe cumplir con el 
propósito fundamental de proteger la vida, los recursos materiales y el ambiente de todas las 
personas que habitan en el país; debiendo asegurarse que la sociedad entera trabaje 
coordinadamente para lograr una existencia digna, frente a los fenómenos naturales, socio 
naturales, de origen humano o tecnológico, capaces de generar situaciones de emergencia o 
desastres dentro del territorio.  
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La efectiva Gestión del Riesgo es el propósito esencial del SINAGER y su Ley  creadora, lo que 
comprende la definición, planificación y ejecución de todas las acciones relacionadas con la 
prevención, adaptación al cambio climático, mitigación, manejo financiero y transferencia del 
riesgo de desastres, preparación permanente y efectiva,  asistencia y ayuda humanitaria en caso 
de desastre y emergencia, rehabilitación, recuperación y reconstrucción de las zonas afectadas 
por desastres. Todos estos aspectos forman parte integral de la efectiva “Gestión de Riesgos” en 
tanto que propósito esencial del SINAGER. 
 
El Sistema Nacional de Gestión de Riesgos (SINAGER) debe garantizar que la Administración 
Pública, centralizada, descentralizada, desconcentrada y autónoma, así como el sector privado y 
la sociedad civil organizada, con la coordinación de la Secretaría Ejecutiva , en cumplimiento de 
su mandato legal, se integren y trabajen de forma armónica y articulada en las diferentes 
instancias nacionales y territoriales.  
 
 
CAPÍTULO III 
ÓRGANOS E INSTANCIAS DE INTEGRACIÓN DEL SISTEMA 
NACIONAL DE GESTIÓN DE RIESGOS (SINAGER) 
 
SECCIÓN I 
DEL CONSEJO DIRECTIVO 
 
ARTÍCULO 8.- CONSEJO DIRECTIVO DEL SISTEMA NACIONAL DE GESTIÓN DE 
RIESGOS (SINAGER). El Consejo Directivo del Sistema Nacional de Gestión de Riesgos 
(SINAGER), el cual será presidido por el titular del Poder Ejecutivo o, por delegación temporal 
o permanente, por quien él designe, es el órgano rector del Sistema y estará constituido por los 
miembros permanentes que se señalan a continuación:  
 
1) El titular del Poder Ejecutivo o su representante;  
2) El Secretario Ejecutivo del SINAGER;  
3) Él o la titular de la Secretaría de Estado en el Despacho de la Presidencia o su representante;  
4) El o la titular de la Secretaría de Estado en los Despachos de Obras Públicas, Transporte y 
Vivienda (SOPTRAVI) o su representante;  
5) El o la Titular de la Secretaría de Estado en los Despachos del Interior y Población o su 
representante;  
6) El o la Titular de la Secretaría de Estado en los Despachos de Recursos Naturales y Ambiente 
o su representante;  
7) El o la Titular de la Secretaría de Estado en los Despachos de Agricultura y Ganadería o su 
representante;  
8) El o la Titular de la Secretaría de Estado en el Despacho de Salud o su representante;  
9) El o la Titular de la Secretaría de Estado en el Despacho de Finanzas o su representante;  
10) El o la titular de la Secretaria Técnica de Planeación y Cooperación Externa o su 
representante;  
11) El o la Titular de la Secretaría de Estado en el Despacho de Relaciones Exteriores o su 
representante;  
12) El o la Titular de la Secretaría de Estado en el Despacho de Educación o su representante;  
13) El o la Titular de la Secretaría de Estado en el Despacho de las Etnias o su representante;  
14) El o la Titular de la Secretaría de Estado en el Despacho de Desarrollo Social o su 
representante;  
15) El o la Titular de la Secretaría de Estado en los Despachos de Justicia y Derechos Humanos 
o su representante;  
16) El o la Titular de la Secretaría de Estado en el Despacho de Defensa o su representante; 
17) El o la titular o un representante de la Asociación de Municipios de Honduras (AMHON);  
18) Un o una representante del Consejo Hondureño de la Empresa Privada (COHEP);  
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19) Un o una representante de las instituciones de Primera Respuesta, escogido en una reunión 
que realizarán las mismas para tal efecto;  
20) Un o una representante de la Comisión del Congreso Nacional de la República que trate 
sobre la materia de Gestión de Riesgos;  
 
También pueden participar como miembros en calidad de temporales del Consejo Directivo, 
cualquier otra organización pública o privada del país, que para tal efecto determine el 
Presidente o el Consejo Directivo. El número total de miembros del Consejo Directivo del 
Sistema Nacional de Gestión de Riesgos (SINAGER) en ningún momento excederá de 
veinticinco (25), de manera que dicho Consejo puede estar conformado por un máximo de 
veinte (20) miembros permanentes y cinco (5) temporales.  
 
El Consejo Directivo del Sistema Nacional de Gestión de Riesgos (SINAGER) debe reunirse 
ordinariamente al menos tres (3) veces por año; una vez cada cuatrimestre y 
extraordinariamente todas las veces que sean necesarias, por convocatoria que les haga la 
Secretaria Ejecutiva. Tiene como sede la Capital de la República, pero en circunstancias 
especiales puede reunirse en cualquier lugar del territorio nacional que acuerden sus miembros. 
  
ARTÌCULO 9.- CONFORMACIÒN INTERNA DEL CONSEJO DIRECTIVO DEL 
SISTEMA NACIONAL DE GESTIÒN DE RIESGOS (SINAGER). El Sistema será 
presidido por el Titular del Poder Ejecutivo o por su representante. El Secretario Ejecutivo del 
SINAGER  actuará como Secretario del Consejo. Los integrantes en su calidad de directivos 
tienen voz y voto para decidir sobre los asuntos que se traten. El Presidente del Consejo tendrá 
el poder de decidir por su calidad de voto.  
 
ARTÍCULO 10.- RESPONSABILIDADES Y FUNCIONES DEL CONSEJO 
DIRECTIVO DEL SISTEMA NACIONAL DE GESTIÓN DE RIESGOS (SINAGER). El 
Consejo Directivo del Sistema tiene las funciones siguientes:  
 
1) Aprobar las políticas públicas y los planes estratégicos, y proponer los instrumentos legales 
necesarios para lograr la transversalización de la Gestión de Riesgos dentro de los planes de 
desarrollo y la cultura nacional, los que serán elaborados participativamente bajo la 
coordinación de la Secretaría Ejecutiva.  
2) Recibir, analizar y ejecutar las propuestas de las Mesas de Consulta, relacionadas con las 
políticas, estrategias, normativas y acciones concretas vinculadas con la Gestión de Riesgos en 
el país, a través de la Secretaría Ejecutiva del Sistema Nacional de Gestión de Riesgos 
(SINAGER).  
3) Apoyar las acciones de la Secretaria Ejecutiva  y asegurarse que dicha Secretaría  vele por la 
aplicación de las leyes, políticas, estrategias nacionales y planes operativos relacionados con la 
Gestión de Riesgos.  
4) Promover al interior del Sistema Nacional de Gestión de Riesgos (SINAGER) las normativas 
requeridas para la instrumentación de las políticas y estrategias nacionales relacionadas con la 
Gestión de Riesgos.  
6) Recomendar a la Secretaria Ejecutiva  el desarrollo de estrategias y acciones concretas para el 
fortalecimiento institucional de los entes públicos y privados miembros del sistema de Gestión 
de Riesgos (SINAGER).  
7) Presentar a las Mesas de Consulta del Sistema Nacional de Gestión de Riesgos (SINAGER) 
el Plan Nacional de Gestión de Riesgos elaborado por la Secretaria Ejecutiva para obtener sus 
recomendaciones y gestionar los recursos financieros, materiales y humanos para el adecuado 
funcionamiento del Sistema Nacional de Gestión de Riesgos (SINAGER).  
8) Aprobar los mecanismos y sistemas de indicadores que evalúen y monitoreen los avances en 
la ejecución del Plan Nacional de Gestión de Riesgos, elaborado en forma coordinada entre los 
miembros del Sistema Nacional de Gestión de Riesgos (SINAGER).  
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9) Analizar, evaluar y recomendar a la Secretaria Ejecutiva , la inclusión en el Plan Nacional de 
Gestión de Riesgos de cualquier aspecto derivado del cambio climático que haya sido omitido y 
desarrollar las estrategias correspondientes para la reducción de sus efectos negativos.  
10) Orientar las actividades destinadas a organizar, coordinar y dirigir las acciones que sea 
necesario ejecutar en casos de emergencia, desastres y calamidades que surjan en el país.  
12) Aprobar y orientar los Planes de Trabajo Anual de la Secretaria Ejecutiva;  y.  
13) Todas las demás que le establezca la Ley. 
  
 
SECCION II 
DE LA SECRETARÌA EJECUTIVA DEL SISTEMA NACIONAL DE GESTIÒN DE 
RIESGOS (SINAGER) 
 
ARTÌCULO 11.- FUNCIÓN COORDINADORA DE LA SECRETARÍA EJECUTIVA 
DEL SISTEMA NACIONAL DE GESTIÓN DE RIESGOS (SINAGER). La Secretaría 
Ejecutiva es la Institución del Estado de Honduras destinada para la coordinación y el 
fortalecimiento permanente del Sistema Nacional de Gestión de Riesgos (SINAGER). Al frente 
de ella estará un Secretario Ejecutivo, nombrado directamente por el Presidente de la República. 
Los requisitos para ser nombrado Secretario Ejecutivo serán los mismos que se exigen para ser 
nombrado Secretario de Estado. 
  
Las funciones de la Secretaria Ejecutiva son las siguientes:  
 
1) Aplicar las políticas públicas; elaborar, revisar y actualizar el Plan Nacional de Gestión de 
Riesgos y ejecutar coordinadamente los objetivos estratégicos del Sistema; promover junto con 
los miembros del Sistema Nacional de Gestión de Riesgos (SINAGER) los instrumentos  
legales, recursos y capacidades técnicas necesarias para lograr la transversalización de la 
Gestión de Riesgos entre todos los miembros del Sistema, así como dentro de los procesos de 
desarrollo y cultura nacional de acuerdo con las orientaciones del Consejo Directivo y 
recomendaciones de las Mesas de Consulta del Sistema Nacional de Gestión de Riesgos 
(SINAGER):  
3) Organizar y ejecutar la Agenda del Consejo Directivo;  
4) Velar porque se cumplan las disposiciones obligatorias necesarias para la instrumentación 
operativa de las políticas y estrategias nacionales relacionadas con la Gestión de Riesgos. 
5) Aprobar y actualizar las normativas técnicas de seguridad que deben cumplir los centros de 
trabajo, establecimientos comerciales e instituciones de servicio público y velar por su estricto 
cumplimiento. 
7) Presentar para su aprobación por el Consejo Directivo del Sistema Nacional de Gestión de 
Riesgos (SINAGER), el Plan Nacional de Gestión de Riesgos y los Planes y Programas 
especiales nacionales, regionales, departamentales, municipales y sectoriales, destinados a 
consolidar las actividades relacionadas con la Gestión de Riesgos en el desarrollo. Coordinar la 
ejecución de dichos planes y programas..  
9) Coordinar la ejecución de las acciones directas relacionadas con la operatividad de las 
estrategias para el fortalecimiento institucional de todos los entes públicos y privados miembros 
del Sistema Nacional de Gestión de Riesgos (SINAGER);  
10) Ejecutar, administrar, fortalecer y dirigir eficientemente los recursos financieros, materiales 
y humanos que le sean asignados, destinados a garantizar el adecuado funcionamiento del 
Sistema Nacional de Gestión de Riesgos:  
11) Dar seguimiento a los mecanismos e indicadores creados dentro del Plan Nacional de 
Desarrollo, destinados a evaluar los avances institucionales en la Gestión de Riesgos en el país, 
y establecer coordinadamente las acciones correctivas que deben seguirse dentro del Sistema, 
para su efectiva aplicación. Apoyar y reforzar las capacidades de los miembros del Sistema 
Nacional de Gestión de Riesgos (SINAGER), para alcanzar los resultados previos.  
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12) Analizar, evaluar, prever y coordinar la atención de los riesgos derivados del cambio 
climático y proponer al Consejo Directivo del Sistema Nacional de Gestión de Riesgos 
(SINAGER) la ejecución de nuevas estrategias para la reducción de sus efectos negativos:  
13) Coordinar las acciones necesarias para prevenir los desastres.  
14) Actuar en respuesta a las emergencias y calamidades que surjan en el país y procurar 
coordinadamente la Recuperación Temprana más segura de las personas y de los territorios 
afectados. El SINAGER con todas sus capacidades se pondrá a disposición para manejar 
situaciones antrópicas, siempre y cuando los recursos destinados a la Gestión de Riesgos no 
sean comprometidos. 
15) Gestionar ante la comunidad nacional e internacional la obtención de recursos financieros y 
materiales en calidad de donaciones, sin detrimento de los recursos asignados en el Presupuesto 
Nacional de Ingresos y Egresos de la República, que se le aprueben anualmente para sus 
operaciones ordinarias, ni del Fondo Nacional para la Atención de Emergencia, que sirve para 
responder a eventos de catástrofe que se presenten eventualmente.  
16) Sugerir dentro del Sistema la formación de Comisiones de Trabajo de cualquier naturaleza 
para el logro de objetivos específicos establecidos en el Plan Nacional de la Gestión de Riesgos;  
17) Dictaminar coordinadamente sobre las zonas de riesgo y las acciones necesarias para 
disminuir su vulnerabilidad;  
18) Organizar las unidades técnicas, con la estructura necesaria para cumplir con los objetivos 
generales y específicos que se establezcan en el Plan Nacional de Desarrollo y el Plan Nacional 
de Gestión de Riesgos del país;  
19) El Secretario Ejecutivo del Sistema Nacional de Gestión de Riesgos (SINAGER), con su 
firma autorizará los actos, contratos y todo lo relacionado con los asuntos propios del sistema;  
20) Crear, fortalecer y apoyar la conformación de Comisiones de Trabajo y Mesas de Consulta 
de cualquier naturaleza, destinadas a la ejecución de acciones ad-hoc o permanentes, 
relacionadas con la Gestión de Riesgos en el país;  
21) Coordinar toda la ayuda y asistencia nacional e internacional destinada a las personas y 
comunidades afectadas por desastres y emergencias. Todos los mecanismos públicos o privados 
de recolección de ayuda humanitaria deberán ser autorizados exclusivamente por  
la Secretaría Ejecutiva, quien centralizará la información y definirá las prioridades de 
distribución según evaluaciones de daños y análisis de necesidades (EDAN). 
23) Preparar el informe a la Presidencia del Consejo, entes internacionales y otras instituciones 
que provean ayuda; y,  
24) Las demás que se señalen en esta Ley y su Reglamento.  
 
La Secretaría Ejecutiva establecerá alianzas dentro de los procesos de licenciamiento, a ser 
otorgados por otros entes estatales, para que de manera obligatoria se incluya el análisis de 
riesgos siguiendo metodologías científicas, antes de que se concedan las licencias respectivas.  
 
Debido a la naturaleza de sus funciones dentro del Sistema Nacional de Gestión de Riesgos 
(SINAGER), que obligan a la respuesta inmediata ante amenazas de eventos o desastres, la 
Secretaría Ejecutiva, en el ejercicio de sus atribuciones legales y reglamentarias, gozará de 
autonomía funcional, administrativa, técnica y financiera. Estará bajo la rectoría sectorial de la 
Presidencia de la República. 
 
La Secretaría Ejecutiva, por su condición de institución técnica del Estado de alto interés 
público, creada para coordinar todas las acciones nacionales destinadas a proteger la vida, los 
bienes y el ambiente de los que viven en el territorio nacional, gozará de la exención del pago 
del Impuesto sobre la Renta, así como del pago del Impuesto al Activo Neto y a la Aportación 
Solidaria Temporal. Los bienes y servicios adquiridos por la Secretaría Ejecutiva en el mercado 
nacional, estarán exonerados del pago del Impuesto Sobre Ventas.  
 
La Secretaría Ejecutiva del Sistema Nacional de Gestión de Riesgos (SINAGER) tiene el 
beneficio de exoneración del pago de tasas por Matrícula de Vehículos y de los Servicios 
Turísticos del país.  
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ARTICULO 12. DIRECCIONES GENERALES DE LA SECRETARÍA EJECUTIVA.  La 
Secretaría Ejecutiva tiene dos Direcciones Generales sustantivas y las direcciones de apoyo que 
sean necesarias. Al frente de cada Dirección General hay un Director, ambos nombrados por el 
Secretario Ejecutivo. Los requisitos que deben reunir las personas para ser nombrados 
Directores Generales serán establecidos en el Reglamento de esta Ley.  
 
La primera Dirección es la de Coordinación Permanente de Contingencias (COPECO) y la 
segunda la de Coordinación Permanente de Gestión de Riesgos (COPEGER). 
 
La COPECO es la entidad encargada de enfrentar las situaciones de contingencia nacional, 
regional o local, provocadas por la alteración de los fenómenos naturales en el país o de autoría 
humana, que se califiquen como emergencias, desastres o calamidades. Tendrá como objetivo 
fundamental la adopción de políticas y medidas orientadas a atender la población, a procurar la 
recuperación temprana, rehabilitación y reconstrucción de las áreas dañadas por la incidencia de 
fenómenos naturales que afecten la actividad económica y el bienestar de la población.  
 
Entre sus funciones, además, está la de formular políticas de preparación y respuesta, organizar 
y capacitar grupos y brigadas de voluntarios en labores de salvamento y rescate, asistencia y 
rehabilitación de zonas afectadas; coordinar todas las instituciones de respuesta existentes en el 
país, así como todos los sistemas de alerta temprana del país; integrar y coordinar las 
comisiones y grupos de trabajo que se consideren apropiados para atender en forma eficiente las 
necesidad de la emergencia; y elaborar al final de cada situación de emergencia, desastre o 
calamidad que hubiere sido declarada, la evaluación de los daños ocurridos, la determinación de 
sus orígenes y las acciones y medidas de prevención para futuras situaciones, a partir de la 
información que le brinden las entidades rectoras sectoriales integrantes del SINAGER.  
 
La Coordinación Permanente de Gestión de Riesgos tiene a su cargo la coordinación de todas 
las actividades de planificación e incorporación de la gestión de riesgo en todas las instituciones 
y sectores del Estado; de transferencia y financiamiento, prevención, mitigación y reducción de 
riesgos, así como la coordinación de los centros de investigaciones de la tierra de carácter 
científico. Coordinará, así mismo, el sistema de información y control de las evaluaciones de 
riesgo. 
 
El Secretario Ejecutivo determinará los mecanismos de comunicación y retroalimentación entre 
ambas direcciones generales, a fin de que planifiquen y ejecuten sus actividades con una visión 
integral y coherente del riesgo. 
  
ARTÍCULO 13. PATRIMONIO DE LA SECRETARÍA EJECUTIVA. El patrimonio de la 
Secretaría Ejecutiva estará integrado por: 
 
d) Los aportes anuales del Gobierno Central, aprobados en el Presupuesto General de la 
República; 
e) El patrimonio de la Comisión Permanente de Contingencias, creada por el Decreto 9-90 E, 
el cual será transferido a la Secretaría Ejecutiva sin solución de continuidad a partir de la 
entrada en vigencia de la presente Ley; 
f) Las donaciones y ayudas nacionales e internacionales; 
g) Los recursos provenientes de préstamos que se adquieran, y; 
h) Otros recursos y valores proporcionados por otras fuentes. 
 
ARTÌCULO 14.- PETICIONES EN MATERIA DE GESTIÒN DE RIESGO. La Secretaría 
Ejecutiva podrá dirigirse y solicitar en forma directa a los organismos e instituciones públicas 
en general, sin mediar formalidad ni jerarquía alguna, lo mismo que a los organismos o 
instituciones de carácter privado, igualmente a cualquier persona natural, cualquier información 
sobre actividades realizadas o proyectadas, relacionadas con la gestión de riesgos.  Las 
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peticiones serán dirigidas a los titulares de las instituciones o directamente a las personas que 
deban contestar tales peticiones y deberán responderse en un plazo máximo de quince días 
hábiles, excepto que se trate de situaciones de peligro inminente, en cuyo caso la Secretaría 
podrá abreviar los plazos.  
 
La falta de respuesta a estas peticiones de información podrá dar origen a una acusación por 
delito de desobediencia, de acuerdo con el Artículo 346 del Código Penal.   
 
La Secretaría Ejecutiva podrá hacer también peticiones o  requerimientos de hacer o no hacer y 
de auxilio en caso de incendio, naufragio, accidente, inundación u otra calamidad. La negativa 
injustificada a estos requerimientos podrá ser considerada como delito de desobediencia y como 
falta contra el orden público, según el caso, de acuerdo al Artículo 418, Numeral 4, del Código 
Penal. 
 
ARTÌCULO 15.- LIBERTAD DE ACCESO Y SUS LIMITACIONES. La Secretaría 
Ejecutiva con su personal debidamente autorizado y en el cumplimiento de sus funciones dentro 
del Sistema, ante el inminente estado de necesidad, siempre que su acción esté relacionada con 
la Gestión de Riesgo, tendrá acceso a las dependencias civiles y militares, así como a las 
instituciones públicas y privadas, en el marco de estricto respeto a las disposiciones 
constitucionales y lo establecido en las leyes generales y especiales. 
 
En situaciones de incendio, naufragio, accidente, inundación u otra calamidad, desastre o 
emergencia, el acceso podrá darse para evitar males graves a los moradores o a un tercero o a la 
propiedad, de acuerdo al Artículo 99 de la Constitución Política. 
 
En circunstancias normales, el acceso podrá darse al no haberse obtenido respuesta a las 
solicitudes o requerimientos reiterados de información a que se refiere el Artículo anterior, con 
lo que se procederá a la acusación formal por desobediencia y a solicitar del juez competente la 
orden de allanamiento correspondiente. 
 
De acuerdo con el Artículo 205 del Código Penal, el acceso del personal debidamente 
autorizado del SINAGER con fines de prevención, será irrestricto respecto de los Edificios de 
Gobierno, Hospitales, Instalaciones Educativas, Comercios, Industrias y demás establecimientos 
de servicio al público, mientras estuvieren abiertos. 
 
ARTÌCULO 16.- DISPOSICIÓN DE BIENES PÚBLICOS Y PRIVADOS Y SUS 
LIMITACIONES.  La Secretaría Ejecutiva, en situaciones de alerta y respuesta por 
emergencias, para minimizar los daños que pueda causar un evento, podrá utilizar o disponer de 
los bienes públicos o privados necesarios, que estén más a su alcance; priorizando más el interés 
y protección de la vida de los seres humanos, sobre el interés económico de un bien mueble o 
inmueble.  El Estado deberá reponer, reparar o cancelar el valor comercial de los bienes 
utilizados para proteger la vida y la salud de los hondureños durante un evento catastrófico o 
una amenaza, en un plazo prudencial que no deberá exceder de seis meses, resarciendo el valor 
de los mismos a su o sus legítimos dueños, quienes deberán reclamar en debida forma y como 
en derecho corresponda. 
 
La orden de requisa de un bien privado procederá cuando no haya respuesta positiva al 
requerimiento de auxilio, debiendo estar plenamente justificado el estado de necesidad y no 
habiendo recursos públicos similares que afectar. La orden contendrá claramente el bien que se 
necesita afectar, el tiempo durante el cual se producirá la afectación y la institución o 
funcionario público responsable de su administración. Se comunicará al dueño del bien o los 
bienes y se levantará un acta sobre el estado real del bien afectado, a efectos de la posterior 
reposición, reparación o cancelación del valor comercial del bien.  
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SECCIÓN III 
DE LAS OBLIGACIONES DE LAS INSTITUCIONES QUE INTEGRAN EL SISTEMA 
NACIONAL DE GESTIÓN DE RIESGOS (SINAGER) 
 
ARTÍCULO 17.- SECRETARÍAS DE ESTADO Y ENTIDADES PÚBLICAS 
DESCONCENTRADAS  Y DESCENTRALIZADAS. Los Secretarios de Estado son las 
máximas autoridades responsables de la implementación de los procesos de la Gestión de 
Riesgo de Desastre dentro de sus respectivos ámbitos de competencia. Tienen la obligación de 
velar porque la Gestión de Riesgo de Desastre sea incorporada en todos los planes, programas, 
proyectos y acciones del Sector a su cargo. 
 
Todas las entidades públicas están obligadas a coordinarse y participar en el Sistema Nacional 
de Gestión de Riesgos (SINAGER), cumplir con lo establecido en el Plan Nacional de Gestión 
de Riesgo y poner a disposición del Sistema, a través de la Secretaría Ejecutiva, los recursos 
humanos y materiales necesarios para atender las emergencias y calamidades nacionales.  
 
La participación de las instituciones públicas en los órganos e instancias de coordinación 
nacional y territorial, en el Consejo Directivo, Mesas de Consulta, Comité Científico-Técnico, 
Comisiones de Trabajo, será obligatoria. La falta de participación de manera parcial o total, 
generará para los funcionarios, servidores o empleados públicos las responsabilidades señaladas 
en la presente Ley y su Reglamento.  
 
Las entidades públicas, en el ámbito de su jurisdicción y competencia, deben generar las 
normas, instrumentos y mecanismos necesarios para apoyar la incorporación de la gestión de 
riesgo de desastre en los planes, programas, proyectos y acciones del sector a su cargo y de los 
gobiernos regionales, departamentales y municipales. 
 
En situaciones de desastre, las entidades públicas participan en los procesos de evaluación de 
daños y análisis de necesidades, de conformidad con las normas técnicas establecidas por la 
Secretaría Ejecutiva y en el marco de coordinación del Centro de Operaciones de Emergencia 
Nacional (COEN). 
 
Todas las Instituciones están obligadas a proporcionar información a la Secretaría Ejecutiva. 
Las instituciones rectoras de sector (educación, salud, infraestructura, agricultura, ganadería, 
industria, comercio, etc.) y las especializadas en atención de emergencias, deberán informar de 
los daños sufridos por el  sector en un periodo no mayor de 48 horas una vez iniciada una 
emergencia, según formatos de Evaluación de Daños y Análisis de Necesidades (EDAN) y 
formatos de la Comisión Económica para América Latina de las Naciones Unidas (CEPAL). El 
no informar a COPECO oportunamente es una infracción administrativa y motivo de sanción.  
 
Los Secretarios de Estado, Gobernadores Departamentales, Alcaldes y Corporaciones 
Municipales deben asegurar el desarrollo de canales adecuados de comunicación y 
coordinación, construyendo las herramientas de gestión de riesgos de desastre necesarias a fin 
de que los lineamientos de política y el Plan Nacional de Gestión de Riesgos, así como el Plan 
Nacional de Contingencias, se ejecuten de manera coherente, oportuna y armónica. Sus 
responsabilidades deben estar claramente definidas en los correspondientes Planes Sectoriales, 
Regionales y Locales.  
 
ARTÍCULO 18.- ENTIDADES PRIVADAS Y SOCIEDAD CIVIL. Las entidades privadas y 
las organizaciones de la sociedad civil cuyas actividades se relacionan con la gestión de riesgo 
de desastres brindarán asesoramiento y apoyo al Sistema Nacional de Gestión de Riesgos 
(SINAGER) y su órgano rector, a los gobiernos regionales, departamentales y municipales y 
demás entidades que integran el SINAGER, en el marco de los convenios, planes y protocolos 
para la gestión de riesgo de desastre. 
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SECCIÓN IV 
OTROS ÓRGANOS DE INTEGRACIÓN Y CONSULTA DEL SISTEMA NACIONAL 
DE GESTIÓN DE RIESGO (SINAGER) 
 
ARTÌCULO 19.- LAS MESAS DE CONSULTA DEL SINAGER.  Son órganos 
participativos y deliberativos, que actúan como espacios de consulta, reflexión, concertación y 
análisis sobre el estado de la Gestión de Riesgo en el país y como fuente de propuestas para el 
Sistema Nacional de Gestión de Riesgos (SINAGER), sobre nuevas políticas, estrategias, 
programas, proyectos, actividades o acciones relacionadas con la Gestión de Riesgos que deben 
incluirse en el Plan Nacional de Gestión de Riesgos a ser ejecutado por la Secretaría Ejecutiva.  
 
Las Mesas de Consulta abordarán las temáticas de prevención, preparación y respuesta y 
rehabilitación, reconstrucción y transferencias de riesgos. De acuerdo a la funcionalidad, tales 
Mesas estarán integradas por las instituciones del Gobierno Central, los órganos 
desconcentrados y descentralizados, los gobiernos locales, la sociedad civil, Organizaciones No 
Gubernamentales (ONG’S), las organizaciones de obreros empresarios y campesinos, las 
instituciones de primera respuesta; siendo sus representantes del más alto nivel de cada una de 
las instituciones que lo integran.  
 
El Reglamento de la ley definirá los mecanismos de participación y la determinación de la 
integración de cada una de tales Mesas.  
 
Las Mesas  tienen las siguientes funciones:  
 
1) Participar en la elaboración y validación del Plan Nacional de Gestión de Riesgos.  
2) Considerar y discutir las manifestaciones e impactos de los riesgos y desastres en el territorio 
nacional, a fin de que sean incluidos dentro del Plan Nacional de Gestión de Riesgos.  
3) Debatir y sugerir para consideración del Sistema Nacional de Gestión de Riesgos 
(SINAGER), el diseño y ejecución de políticas, programas y acciones para prevenir y reducir 
los riesgos;  
4) Considerar y debatir nuevos desarrollos conceptuales, tecnológicos, sociales y de cualquier 
otra índole en el área de riesgos y de desastres;  
5) Recomendar a la Secretaria Ejecutiva del Sistema la conformación de Comisiones de 
Trabajo;  
6) Sugerir, de acuerdo a lo establecido en el Reglamento de esta Ley, a un máximo de cinco (5) 
miembros temporales para formar parte del Consejo Directivo del Sistema Nacional de Gestión 
de Riesgos (SINAGER);  
7.) Analizar los logros y avances, los problemas y desaciertos de la Gestión de Riesgo en el país 
y sugerir mecanismos de superación; y.  
8.) Recibir información de la Secretaria Ejecutiva sobre el avance de los logros de los resultados 
esperados de la ejecución del Plan Nacional de Gestión de Riesgos.  
 
Las Mesas de Consulta se instalarán de forma ordinaria al menos una vez durante el primer 
semestre de cada año y en forma extraordinaria cuando sea requerido, a convocatoria de la 
Secretaria Ejecutiva del Sistema Nacional Gestión de Riesgos (SINAGER), conforme al 
Reglamento.  
 
ARTÌCULO 20.- COMISIONES DE TRABAJO. El Sistema Nacional de Gestión de Riesgos 
(SINAGER), por medio de su Secretario Ejecutivo, creará las Comisiones de Trabajo que se 
consideren pertinentes, las cuales pueden ser lideradas por las municipalidades y las 
mancomunidades con la participación de los actores locales claves. Dichas comisiones deben 
estar destinadas a estudiar un tema específico, trabajar sobre aspectos de interés en algún sector 
o grupos sectoriales, desarrollar consultas territoriales para el fortalecimiento de capacidades en 
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cualquier área o para temas ad-hoc, según sea necesario y los recursos institucionales lo 
permitan.  
 
Las Comisiones trabajarán en el marco de un Reglamento Interno elaborado por ellas mismas, 
conforme a los objetivos esperados. Dicho Reglamento debe ser inscrito en la Secretaría 
Ejecutiva del Sistema Nacional de Gestión de Riesgos (SINAGER).  
 
El Secretario Ejecutivo del Sistema Nacional de Gestión de Riesgos (SINAGER), con asistencia 
técnica de su equipo de trabajo, será el encargado de facilitar la elaboración de los Planes de 
Trabajo de las Comisiones, darle seguimiento a los resultados y acompañar la presentación de 
los informes de avance y finales del trabajo realizado.  
 
ARTÍCULO 21. VOLUNTARIADO DEL SISTEMA NACIONAL DE GESTIÓN DE 
RIESGO (SINAGER). El voluntariado del Sistema Nacional de Gestión de Riesgo 
(SINAGER) es el espacio de participación ciudadana más amplio del Sistema. Se coordinará 
desde una unidad especial en la Dirección para la Coordinación Permanente de Contingencias 
(COPECO) y en él se permitirá la participación de cualquier persona. Los voluntarios estarán 
organizados en diferentes ramas, dependiendo de sus capacidades y las preferencias de los 
interesados. Pueden ser voluntarias todas las personas naturales o jurídicas dentro o fuera del 
territorio nacional que deseen apoyar los esfuerzos del Sistema Nacional de Gestión de Riesgos 
(SINAGER), siempre y cuando se comprometan a cumplir con los principios de esta Ley y los 
principios y normativas propios del voluntariado que se desarrollen en  el Reglamento de la 
presente Ley. 
  
ARTÌCULO 22. CENTRO DE OPERACIÓN Y EMERGENCIA NACIONAL (COEN). El 
Centro de Operación y Emergencia Nacional (COEN) es la organización necesaria para la 
administración y adecuación de las emergencias del Sistema Nacional de Gestión de Riesgos 
(SINAGER). Será organizado, dirigido y coordinado por la Secretaría Ejecutiva, a través de la 
Coordinación Permanente de Contingencias (COPECO). Su estructura y organización será 
diferente según la intensidad y gravedad de la emergencia o fenómeno que amenace o afecte. El 
Centro de Operación y Emergencia Nacional (COEN) contará con un Manual de Funciones 
Básicas, elaborado por la Secretaría Ejecutiva del SINAGER.  
  
El Centro de Operación y Emergencia Nacional (COEN) se instalará, operará y se disolverá por 
instrucciones del Director de la Coordinación Permanente de Contingencias (COPECO) y con el 
visto bueno del Secretario Ejecutivo del SINAGER. En casos de alerta y emergencia se 
conformará por todos los actores que sean llamados a integrarlo. El llamado a participar en el 
Centro de Operaciones y Emergencia Nacional (COEN) es de obligatorio cumplimiento y la 
falta de respuesta será motivo de sanción.  
 
La no comparecencia inmediata de una institución o persona será considerada como falta grave 
y acarreará las responsabilidades administrativas establecidas en el Reglamento de esta Ley y en 
otras leyes de la República.  
 
Todos los miembros del Centro de Operación y Emergencia Nacional (COEN) serán personas 
del más alto nivel, relacionadas directamente con las más altas autoridades de cada una de las 
organizaciones a las que pertenezcan. Para realizar su trabajo recibirán el entrenamiento 
adecuado por parte de la Secretaría Ejecutiva, a través de la Coordinación Permanente de 
Contingencias (COPECO).  
 
Como parte del Centro de Operación y Emergencia Nacional (COEN) y cuando sea necesario y 
según lo establezca el mismo Manual del Centro de Operación y Emergencia Nacional (COEN), 
se organizará el Centro de Coordinación de Ayuda Humanitaria Internacional que será conocido 
como “CCAHI”, el cual se encargará de coordinar toda la Asistencia y Ayuda Internacional que 
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reciba Honduras en caso de un desastre. El Centro de Coordinación de Ayuda Humanitaria 
Internacional (CCAHI) tendrá su propio manual de funcionamiento.  
 
La Secretaría Técnica de Planificación y Cooperación Externa (SEPLAN) y la Secretaría de 
Estado en el Despacho de Relaciones Exteriores, serán las instituciones encargadas de dar 
asistencia técnica y apoyo al Sistema para lograr el buen funcionamiento del Centro de 
Coordinación de Ayuda Humanitaria Internacional (CCAHI), según lo establezca el Manual.  
 
Igualmente el Centro de Operación y Emergencia Nacional (COEN) organizará las instancias 
necesarias para coordinar la Ayuda Humanitaria que en forma solidaria los propios hondureños 
otorguen a los afectados por una emergencia o desastre. La Cruz Roja Hondureña será la 
encargada de dar apoyo al Sistema Nacional de Gestión de Riesgos (SINAGER) en la asistencia 
técnica y las operaciones relacionadas con este tema bajo la coordinación de la Secretaría 
Ejecutiva del SINAGER a través de la Coordinación Permanente de Contingencias (COPECO).  
 
SECCIÓN V 
DE LOS COMITÉS DE EMERGENCIA DEPARTAMENTALES, CODED; 
MUNICIPALES, CODEM; LOCALES, CODELES; CENTROS ESCOLARES, 
CODECE; Y CENTROS LABORALES, CEDECEL 
 
ARTÍCULO 23. COMITÉS DE EMERGENCIA EN LOS TERRITORIOS Y LOS 
COMITÉS DEPARTAMENTALES. El SINAGER reconoce y hace suya la organización 
territorial existente de los Comités de Emergencia Departamentales, CODED; Municipales, 
CODEM; Locales, CODELES; Centros Escolares, CODECE; y Centros laborales CEDECEL. 
La Unidad Básica del SINAGER en los territorios es el Municipio y su correspondiente Comité 
de Emergencia, a quien estarán subordinados los Comités Locales, Escolares y de Centros 
Laborales de la respectiva circunscripción territorial.  
 
Los Comités Departamentales estarán coordinados por el Gobernador Departamental de la 
Secretaría del Interior y Población y conformados por los alcaldes de los Municipios del  
Departamento o sus representantes y los representantes de las mancomunidades y otras formas 
asociativas existentes en el Departamento; estarán en función de coordinar las acciones que 
afecten a dos o más municipios en caso de alerta o de desastre y apoyar y canalizar los 
requerimientos de los Municipios hacia y desde el nivel nacional. Particular atención se dará al 
fortalecimiento de los Comités Departamentales como centros de acopio departamentales de 
suministros humanitarios, coordinación de situaciones y declaraciones de alerta, centros de 
comunicaciones y de información, consolidación de evaluaciones de daños y análisis de 
necesidades de los diferentes municipios afectados, etc.  
 
La Secretaría Ejecutiva del SINAGER, a través de la Coordinación Permanente de 
Contingencias (COPECO), con la participación de la Secretaría del Interior y Población y la 
Asociación de Municipios de Honduras (AMHON), elaborará un Manual de Funciones de todas 
estas estructuras y de sus mecanismos de coordinación, que deberá ser presentado al Consejo 
Directivo para su aprobación. 
 
El Reglamento de la presente Ley regulará la organización y funciones de todos los Comités en 
el territorio. 
 
ARTÍCULO 24. COMITÉS DE EMERGENCIA MUNICIPALES. Los Comités de 
Emergencia Municipales estarán coordinados por el Alcalde o el Vice Alcalde y estarán 
integrados por los representantes de las instituciones de la Administración Central y los 
representantes de los organismos de respuesta con presencia en el Municipio.  
 
Los Comités de Emergencia Municipales trabajarán en estrecha coordinación con los Consejos 
de Desarrollo Municipales (CDM).  
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Los Comités de Emergencia Municipales son los llamados a dar la respuesta inicial a la 
población enmarcada en el área geográfica que le corresponde y es hasta que se vea rebasada su 
capacidad de atención que se deberá solicitar el apoyo Regional y Nacional. 
 
ARTÍCULO 25. COMITÉS DE EMERGENCIA LOCALES. Los Comités de Emergencia 
Locales serán coordinados por un delegado electo por la comunidad y estará integrado por las 
organizaciones de la comunidad reconocidas por el Municipio, delegados de los organismos 
gubernamentales y no gubernamentales con presencia en la comunidad y representantes de 
proyectos de cooperación importantes que se desarrollen con los habitantes.  
 
ARTÍCULO 26. COMITÉS DE EMERGENCIA ESCOLARES Y DE CENTROS 
LABORALES. Todos los centros escolares, públicos y privados, estarán obligados a organizar 
sus Comités de Emergencia Escolares, de acuerdo con las normativas e instructivos que la 
Secretaría de Educación elaborará, en coordinación con la Dirección para la Coordinación 
Permanente de Contingencias (COPECO). Los planes de contingencia escolares para los 
diferentes tipos de amenazas deberán ser actualizados y ejercitados a través de simulaciones y 
simulacros al menos dos veces al año. 
 
Todos los Centros Laborales con más de 25 trabajadores o empleados deberán contar con su 
Comité de Emergencia y sus planes de contingencia, de acuerdo con las normativas e 
instructivos que la Secretaría del Trabajo elaborará, en coordinación con la Coordinación 
Permanente de Contingencias (COPECO). Los planes de contingencia para los diferentes tipos 
de amenazas deberán ser actualizados y ejercitados a través de simulaciones y simulacros al 
menos dos veces al año. Por el alto número de empresas y para facilitar el proceso de 
capacitación y organización de estos Comités de Emergencia. La Secretaría Ejecutiva del 
SINAGER, a través de la Coordinación Permanente de Contingencias (COPECO) y con el 
apoyo del CENICAC, certificará las organizaciones privadas que puedan brindar este servicio. 
 
 
CAPÍTULO IV 
DEL RÈGIMEN PATRIMONIAL Y FINANCIERO 
 
ARTÍCULO 27. EL PATRIMONIO DEL SISTEMA NACIONAL DE GESTIÓN DE 
RIESGOS (SINAGER). El Sistema Nacional de Gestión de Riesgos (SINAGER) es un 
Sistema y por lo tanto no requerirá de patrimonio propio. La Secretaría Ejecutiva y los demás 
miembros del Sistema Nacional de Gestión de Riesgos (SINAGER) facilitarán los recursos para 
su operación y funcionamiento, respetando los recursos y respectivos de las diferentes 
instituciones.  
 
La Secretaría Ejecutiva del SINAGER facilitará las instalaciones y los recursos humanos y 
materiales requeridos y que estén a su alcance, para el debido funcionamiento del Sistema. 
Todas las instituciones del Estado están obligadas a contribuir con sus recursos a la debida 
coordinación y funcionamiento del SINAGER.  
 
ARTÌCULO 28.- PRESUPUESTO DEL SISTEMA. Todas las instituciones públicas 
miembros del SINAGER deberán  incluir en sus presupuestos una partida de al menos el 1% de 
sus recursos para financiar acciones de prevención, mitigación y respuesta en casos de desastre 
o calamidad.  
 
El presupuesto de Ingresos y Egresos del Sistema se enmarcará en la ley Orgánica del 
Presupuesto y su Reglamento de Ejecución y los demás reglamentos que han sido aprobados en 
materia presupuestaria.  
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Los recursos financieros necesarios para el fortalecimiento y desarrollo del Sistema Nacional de 
Gestión de Riesgo (SINAGER) y su Secretaría Ejecutiva, serán parte de una línea 
presupuestaria del gobierno de la República, creada única y exclusivamente para este fin.  
 
La elaboración, administración y ejecución del presupuesto destinado para el tema de Gestión 
de Riesgos será responsabilidad del titular de cada institución miembro del Sistema Nacional de 
Gestión de Riesgo (SINAGER). Posteriormente,  cada institución presentará un informe sobre 
su ejecución en el Consejo Directivo del SINAGER.  
 
El Secretario Ejecutivo del SINAGER fijará las remuneraciones, estipendios y bonificaciones 
del personal de la Institución, dando cuenta de ello al Consejo Directivo del Sistema Nacional 
de Gestión de Riesgos (SINAGER).  
 
En caso de emergencia nacional o regional, declarada en debida forma por el Poder Ejecutivo o  
declarada por cualquiera de las corporaciones municipales, la ejecución de fondos públicos por 
parte de la Secretaría Ejecutiva o cualquier otro miembro del Sistema Nacional de Gestión de 
Riesgos (SINAGER), puede llevarse a cabo de forma expedita, abreviando los requerimientos 
establecidos en la Ley de Presupuesto, la Ley de Contratación del Estado o cualquier otra ley 
relacionada. Estos requerimientos abreviados, deberán ser concertados con la Secretaría de 
Finanzas y los entes contralores del Estado e incorporados en la Ley de Presupuesto una vez 
aprobado el Presupuesto General de la República. No obstante lo anterior, la correcta ejecución 
de estos recursos será verificada en forma posterior por los entes de control. 
 
Cada titular de institución que ejecute fondos para enfrentar una emergencia, será responsable 
directo de que el uso de los fondos sea exclusivamente para responder a dichas emergencias y 
apoyar la recuperación de las condiciones de vida de las personas y comunidades afectadas. Las 
instituciones que velan por la transparencia, la lucha contra la corrupción y que actúan como 
fiscalizadoras del Estado, serán las encargadas de verificar lo establecido en este párrafo.  
 
El Secretario Ejecutivo del SINAGER y cualquier otro funcionario que ejecute fondos públicos 
o de cualquier origen, destinados a la emergencia, debe informar a quien lo solicite sobre la 
manera y los detalles en que se han invertido los fondos de atención y recuperación de las 
emergencias según lo estipulado en la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública.  
 
ARTÍCULO 29.- FONDO NACIONAL PARA LA PREVENCIÓN Y RESPUESTA A 
EMERGENCIAS (FONAPRE). Se instituye el Fondo Nacional para la Prevención y 
Respuesta a Emergencias, que se denominará según sus siglas como el FONAPRE.  
 
El Fondo Nacional para la Prevención y Respuesta a Emergencias (FONAPRE), será utilizado 
exclusivamente para actividades de prevención, mitigación, preparación, respuesta y 
recuperación. El Fondo Nacional para la Prevención y Respuesta a Emergencias (FONAPRE), 
también puede ser utilizado para apoyar las operaciones de primera respuesta.   
 
El Presidente de la República, o su designado, en su calidad de Presidente del Consejo Directivo 
del Sistema Nacional de Gestión de Riesgos (SINAGER), o el Secretario Ejecutivo, presentará 
anualmente ante el Honorable Congreso Nacional el proyecto de Presupuesto para el Fondo 
Nacional para la Prevención y Respuesta a Emergencias (FONAPRE), para el año fiscal 
correspondiente. Los montos a solicitar anualmente serán determinados en reunión del Consejo 
Directivo del Sistema Nacional de Riesgos (SINAGER).  
 
El contenido del Fondo Nacional para la Prevención y Respuesta a Emergencias (FONAPRE) 
será administrado por el Secretario Ejecutivo del SINAGER y puede ser ejecutado por 
cualquiera de los miembros del Sistema Nacional de Gestión de Riesgos (SINAGER), teniendo 
éstos la obligación de liquidar dichos fondos ante la Secretaría Ejecutiva en el tiempo 
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establecido por ésta. El no acatamiento de esta disposición implicará responsabilidades 
conforme a la Ley.  
 
El Fondo Nacional Para la Prevención y Respuesta (FONAPRE) operará mediante una cuenta 
en el Banco Central de Honduras y, una vez establecido, no será sujeto de transferencias a otras 
partidas institucionales, para no afectar el mismo, ya que su fin es responder exclusivamente a 
actividades de reducción de riesgo, atención de emergencias y a reconstrucciones post-
emergencias.  
 
El Fondo Nacional Para la Prevención y Respuesta (FONAPRE) será acumulativo. Después de 
terminado el año fiscal su contenido se dará por ejecutado en términos contables y su residuo no 
será incluido dentro de los fondos a ser devueltos a la Tesorería Nacional. Los fondos 
efectivamente no ejecutados permanecerán en la cuenta establecida en el Banco Central de 
Honduras y se acumularán a los presupuestados del año fiscal siguiente. 
  
El Reglamento de esta Ley desarrollará los mecanismos de proyección del Fondo, las consultas 
a la Secretaria de Estado en el Despacho de Finanzas, la forma de petición al Congreso 
Nacional, los mecanismos para ejecutarlo, su liquidación e informe, todo enmarcado en el 
Principio de Ética y Transparencia.  
 
El Banco Central de Honduras será responsable del manejo financiero del Fondo Nacional para 
la Prevención y Respuesta a Emergencias (FONAPRE), asegurándose el fácil acceso al mismo 
por parte de la Secretaría Ejecutiva del SINAGER a fin de poder responder de inmediato en 
casos de emergencia.  
 
La Secretaría Ejecutiva del SINAGER sólo puede utilizar en cada período fiscal, un máximo del 
cincuenta por ciento (50%) del monto del Fondo Nacional para la Prevención y Respuesta a 
Emergencias (FONAPRE) para invertir en actividades de prevención y preparación para la 
respuesta a emergencias. El resto del contenido del FONAPRE debe mantenerse acumulado 
para atender las emergencias que se presenten. 
  
Las actividades de prevención y preparación para la emergencia corresponden a las contenidas 
dentro de Plan Nacional de Gestión de Riesgo elaborado y coordinado por la Comisión 
Permanente de Contingencias (COPECO).   
 
ARTÍCULO 30. FORTALECIMIENTO DEL FONDO NACIONAL PARA LA 
PREVENCIÓN Y RESPUESTA A EMERGENCIAS (FONAPRE). La Secretaría de Estado 
en el Despacho de Finanzas y la Secretaria Técnica de Planificación y Cooperación Externa 
deben establecer el mecanismo de financiación y acumulación del Fondo Nacional para la 
Prevención y Respuesta a Emergencias (FONAPRE), de acuerdo con las posibilidades reales del 
país. Este mecanismo podrá modificarse cada vez que la Secretaría de Estado en el Despacho de 
Finanzas lo estime conveniente, de acuerdo con las necesidades presupuestarias del país.  
 
Las modificaciones a los mecanismos de financiación  establecidos por la Secretaría de Estado 
en el Despacho de Finanzas y la Secretaria Técnica de Planificación y Cooperación Externa, 
deben concertarse con el Secretario Ejecutivo del SINAGER y estar encaminadas a mejorar la 
eficiencia del manejo y crecimiento del Fondo Nacional para la Prevención y Respuesta a 
Emergencias (FONAPRE). Las modificaciones deben ser comunicadas oficialmente al Sistema 
Nacional de Gestión de Riesgos (SINAGER), a través de su Secretaría Ejecutiva.  
 
El Fondo Nacional para la Prevención y Respuesta a Emergencias (FONAPRE), contará con 
una asignación presupuestaria anual que no sea menor de TREINTA MILLONES DE 
LEMPIRAS (L.30,000,000.00) en términos reales, medidos al valor real del monto del primer 
año de vigencia de esta Ley.  
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Adicionalmente, el 5% de los recursos no ejecutados en cada ejercicio fiscal presupuestario 
serán transferidos al FONAPRE, a través de los mecanismos que determine la Secretaría de 
Estado en el Despacho de Finanzas. 
 
ARTÌCULO 31. AYUDAS Y DONACIONES. El Secretario Ejecutivo del Sistema Nacional 
de Gestión de Riesgos (SINAGER), lo mismo que cualquier otro miembro del Sistema Nacional 
de Gestión de Riesgos (SINAGER) debidamente autorizado por el Consejo Directivo, pueden 
gestionar ante la comunidad nacional e internacional la obtención de recursos financieros, 
servicios y bienes materiales, en calidad de donaciones destinados a cubrir toda o parte de los 
aspectos del Plan de Estratégico o Planes Operativos del Sistema Nacional de Gestión de 
Riesgos (SINAGER). Los fondos recaudados, cuando sean destinados a Preparación y 
Respuesta a Emergencia deben ser obligatoriamente depositados dentro de la cuenta especial del 
Fondo Nacional para la Prevención y Respuesta a Emergencias (FONAPRE) en el Banco 
Central de Honduras. Esto, sin detrimento de los recursos asignados por el Congreso Nacional 
en el Presupuesto Nacional de Ingresos y Egresos de la República y otros que la Secretaría de 
Estado en el Despacho de Finanzas apruebe anualmente.  
 
Los fondos destinados al financiamiento de otras operaciones el Sistema Nacional de Gestión de 
Riesgos (SINAGER) deben ser depositados en cuentas especiales administradas por la 
Secretaría Ejecutiva del SINAGER.   
 
Todas las donaciones internacionales de bienes materiales o servicios serán coordinadas por la 
Secretaría Ejecutiva del SINAGER, a través de los mecanismos establecidos.  
 
CAPÌTULO V 
DE LAS UNIDADES TÉCNICAS DE PREVENCION Y OFICIALES DE PREVENCIÓN 
 
ARTÍCULO 32. UNIDAD TÉCNICA DE PREVENCIÓN Y OFICIALES DE 
PREVENCIÓN, REQUISITOS Y FUNCIONES. Todas las instituciones públicas deberán 
nombrar entre su personal  un Oficial de Prevención, que será el Jefe de la Unidad Técnica de 
Prevención, la que funcionará como órgano de apoyo a la Dirección Superior de la institución, 
subordinada jerárquicamente de manera directa. Las Unidades Técnicas de Prevención estarán 
integradas por personal capacitado y certificado por COPECO y el CENICAC y cumplirán con 
las siguientes funciones: 
 
6. Preparar el Plan Institucional de Gestión de Riesgos, que integrará el Plan Nacional, así 
como los Planes Institucionales de Contingencias. 
7. Preparar y mantener actualizado el inventario de recursos de la institución y el sector. 
8. Orientar y dar seguimiento al trabajo de los delegados territoriales de la institución, que 
integran los Comités Municipales, así como organizar y garantizar el correcto 
funcionamiento del sistema de comunicaciones de la Secretaría o institución y sus 
delegados en los territorios. 
9. Planificar y dirigir las actividades de capacitación y entrenamiento del personal de la 
institución y sus delegaciones territoriales, así como dirigir las simulaciones y simulacros de 
ejecución de los planes de contingencia institucionales y sectoriales. 
10. Cumplir con las funciones específicas sectoriales e institucionales, que serán definidas en el 
Reglamento de la presente Ley. 
 
Los Oficiales de Prevención serán las personas encargadas de garantizar que cada institución 
miembro del SINAGER, incorpore a sus estrategias, programas y proyectos, las acciones 
concretas de Gestión de Riesgos. 
 
Los Oficiales de Prevención serán, así mismo, los enlaces entre la Secretaría de Estado o 
institución y la Secretaría Ejecutiva del SINAGER. Garantizarán la participación y coordinación 
de la institución, a través de su delegado, en el Centro de Operación y Emergencia Nacional 
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(COEN) y la ejecución coordinada de las acciones planificadas en el Centro para la debida 
atención de las situaciones de alerta, calamidad, emergencia o desastre. 
 
Los Municipios contarán también con sus Unidades Técnicas de Prevención. 
 
ARTÍCULO 33. FUNCIONES GENERALES DE LOS OFICIALES DE PREVENCIÓN. 
Son funciones generales de los Oficiales de Prevención las siguientes: 
 
j) Velar por el cumplimiento, en el ámbito de la institución a que pertenece, de las normas y 
procedimientos establecidos en la presente Ley y sus reglamentos. 
k) Denunciar de oficio, o canalizar las denuncias de los particulares, ante las autoridades 
competentes, sobre presuntas violaciones o infracciones de normativas en materia de riesgo 
vigentes en el territorio nacional y dar seguimiento a la imposición, en su caso, de las 
correspondientes sanciones. 
l) Garantizar la incorporación de la gestión de riesgo en los proyectos, planes y programas 
estratégicos institucionales, regionales, departamentales y municipales. Su responsabilidad 
primordial será la transversalización de la gestión del riesgo de acuerdo con las metas 
sectoriales planteadas en el Plan Nacional de Gestión de Riesgos y de acuerdo con los 
planes de desarrollo territoriales. 
m) Poner en conocimiento del Secretario, Presidente, Gerente, Director, Alcalde, Corporación 
Municipal o Mancomunidad Municipal, la existencia de debilidades o vulnerabilidades 
institucionales en materia de riesgo ante desastres y proponer cursos de acción para 
fortalecerlas. 
n) Planificar y coordinar las actividades de capacitación y entrenamiento del personal de la 
institución y sus delegaciones territoriales, así como coordinar las simulaciones y 
simulacros de ejecución de los planes de contingencia institucionales y sectoriales. 
o) Orientar y contribuir con la Dirección de Planificación correspondiente, en la elaboración de 
los diferentes planes institucionales en materia de riesgo ante desastres. En particular, 
garantizar la elaboración de:  
-El Plan Institucional de Gestión de Riesgos, que integrará el Plan Nacional de Gestión 
de Riesgos. 
-Los Planes Institucionales de Contingencias, que integrará el Plan Nacional de 
Contingencias. 
p) Apoyar de manera sistemática, las actividades de los enlaces institucionales del Centro de 
Operaciones de Emergencia en la atención de cualquier emergencia y coordinar la 
elaboración de la Evaluación de Daños y Análisis de Necesidades (EDAN) de su institución 
y sector. 
q) Autorizar las evaluaciones de riesgo llevadas a cabo en su jurisdicción o sector y certificar a 
los Evaluadores de Riesgo, así como formar parte de los equipos encargados de realizar 
estas evaluaciones, cuando sea necesario, e integrar y participar en las Comisiones ad hoc 
encargadas de realizar dictámenes científico técnicos especiales sobre materias relacionadas 
con los riesgos o situaciones específicas, a iniciativa de la Dirección para la Coordinación 
Permanente de Gestión de Riesgo (COPEGER) de la Secretaría Ejecutiva del SINAGER.  
r) Servir de enlace permanente de la institución, municipio o mancomunidad de municipios a 
que pertenece, con la Secretaría Ejecutiva del Sistema Nacional de Gestión de Riesgos 
(SINAGER) y garantizar el correcto flujo de información de y hacia la Secretaría, y de la 
institución con sus delegados en los territorios, para la aplicación de las directrices 
emanadas del Consejo Directivo del SINAGER y de la Secretaría Ejecutiva. 
 
Las funciones específicas de los oficiales de prevención, de acuerdo con las competencias y 
funciones de la institución a que pertenece, serán reguladas en el Reglamento general de la 
presente Ley. 
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CAPITULO VI 
DE LA EVALUACIÓN DE RIESGO DE DESASTRE 
 
ARTÍCULO 34. OBLIGATORIEDAD DE LA EVALUACIÓN DE RIESGOS. Los 
proyectos, instalaciones industriales o cualquier otra actividad pública o privada, susceptible de 
generar riesgos de desastres serán precedidos obligatoriamente de una evaluación de riesgo, que 
permita prevenir los posibles efectos negativos. 
 
En tal virtud, las medidas de prevención y reducción de riesgos de desastres que resulten de 
dichas evaluaciones serán de obligatorio cumplimiento para todas las partes, en la fase de 
ejecución y durante la vida útil de las obras o instalaciones.  
 
En el caso de instalaciones u obras existentes, se realizarán de oficio o a solicitud de un ente 
público, en dependencia de los criterios de vulnerabilidad, importancia estratégica, peligro 
público y otros que establezca la Secretaría Ejecutiva del SINAGER, a través de la Dirección 
para la Coordinación Permanente de la Gestión de Riesgo (COPEGER). Se darán los plazos 
necesarios para la ejecución de las medidas reductivas del riesgo o la reubicación en su caso. 
 
ARTÍCULO 35. CONCEPTO DE EVALUACIÓN DE RIESGO DE DESASTRE. El 
riesgo es la probabilidad de que la unidad social o sus medios de vida sufran daños y pérdidas a 
consecuencia del impacto de un peligro. El riesgo es función de un peligro o amenaza que tiene 
unas determinadas características, y de la vulnerabilidad de una unidad social (personas, 
familias, comunidad, sociedad), estructura física o actividad económica, a dicho peligro. 
 
La Evaluación de Riesgo de Desastre es una herramienta que permite la identificación y 
evaluación de los probables daños y/o pérdidas ocasionados por el impacto de un peligro sobre 
un proyecto o elementos de este. Así, se identifican e incluyen medidas que eviten la generación 
de vulnerabilidades o corrijan las existentes de tal manera que se reduzca el riesgo en las 
alternativas de solución al problema planteado. 
 
ARTÍCULO 36. ELEMENTOS QUE INTEGRAN LA EVALUACIÓN DE RIESGO. La 
Evaluación de Riesgo de Desastre debe incluir como mínimo los siguientes elementos, que 
deberán desarrollarse y concretarse como partes de un proceso integral. Estos son: 
 
k) Localización en zonas de riesgo y análisis de contexto (cuenca). 
l) Determinación y revisión de los alcances de la normativa de zonificación. 
m) Evaluación de sitio. 
n) Análisis del entorno construido. 
o) Evaluación de la infraestructura construida o proyectada (estructural, diseño, aguas 
pluviales, calidad de construcción) 
p) Evaluación funcional: carácter de la infraestructura, alcance del servicio prestado. 
q) Modalidad de contratación. 
r) Generación de riesgos. 
s) Taludes y obras de estabilización. 
t) Otras obras de mitigación. 
 
Todos estos elementos, en sus diferentes fases, serán desarrollados y constarán en una Guía 
Práctica de Evaluación de Riesgo, que deberá formularse con el concurso y participación de los 
expertos y oficiales de prevención de las instituciones que integran el SINAGER, certificados 
por COPECO, y que deberá oficializar el Consejo Directivo del SINAGER. 
 
ARTÍCULO 37. CLASES DE EVALUACIÓN DE RIESGO. Las evaluaciones de riesgo 
podrán hacerse: 
d) De oficio o por solicitud de un ente público;  
e) Como requisito para obtener un permiso de construcción; y, por último,  
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f) Como requisito para obtener el permiso de funcionamiento de un comercio o industria. 
 
Las evaluaciones podrán hacerse durante la fase de preinversión, como requisito para la 
aprobación del financiamiento de un proyecto o como requisito para el otorgamiento del 
permiso o autorización para construir o para el funcionamiento de un comercio o industria. Las 
evaluaciones podrán hacerse también en obras ya existentes, en zonas afectadas por desastres o 
en zonas consideradas bajo riesgo inminente.  
 
Las evaluaciones también podrán hacerse en el marco de planes de desarrollo, de planes de 
ordenamiento territorial o desarrollo urbanístico, de mandatos contenidos en ordenanzas 
municipales y cualquier otro tipo de normativas de planificación territorial, con el fin de 
contribuir a la clasificación de las áreas o zonas territoriales urbanas o rurales, ordenar el uso del 
suelo y establecer las limitaciones necesarias a la propiedad en función del interés público y la 
seguridad de los habitantes. 
 
La Secretaría de Finanzas exigirá la evaluación de riesgos en todos los proyectos que se 
incluyan en los Planes de Preinversión e Inversión Pública y exigirá también a los Gobiernos 
Locales la integración de la Evaluación de Riesgos en los Planes de Inversión Municipales, a ser 
financiados con transferencias presupuestarias. Así mismo, se exigirá la Evaluación de Riesgos 
en los proyectos municipales de asentamientos humanos y relocalización, así como en los 
planes municipales de recuperación temprana y reconstrucción. 
 
ARTÍCULO 38. EVALUACIÓN PRELIMINAR. La evaluación del sitio y del entorno 
construido serán los elementos fundamentales de la evaluación preliminar, junto a los otros 
criterios que lleguen a definirse en la Guía Práctica que deberá preparar la COPECO y ser 
aprobada por el Consejo Directivo del SINAGER.  
 
Esta evaluación preliminar, en función de sus resultados, podrá dar lugar a la evaluación 
definitiva, en la cual deberán incluirse las medidas preventivas y/o  reductivas del riesgo,  
necesarias para el otorgamiento del permiso o autorización correspondiente o la clasificación del 
área con  las limitaciones al uso del suelo que deberán ser normadas por la autoridad 
competente. 
La evaluación preliminar determinará, en su caso, los estudios geológicos, estructurales y 
funcionales adicionales necesarios para la evaluación definitiva. 
 
ARTÍCULO 39. CONTENIDO DE LA EVALUACIÓN DE RIESGO. Las instancias 
consultadas, los criterios, parámetros y mediciones utilizados para la determinación de los 
niveles de riesgo, así como las recomendaciones respecto a las medidas de prevención y 
reducción de riesgos y las restricciones o limitaciones al uso de la tierra que en su caso deberá 
poner en práctica la autoridad correspondiente, deberán constar con claridad en el Dictamen 
correspondiente. El Dictamen será firmado por todos y cada uno de los miembros del equipo 
técnico de evaluadores y contendrá las observaciones o reservas que cada quien tuviese a bien 
hacer. Será finalmente autorizado y oficializado por el Oficial de Prevención del Municipio, 
Mancomunidad o Región correspondiente.  
 
Si el dictamen concluye que los niveles de riesgo no admiten posibles medidas de prevención o 
reducción de los riesgos, tratándose de riesgos no mitigables, deberá determinar con exactitud 
las áreas que deberán ser declaradas inhabitables, señalando con precisión las edificaciones o 
parte de las edificaciones que deberán ser desocupadas y el número de personas y familias que 
deberán ser desalojadas y reasentadas. 
 
ARTÍCULO 40. DECLARACIÓN DE ÁREA INHABITABLE Y DE ALTO RIESGO NO 
MITIGABLE Y ZONA DE PROTECCIÓN. La declaración de área inhabitable y de alto 
riesgo no mitigable, en base a la evaluación de riesgo de desastre debidamente autorizada y una 
vez firme, corresponde hacerla a la Corporación Municipal, de conformidad con la facultad que 
 85 
le otorga el Artículo 25 de la Ley de Municipalidades de dictar todas las medidas de 
ordenamiento urbano. De manera simultánea a la declaración de área inhabitable y de alto 
riesgo no mitigable, se establecerá una zona de protección más amplia, que circundará a la 
primera y quedará   sujeta a las medidas especiales de control y prevención de asentamientos 
ilegales que la Corporación Municipal estime convenientes. 
 
ARTÍCULO 41. APELACIÓN. Contra la declaración de área de alto riesgo no mitigable y 
área inhabitable solamente cabe el recurso de apelación ante el Gobernador Departamental, de 
conformidad al Artículo 7, Numeral 4, de la Ley de Municipalidades, y se estará a lo dispuesto 
en los Artículos 216 a 223 del Acuerdo 018-93, Reglamento de la Ley de Municipalidades. 
 
ARTÍCULO 42. REASENTAMIENTO DE POBLACIÓN VULNERABLE EN ÁREAS 
DE ALTO RIESGO NO MITIGABLE. El reasentamiento de poblaciones vulnerables 
establecidas en áreas declaradas de alto riesgo no mitigable es de necesidad pública e interés 
nacional. Su finalidad es proteger la vida humana y el bienestar público, garantizar los derechos 
e intereses de la población vulnerable asentada en áreas declaradas de alto riesgo no mitigable, 
proteger las inversiones en equipamiento y servicios desarrolladas en tales áreas, proteger el 
patrimonio privado de la población vulnerable, contribuir a la sostenibilidad de las inversiones 
públicas en infraestructura social y económica y contribuir a prevenir y disminuir los riesgos de 
desastres.  
 
Los reasentamientos de población vulnerable en áreas de alto riesgo no mitigable se regirán, 
entre otros,  por los siguientes principios básicos de:  
 
Legalidad, por el que solamente pueden darse en los casos previstos por la Ley y su Reglamento 
y de acuerdo a los procedimientos establecidos en ellos. 
 
Sostenibilidad, por el que deben garantizarse las condiciones previas al traslado, asegurando en 
lo posible el normal desarrollo de la vida de los pobladores y sus actividades productivas. 
 
Igualdad, por el que los reasentados disfrutarán de los derechos y obligaciones establecidos en 
la Ley y su Reglamento sin discriminación de ningún tipo, asegurándose su participación e 
inclusión y el respeto a la cultura, costumbres y particularidades propias. 
 
Información, por el que se garantiza a la población que será reasentada ser informada sobre 
todos los aspectos del Plan de Reasentamiento de manera adecuada y oportuna, sobre sus 
derechos y obligaciones, garantías, plazos, cronograma, condiciones, opciones, etc. 
 
Subsidiariedad, por el que se establecen diferencias entre los distintos niveles de gobierno en 
cuanto a las responsabilidades de atender un proceso de reasentamiento, en dependencia de las 
capacidades y las dimensiones y características de la problemática que deba ser resuelta. 
 
Gradualidad, por el que independientemente de la existencia de poblaciones vulnerables 
asentadas en áreas de alto riesgo no mitigable, el reasentamiento deberá obedecer a los niveles 
de urgencia y los criterios de prioridad. Tendrán prioridad aquellos reasentamientos de 
población vulnerable que habite áreas ya declaradas formalmente de alto riesgo no mitigable, en 
las que las amenazas sean inminentes y cumplan los requisitos de elegibilidad que se 
establezcan en el Reglamento. 
 
Un Reglamento especial regulará los requisitos y etapas que debe incluir el Plan de 
Reasentamiento, así como las responsabilidades de las diferentes instituciones del Estado que 
intervienen en su diseño y ejecución. Todas estas normativas serán de obligatorio cumplimiento 
para todas las instituciones del Estado, personas naturales o jurídicas, públicas o privadas, que 
se encuentren dentro del territorio de la República y participen en la ejecución de un proceso de 
reasentamiento.  
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ARTÍCULO 43. EXPROPIACIÓN FORZOSA. La declaratoria de área inhabitable y de alto 
riesgo no mitigable, junto a la definición de la zona de protección, se hará por Acuerdo de la 
Corporación Municipal y servirá de base suficiente para iniciar los procedimientos previstos en 
la Ley de Expropiación Forzosa, de conformidad a lo dispuesto en el Artículo 9 de dicha Ley. 
 
En todo caso el procedimiento de expropiación no se iniciará mientras las propiedades 
afectadas, si presentaren problemas legales, no hayan sido sometidas al Programa Nacional de 
Regularización Predial, mientras no haya sido aprobado el Plan de Reasentamiento y mientras 
no esté garantizado el financiamiento del proyecto de reasentamiento involuntario.  
 
ARTÍCULO 44. SISTEMA DE INFORMACIÓN TERRITORIAL Y REGISTRO 
ESPECIAL DE ÁREAS DE RIESGO. La declaratoria de área inhabitable y de alto riesgo no 
mitigable, junto a la declaratoria y definición de la zona de protección, serán comunicadas de 
inmediato al Sistema de Información Territorial (SINIT) de la Dirección General de 
Ordenamiento Territorial de la Secretaría Técnica de Planificación y Cooperación Externa, de 
manera que sean reflejadas en los diferentes instrumentos técnicos del ordenamiento territorial 
que regula el Decreto 180-2003, Ley de Ordenamiento Territorial. 
 
De igual manera, las propiedades afectadas por estas declaratorias se inscribirán en un Registro 
Especial de Áreas de Riesgo, que será creado de conformidad a los Artículos 24 y 28, Numeral 
5, de la Ley de Propiedad. 
 
El Programa Nacional de Regularización Predial podrá establecer un régimen especial para la 
regularización de las propiedades afectadas por estas declaratorias, a fin de hacerlo más 
expedito.  
Los procedimientos y criterios de expropiación para la regularización serán los contemplados en 
la Ley de Propiedad para estos procesos. 
 
ARTÍCULO 45. PLAN DE IMPLEMENTACIÓN DE LA EVALUACIÓN DE RIESGO DE 
DESASTRE. La implementación de la evaluación de riesgo de desastre, así como la 
capacitación y acreditación de los evaluadores de riesgos deberá responder a un Plan Especial 
que deberá proponer la Secretaría Ejecutiva del SINAGER y autorizar el Consejo Directivo. 
Dicho Plan de implementación de la evaluación de riesgo de desastre deberá tener en cuenta lo 
siguiente: 
 
d) La evaluación de riesgo de las edificaciones menores será realizada, solicitada y contratada 
por la autoridad local, de acuerdo con sus competencias, según lo dispuesto en la Ley de 
Municipios y otras leyes de la República.  
e) La evaluación de riesgo de las infraestructuras mayores se  realizará a través de una tasa 
que estará estipulada en el Reglamento de esta Ley. 
f) La evaluación de riesgos de las edificaciones públicas estatales será solicitada por las 
entidades a cargo de los temas sectoriales o de la infraestructura. 
g) Las Evaluaciones de Riesgo deberán ser remitidas a la Secretaria General del SINAGER,  
quien emitirá el respectivo Dictamen y Notificación de la misma. 
 
 
CAPÍTULO VII 
DEL PLAN NACIONAL DE GESTIÓN DE RIESGOS 
 
ARTÍCULO 46. OBJETO, COBERTURA Y VIGENCIA DEL PLAN NACIONAL DE 
GESTIÓN DE RIESGOS. El Plan Nacional de Gestión de Riesgos definirá políticas, 
estrategias, programas y acciones para el manejo de los riesgos con enfoque sectorial, el estudio 
de las vulnerabilidades existentes y su mitigación y los preparativos para la atención y 
recuperación en caso de desastres. 
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El área de cobertura será todo el territorio de la República de Honduras, en los diferentes niveles 
político-administrativos: Nacional, Regional, Departamental, Municipal y Local. El Plan de 
Gestión de Riesgo será parte del Plan de Nación y estará en correspondencia con la Visión de 
País.  
 
Este Plan será la base para la construcción de la Política Nacional de Gestión Integral de 
Riesgos. 
  
El proceso de la elaboración del plan será coordinado por la Dirección para la Coordinación 
Permanente de Gestión de Riesgo de la Secretaría Ejecutiva, con los miembros del Sistema 
Nacional de Gestión de Riesgos (SINAGER). El Plan Nacional de Gestión de Riesgos deberá 
ser revisado y actualizado al menos cada dos años o en un tiempo menor por situaciones 
extraordinarias. 
 
El Plan tratará de desarrollar las siguientes líneas temáticas: 
 
1. El conocimiento y monitoreo del riesgo;  
2. La adecuada planificación del desarrollo y del territorio, así como la seguridad de las 
intervenciones a nivel sectorial y territorial;  
3. El fortalecimiento del desarrollo institucional para la gestión del riesgo;  
4. La preparación y respuesta, recuperación temprana, rehabilitación y reconstrucción; 
5. La reducción del riesgo;  
6. La transferencia del riesgo o manejo financiero;  
7. La educación, comunicación y sensibilización;  
8. El manejo de información  
 
ARTÍCULO 47. ELEMENTOS QUE DEBERÁ TENER EN CUENTA EL PLAN Y SUS 
PRINCIPALES PROGRAMAS. La elaboración del Plan deberá tener en cuenta, por lo 
menos, los siguientes elementos: 
 
1) Marco legal nacional e internacional. 
2) Fundamentos teóricos. 
3) Contexto del riesgo en Honduras. 
i) Amenazas. 
ii) Vulnerabilidades. 
iii) Riesgos. 
4) Ámbito de aplicación y vigencia. 
5) Objetivo de desarrollo. 
6) Ejes del plan/objetivos estratégicos. 
7) Indicadores del plan/responsabilidades sectoriales. 
8) Presupuestos y recursos para la implementación del plan. 
9) Estructura de coordinación. 
 
 
CAPITULO VIII 
INFRACCIONES  ADMINISTRATIVAS Y SANCIONES 
 
ARTÍCULO 48. INFRACCIONES ADMINISTRATIVAS. Son las acciones u omisiones en 
que incurren las autoridades, funcionarios, servidores y empleados públicos en general, así 
como las personas  naturales y jurídicas, en contra de lo establecido en la presente Ley. 
 
Constituyen infracciones las siguientes: 
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g) Impedir o dificultar las inspecciones o comprobaciones de los funcionarios 
competentes, recurrir a medios de cualquier índole para inducirlos a error, o presentar a 
las autoridades competentes, datos total o parcialmente falsos.  
h) El incumplimiento de las normas técnicas de seguridad establecidas por COPECO. 
i) El inicio de la obra o actividad sin la evaluación de riesgo y la correspondiente 
autorización o licencia. 
j) La no ejecución de las medidas correctivas y de mitigación, contenidas en las 
evaluaciones de riesgo. 
k) La no participación de las instituciones públicas en los órganos e instancias de 
coordinación, nacionales y territoriales, en el Consejo Directivo, Comités de Consulta, 
Comité Científico-Técnico, Comisiones y Mesas de Trabajo. 
l) La falta de respuesta a una solicitud de información hecha por la Secretaría Ejecutiva 
del SINAGER a cualquiera de las instituciones públicas miembros del Sistema.  
m) El hacer uso indebido de las frecuencias de radio de las instituciones miembros del 
Sistema Nacional de Gestión de Riesgos con fines no autorizados.. 
n) El utilizar ayuda humanitaria destinada a suplir las necesidades de personas afectadas 
por una emergencia o desastre con fines personales o político partidarios. 
o) Otras que se establezcan por Ley o normativa expresamente autorizada por Ley. 
 
ARTÍCULO 49. SANCIONES. Las sanciones por las infracciones establecidas en la presente 
Ley, serán impuestas por la Secretaría Ejecutiva del SINAGER, por el Municipio o por la 
Secretaría de Estado correspondiente, según el caso. Estas sanciones podrán consistir en la 
inhabilitación para ejercer la actividad, temporal o definitiva; multa; amonestación, suspensión 
y revocación de certificados, permisos, registros y autorizaciones; clausura temporal o definitiva 
de establecimientos;  y demolición.  
 
En el caso de las infracciones por incumplimiento de las obligaciones establecidas en la presente 
Ley, cometidas por funcionarios, servidores o empleados públicos, la sanción será impuesta por 
el superior jerárquico del responsable de la infracción y podrá ir desde una amonestación verbal 
o escrita, privada o pública, hasta una multa de hasta tres salarios mínimos urbanos o el despido 
definitivo, atendiendo a la gravedad de la infracción.  
 
El Reglamento de la Ley determinará las sanciones correspondientes a cada una de las 
infracciones tipificadas en la presente Ley, de conformidad con los principios de legalidad, 
tipicidad, culpabilidad, presunción de inocencia y proporcionalidad. El Reglamento de la Ley 
clasificará las infracciones en graves, menos graves y leves, atendiendo a la: 
 
a) Gravedad del riesgo generado por la acción u omisión para la vida humana; 
b) Reincidencia; 
c) Repercusión social y económica; y, 
d) Capacidad económica del responsable de la infracción debidamente comprobada. 
 
El infractor, además de cumplir con la sanción, deberá reponer la situación alterada a su estado 
anterior, así como indemnizar los daños y perjuicios ocasionados a terceros. 
 
La imposición de sanciones administrativas no exime a los infractores de las responsabilidades 
civiles y penales a que su actuación diere lugar. 
 
ARTÍCULO 50. PROCEDIMIENTO. Para la determinación de las infracciones 
administrativas y su sanción, así como la tramitación de los correspondientes recursos, se estará 
a lo dispuesto en la Ley de Procedimiento Administrativo y, en todo caso, se notificarán al 
inculpado los cargos imputados, a fin de que pueda realizar las alegaciones en su defensa.  
Agotada la vía administrativa, procederá la acción contenciosa administrativa, que se 
sustanciará de conformidad con la Ley respectiva. 
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CAPÍTULO IX 
LAS ALERTAS Y DECLARACIONES DE EMERGENCIA, DESASTRES Y CALAMIDAD 
 
SECCIÓN I 
DE LAS ALERTAS Y EMERGENCIAS 
 
ARTÍCULO 51. DECLARATORIA DE ALERTAS. El Secretario Ejecutivo del SINAGER, 
en consulta con el Comité Técnico-científico encargado del monitoreo y análisis de los 
fenómenos naturales, será el encargado de declarar los diferentes niveles de alerta, frente a la 
inminencia, eventualidad o impacto de una amenaza natural o antropogénica.  
 
Los Comités de Emergencia Municipales, presididos por los Alcaldes Municipales, pueden 
hacer las declaratorias de alerta o emergencia correspondientes a su perímetro municipal.  
 
La declaratoria de alerta debe ser clara, asequible a toda la población, difundida y repetida por 
los medios de información del país y contener las medidas generales de prevención, preparación 
y protección que debe tomar la población que se podrá ver afectada.  
 
La alerta puede ser blanca, verde, amarilla o roja, según el nivel de gravedad, y puede ser 
nacional o limitada a parte del territorio. Los criterios para su declaración y las medidas que 
cada una de ellas exige para ponerse en práctica, serán regulados por el Reglamento de la 
presente ley.  
 
ARTÍCULO  52. DECLARATORIA DE EMERGENCIA, DESASTRE O CALAMIDAD. 
El Secretario Ejecutivo del SINAGER puede solicitar por cualquier medio a su alcance al 
Titular del Ejecutivo la declaratoria de emergencia, desastre o calamidad correspondiente, 
teniendo en cuenta los aspectos siguientes:  
 
1. La determinación del tipo de contingencia y la ubicación geográfica de las zonas afectadas;  
2. La magnitud de los daños ocasionados por la contingencia en el aspecto humano, económico 
y productivo;  
3.- La estimación preliminar de la cuantía de los recursos materiales y financieros a utilizarse;  
4.- La descripción de las medidas de emergencia que se han tomado y demás que deben 
aplicarse para enfrentar el problema;  
5.- Las medidas especiales y particulares y las acciones de cooperación exigidas a la población 
en general; y,  
6.- Los mecanismos de coordinación adoptados para la recepción, manejo y distribución de la 
ayuda nacional e internacional.  
 
La declaratoria de emergencia por parte de las Alcaldías Municipales debe justificarse e incluir 
los mismos aspectos, referidos en los incisos anteriores, pero circunscritos a sus propios límites 
territoriales.  
 
ARTÍCULO 53. CONTENIDO DE LA DECLARATORIA DE EMERGENCIA, 
DESASTRE O CALAMIDAD. La resolución adoptada por el Titular del Ejecutivo, 
declarando la emergencia, desastre o calamidad contendrá:  
7. La delimitación de la zona o zonas afectadas o amenazadas;  
8. Informe preliminar de daños y necesidades; 
9. La determinación de las fuentes y la cuantía de los recursos financieros a utilizarse;  
10. Disposiciones de carácter obligatorio y otra medidas consideras necesarias;  
11. El tiempo que durarán las medidas especiales;  
 
Una vez declarada la emergencia y la evacuación de personas en sitios que sean considerados de 
alto riesgo, las autoridades civiles y militares estarán facultadas a realizar evacuaciones 
obligatorias con el fin de salvaguardar las vidas humanas.  
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Cuando la magnitud del desastre lo amerite, la declaratoria será informada en el plazo de 
veinticuatro (24) horas al Congreso Nacional, a fin de que este tome las medidas pertinentes 
dentro de la esfera de su competencia; siendo todas aquellas necesarias para coadyuvar a hacerle 
frente a la situación.  
 
El Reglamento de la presente Ley regulará las causales de declaratoria de emergencia, desastre 
o calamidad y sus alcances.  
 
ARTÍCULO 54. EMERGENCIAS MUNICIPALES. Las Corporaciones Municipales, al tenor 
del Artículo 25 del Decreto No 134-90, de fecha 29 de octubre de 1990, contentivo de la Ley de 
Municipalidades, pueden declarar el estado de emergencia o calamidad pública en su 
jurisdicción, cuando así fuere necesario y ordenar las medidas convenientes.  
 
En tales casos, informará de manera inmediata al Consejo Directivo del Sistema Nacional de 
Gestión de Riesgos (SINAGER) a través del Secretario Ejecutivo del SINAGER, las razones 
que motivaron tal declaratoria, así como la correspondiente evaluación preliminar de daños y 
análisis de necesidades, con el objeto de definir el apoyo necesario de parte de las instancias del 
Sistema Nacional de Gestión de Riesgos (SINAGER).  
 
 
SECCIÓN II.  
DE LA RECUPERACIÓN TEMPRANA. 
 
 
ARTÍCULO 55. CONCEPTO DE RECUPERACIÓN TEMPRANA. La recuperación es un 
enfoque general que persigue desde un primer momento, tras el impacto de un fenómeno 
natural, el reestablecimiento de la capacidad de las instituciones nacionales y las comunidades 
para recuperarse de un desastre, entrar en la transición y llegar a la reconstrucción previniendo 
los riesgos. Es un proceso multidimensional, guiado por principios de desarrollo que comienzan 
en un marco humanitario, y que busca la elaboración de programas humanitarios y la 
catalización de oportunidades de desarrollo sustentable.  
 
Abarca la restauración de servicios básicos, medios de vida, refugios, gobernabilidad, seguridad, 
Estado de Derecho, medioambiente y dimensiones sociales, lo cual incluye la reintegración de 
los desplazados internos. Fortalece la seguridad humana y procura comenzar a abordar las 
causas subyacentes de la crisis. 
 
ARTÍCULO 56. OBJETIVOS DE LA RECUPERACIÓN TEMPRANA. Los esfuerzos de 
recuperación temprana tienen tres objetivos generales: 
 
1. Aumentar las operaciones de asistencia de emergencia permanentes a través del desarrollo a 
partir de los programas humanitarios, con el objetivo de fomentar la autosuficiencia de las 
poblaciones afectadas y ayudar a reconstruir los medios de vida, a través del restablecimiento y 
la facilitación del acceso a servicios esenciales y la restauración de bienes naturales; la garantía 
de refugios de transición apropiados; la distribución de semillas, herramientas y otros bienes y 
servicios que ayuden a reavivar las actividades socioeconómicas; el suministro de empleo 
remunerado temporal; el restablecimiento de entornos necesarios para la reconstrucción de 
medios de vida; el restablecimiento de niveles básicos de seguridad colectiva y humana; el 
fortalecimiento del Estado de Derecho y la capacidad del Estado para respetar, proteger y hacer 
respetar los derechos de las personas; y la introducción de reducción de riesgos para prevenir la 
reconstrucción de riesgos. 
 
2. Apoyar iniciativas de recuperación espontáneas por parte de las comunidades afectadas y 
cambiar la dinámica de los riesgos, a través del fortalecimiento de las capacidades para dirigir la 
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planificación y programación de la recuperación temprana, basándose en conocimientos y 
prácticas locales; el fortalecimiento de los esfuerzos de autoayuda y las capacidades de la 
población afectada, especialmente desplazados internos, para contribuir a la rehabilitación y 
reconstrucción; la promoción de enfoques de la comunidad para restaurar los niveles básicos de 
seguridad; la identificación de mecanismos para garantizar que la recuperación de la comunidad 
y las actividades de rehabilitación no generen prácticas discriminatorias o riesgos secundarios; y 
la identificación de ecosistemas que requieren de su restablecimiento para el desarrollo de 
medios de vida sustentables. 
 
3. Establecer las bases para una recuperación a largo plazo, a través de la evaluación temprana 
de necesidades, planificación y movilización de recursos para la recuperación, teniendo en 
cuenta las diferentes necesidades, recursos y vulnerabilidades; la planificación que involucra a 
todos los actores relevantes en el ámbito nacional e internacional y facilita la plena participación 
en todas las fases de la recuperación; la creación de alianzas estratégicas entre comunidades y 
autoridades locales que garanticen la participación y la inclusión de grupos vulnerables, 
marginados y discriminados; la concientización en los derechos humanos; la reconstrucción, 
restauración y fortalecimiento de los sistemas nacionales y locales; la revisión y/o el desarrollo 
de políticas esenciales para guiar los esfuerzos de recuperación que tienen como objetivo la 
mejora y el no re-establecimiento de las condiciones y las vulnerabilidades pre-crisis; y la 
identificación y el fomento de un sistema institucional con roles y responsabilidades claros, que 
facilite la integración de la recuperación al proceso de desarrollo. 
 
ARTÍCULO 57. COORDINACIÓN NACIONAL DE LA RECUPERACIÓN TEMPRANA. 
La Secretaria Técnica de Planeación y Cooperación Externa, con el apoyo de la Secretaría 
Ejecutiva del Sistema Nacional de Gestión de Riesgos (SINAGER), será la encargada de 
elaborar el marco estratégico para la Recuperación Temprana, incluyendo los ámbitos locales, 
regionales y nacionales según sea pertinente. Estos marcos identificarán los impactos y por lo 
tanto las brechas generadas en cuanto a bienes, recursos humanos, equipamiento, materiales y 
procesos sociales. A partir de éstas brechas se definirán, objetivos, necesidades y los 
correspondientes resultados que se desean alcanzar, las estrategias de respuesta, las actividades, 
los actores más relevantes, las entidades responsables y de qué forma trabajarán conjuntamente 
para lograr un objetivo integral de recuperación.  
 
Los elementos esenciales del proceso de formulación de los marcos estratégicos para la 
Recuperación serán: a) El análisis situacional inicial, incluyendo la identificación de 
información de línea base de la situación previa, la cuantificación de las pérdidas e impactos a 
nivel geográfico y poblacional en aspectos de vivienda, infraestructura y medios de vida de la 
población afectada vinculadas al desastre y las tareas de respuesta en curso. b) La evaluación 
participativa de las necesidades de recuperación en aspectos de gobernabilidad local-nacional, la 
coordinación interinstitucional con donantes, los medios de vida, vivienda, infraestructura y 
medio ambiente. La evaluación deberá incluir un análisis de las capacidades actuales de los 
actores e instituciones claves. c) La identificación y priorización de acciones de recuperación a 
corto y mediano plazo con enfoque de reducción de riesgos, género y derechos humanos. d) La 
programación de las acciones (objetivos, resultados, indicadores, tiempos, responsables) y la 
elaboración del presupuesto del marco estratégico para la recuperación.  
 
Los marcos estratégicos de recuperación servirán como vehículo para la integración y 
armonización de iniciativas, la promoción y la gestión de recursos, la toma de decisiones y el 
respaldo de los donantes y de las autoridades nacionales; el monitoreo de puntos de referencia y 
desempeño de las intervenciones de recuperación y estimulará el desarrollo de políticas para una 
mejor rehabilitación y reconstrucción.  
 
La implementación de los marcos estratégicos para la recuperación tiene como finalidad sentar 
las bases para el desarrollo a largo plazo de las comunidades, municipios y regiones afectadas 
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por desastres, por lo que se convierte en un instrumento estratégico que deberá ser insertado en 
los planes de desarrollo en los diferentes niveles territoriales. 
 
El Marco Estratégico de Recuperación deberá acompañarse de un Plan de Acción de 
rehabilitación, en el que se definirá la implementación de la reconstrucción a través de una serie 
de programas interrelacionados, con el objetivo de lograr coherencia entre los diferentes planes 
sectoriales surgidos de las diferentes evaluaciones de necesidades. El Plan debe presentar clara y 
sistemáticamente los objetivos de recuperación y los resultados estratégicos. Estos se deben 
presupuestar, dividir en etapas y priorizar, identificando el organismo o unidad responsable de 
la implementación, y proporcionando objetivos o los indicadores de monitoreo para su 
seguimiento. 
 
La Secretaria Técnica de Planeación y Cooperación Externa, con el apoyo de la Secretaría 
Ejecutiva y en el marco del SINAGER y de los Consejos Regionales de Planeación, deberá 
garantizar la transición entre el Marco Estratégico y el Plan de Acción de Recuperación y el 
Plan Nacional de Reconstrucción, de manera que sean las mismas instituciones del Estado y las 
corporaciones locales las encargadas de su planificación, gestión y ejecución.   
 
SECCIÓN III 
EMERGENCIAS ESPECIALES: EPIDEMIOLÓGICAS, AMBIENTALES, 
AGROPECUARIAS Y FORESTALES 
 
ARTÍCULO  58.  EMERGENCIAS EPIDEMIOLÓGICAS Y AMBIENTALES. La 
Secretaría de Estado en el Despacho de Salud, será la encargada de declarar las emergencias 
epidemiológicas y las medias de control y prevención del sector salud, de acuerdo con lo 
dispuesto en el Decreto No 65 de fecha 29 de mayo de 1991, contentivo del Código de Salud. 
La Secretaría de Estado en el Despacho de Salud coordinará y dirigirá a las otras instancias del 
Sistema Nacional de Gestión de Riesgos (SINAGER) para hacer un efectivo control 
epidemiológico.  
 
La Secretaría de Estado en los Despachos de Recursos Naturales y Ambiente, en coordinación 
con la Sistema Nacional de Gestión de Riesgos (SINAGER), Puede recomendar y hacer las 
declaratorias sobre desastres, emergencias y otras contingencias ambientales.  
 
La Secretaría de Estado en los Despachos Agricultura y Ganadería, en forma coordinada, hará 
las declaratorias por desastres o emergencias fitosanitarias.  
 
ARTÍCULO 59. DECLARATORIA DE ESTADO DE EMERGENCIA FORESTAL. El 
Comité Nacional de Protección Forestal, Áreas Protegidas y Vida Silvestre (CONOPRAFOR), 
contemplado en el Decreto No.98-2007 del 13 de septiembre de 2007, en coordinación con el 
Sistema Nacional de Gestión de Riesgos (SINAGER) será el encargado de solicitar la 
declaratoria de áreas de emergencia forestal.  
 
ARTÍCULO 60. APOYO A LAS DECLARATORIAS DE EMERGENCIA O 
DESASTRES. El Secretario Ejecutivo del SINAGER tiene la obligación de apoyar las 
acciones contenidas dentro de cualquiera de las declaratorias de emergencia o desastres 
señaladas en esta ley, convocar a los miembros del Sistema Nacional de Gestión de Riesgos 
(SINAGER) que sean necesarios para llevar acabo las acciones concretas, para poder responder 
a dichos eventos.  
 
Cualquier tipo de declaración de emergencia especial hecha por cualquier autoridad diferente a 
la Secretaría Ejecutiva del SINAGER, de acuerdo a lo que señala la ley, tiene la misma 
categoría y poder de acción, como si las hubiera emitido ésta.   
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Con dichas declaratorias se pueden ejecutar las actividades urgentes de respuesta que sean 
necesarias; por lo tanto, las demás autoridades, civiles y militares, no deben minimizar el poder 
de dichas declaratorias por lo que deben cumplir a cabalidad lo que se dispone en ellas y 
ejecutar lo que se les manda.  
 
CAPÍTULO X 
PREFERENCIA Y CARÁCTER DE LA LEY 
 
ARTÍCULO 61. PREFERENCIA DE DISPOSICIONES EN MATERIA DE GESTIÓN 
DE RIESGOS O DESASTRES. Las disposiciones de la presente Ley constituyen el marco 
normativo preferente en materia de Gestión de Riesgos y desastres.  
 
ARTÍCULO 62. ORDEN PÚBLICO E INTERES SOCIAL. La presente ley es de orden 
público y de interés social. Todas las instituciones públicas están obligadas a destinar recursos 
materiales, humanos, tecnológicos y financieros para impulsar los compromisos contraídos y las 
disposiciones establecidas por el Sistema Nacional de Gestión de Riesgos (SINAGER) en 
materia de Gestión del Riesgo, con el fin de reducir los potenciales riesgos para proteger la vida 
de las personas. El sector privado está en la obligación de colaborar con el sector público en la 
prevención y reducción de los riesgos, de manera particular en situaciones de emergencia, 
desastre o calamidad.  
 
ARTÍCULO  63.  PRIORIDAD DE LAS ACCIONES DE EMERGENCIA. Las actividades 
desarrolladas para atender a la población en riesgo durante las alertas y emergencias son para el 
Estado de la más alta prioridad. Todos los miembros del Sistema Nacional de Gestión de 
Riesgos (SINAGER) y en general todas las instituciones y organizaciones del país deben tener 
dispuestos los recursos a su alcance para apoyar las tareas de atención a los evacuados o 
afectados. El Secretario Ejecutivo del SINAGER o sus representantes autorizados, en momentos 
alerta o emergencia, hará saber a cualquier persona o grupo el entorpecimiento de las labores 
vitales de protección que pudiere estar sufriendo cualquier miembro del Sistema Nacional de 
Gestión de Riesgos (SINAGER) y si no obedece, estará autorizado a solicitar el auxilio de la 
fuerza pública.  
 
La Secretaría Ejecutiva, a través de la Dirección para la Coordinación Permanente de 
Contingencias (COPECO) establecerá con la Policía y la Municipalidad las coordinaciones 
necesarias para la aplicación efectiva de las medidas contempladas en el Artículo 24 de la Ley 
de Policía y Convivencia Social, en particular las contenidas en los numerales 2, 7, 9, 10 y 11 en 
casos de emergencia, desastre o calamidad grave, y perturbación del orden, declarados por el 
Poder Ejecutivo o autoridad competente.  
 
CAPÍTULO XI 
DISPOSICIONES FINALES Y TRANSITORIAS 
 
ARTÍCULO 64. ESTRUCTURAS OPERATIVAS DEL SISTEMA NACIONAL DE 
GESTIÓN DE RIESGOS (SINAGER). El Reglamento de esta Ley definirá la organización y 
desarrollará las funciones de las estructuras operativas de la Secretaría Ejecutiva del SINAGER 
en función de los objetivos del Sistema Nacional de Gestión de Riesgos (SINAGER) y las 
propias de la Dirección para la Coordinación Permanente de Contingencias (COPECO) y de la 
Dirección para la Coordinación Permanente de Gestión de Riesgo (COPEGER).   
 
ARTÍCULO 65. PATRIMONIO DE LA COMISIÓN PERMANENTE DE 
CONTINGENCIAS (COPECO) CREADA POR EL DECRETO 9-90 E. Con la entrada en 
vigencia de esta Ley, el patrimonio, activos y pasivos, derechos y obligaciones de la Comisión 
Permanente de Contingencias (COPECO) creada por el Decreto 9-90 E pasarán a formar parte 
del patrimonio de la Secretaría Ejecutiva del SINAGER, sin solución de continuidad.  
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ARTÍCULO 66. CENTRO NACIONAL DE INVESTIGACIÓN Y CAPACITACIÓN EN 
ATENCIÓN A CONTINGENCIAS (CENICAC) Y CENTRO NACIONAL DE 
INFORMACIÓN Y DOCUMENTACIÓN (CENID). El Sistema Nacional de Gestión de 
Riesgos (SINAGER) reconoce al Centro Nacional de Investigación y Capacitación en atención a 
Contingencias (CENICAC) y al Centro Nacional de Información y Documentación (CENID), 
como instancias de apoyo a la Secretaría Ejecutiva del SINAGER y al Sistema en su conjunto. 
Al Centro Nacional de Información y Documentación (CENID) se le reconocerá de ahora en 
adelante con las siglas de “CENID-GDR”. Los propósitos de ambos centros serán: El Centro 
Nacional de Investigación y Capacitación en Contingencias (CENICAC) desarrollará 
programas, proyectos y acciones de capacitación e investigación en la amplia temática de 
Gestión de Riesgos; el Centro de Nacional de Información y Documentación (CENID-GDR) 
documentará, informará y promoverá el acceso distribución y creación de información 
relacionada con la Gestión de riesgos.  
 
Cada centro contará con un director(a), los(as) cuales serán nombrados(as) por el Secretario 
Ejecutivo del SINAGER. Contarán con estructuras propias, para ejecutar las funciones de apoyo 
que les encomiende el Sistema.  
 
El Centro Nacional de Investigación y Capacitación en Contingencias (CENICAC) y el Centro 
Nacional de Formación y Documentación (CENID-GDR) serán reorganizados 
reglamentariamente para que puedan responder en la materia de Gestión de Riesgo, tal como lo 
establece la presente Ley.  
 
ARTÍCULO  67. OPERATIVIDAD DEL SISTEMA. De acuerdo a las nuevas políticas y 
normativas de organización territorial y/o geofísicas que resulten, las estructuras operativas del 
Sistema Nacional de Gestión de Riesgos (SINAGER) se reorganizarán para lograr su 
efectividad, de acuerdo a los planes y estrategias en gestión de Riesgos que hayan sido 
aprobados.  
 
ARTÍCULO  68.  INTEGRACIÓN CENTROAMERICANA Y EXTRAREGIONAL. Todos 
los países de la región centroamericana han actualizado sus normativas enfocadas en la Gestión 
de Riesgos, incluyendo vinculaciones legales para trabajar coordinadamente, haciendo un frente 
común para enfrentar los retos que derivan de las amenazas por el cambio climático.  
 
Honduras en el marco del Sistema de Integración Centroamericana (SICA), pasará a integrarse 
formalmente, mediante el Sistema Nacional de Gestión de Riesgos (SINAGER), al Centro de 
Coordinación para la Prevención de Desastres Naturales en América Central (CEPREDENAC), 
el cual es una instancia regional creada para responder con más efectividad a la prevención de 
los desastres y calamidades en el Istmo. El Sistema puede integrarse a cualquier otra instancia 
extra regional o extra continental, con la finalidad de crear instancias efectivas de apoyo y 
solidaridad humana.  
 
ARTÍCULO 69. LA COMISIÓN NACIONAL DEL CEPREDENAC. En cumplimiento de lo 
establecido en el Artículo 5 del Nuevo Convenio Constitutivo del Centro de Coordinación para 
la Prevención de los Desastres Naturales en América Central (CEPREDENAC), firmado el 3 de 
septiembre de 2003 y vigente a partir del 12 de julio de 2007, se organiza la Comisión Nacional 
del CEPREDENAC, la que será parte del SINAGER y estará subordinada al órgano rector del 
Sistema, el Consejo Directivo, a quien elevará sus propuestas y recomendaciones para su 
correspondiente aprobación. El Reglamento de la presente Ley regulará el funcionamiento de la 
Comisión Nacional del CEPREDENAC. 
 
ARTÍCULO  70.  INICIO DE FUNCIONES DEL CONSEJO DIRECTIVO. El Consejo 
Directivo iniciará sus funciones en un máximo de quince (15) días después de la vacatio legis 
determinada para esta Ley. La Secretaría Ejecutiva del SINAGER debe hacer las 
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comunicaciones respectivas a las diferentes instancias que deban conformar tal Consejo, desde 
el momento en que esta Ley sea publicada en el Diario Oficial “La Gaceta”.  
 
ARTÍCULO 71.  ASEGURAMIENTO DE BIENES. Todas las instituciones públicas estarán 
obligadas a asegurar sus bienes contra todo riesgo generado por desastres o catástrofes, 
naturales, antrópicos o tecnológicos, que provoquen un daño público directo y los daños que se 
deriven de los mismos. Previo  a la obtención del seguro, las instituciones deberán solicitar a la 
Secretaría Ejecutiva del  SINAGER, una evaluación de riesgos de los bienes a su cargo, para 
posteriormente lograr una negociación efectiva con las compañías aseguradoras, de acuerdo a lo 
establecido en la Ley de Contratación del Estado y la Ley General de la Administración Pública.  
 
ARTÍCULO  72.  DEROGACIONES. Se deroga la Ley de Contingencias Nacionales, 
contenida en el Decreto No 9-90-E; de fecha 12 de diciembre de 1990; publicado en el Diario 
Oficial “La Gaceta” No 26,348 del 25 de enero de 1991 y sus reformas, contenidas en el 
Decreto No, 217-93 de fecha 1 de octubre de 1993, publicada en el Diario Oficial “La Gaceta” 
No 27,237 del 31 de diciembre de 1993.  
 
Se deroga igualmente el Decreto Número 151-2009, publicado en “La Gaceta” el 26 de 
diciembre de 2009. 
 
ARTÍCULO 73.  REGLAMENTACIÓN. El Presidente de la República a partir de la vigencia 
de esta Ley, procederá a reglamentar la misma en un proceso coordinado, participativo e 
inclusivo, en un plazo no mayor a ciento veinte (120) días.  
 
ARTÍCULO  74.  VIGENCIA. La presente Ley entrara en vigencia veinte (20) días después de 
su publicación en el Diario Oficial “La Gaceta”.  
 
Dado en la ciudad de Tegucigalpa, Municipio de Distrito Central en el Salón de Sesiones del 
Congreso Nacional, a los… días del mes de … de dos mil doce.  
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

